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Jefatura del Estado
LEY 7 de 1985. de 2 de abril. Reguladora de las Bases del Régimen Local.

JUAN CARLOS 1
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sahed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancio­

nar la siguiente Ley:
PREAMBULO

La organización democrática de nuestra convivencia represen- 
/e P°‘ *a t onstitución es un hecho singular de nuestra convulsa 
■gloria de los últimos siglos: singular por el grado de sosegado 
' r.senso que a.canzó en su elaboración \ aprobación, hecho de por 
’ -a Sln precedentes, y singular, también, por la importancia de los 
sumos y viejas querellas que abordó: asi en lo tocante a libenades 

■ Organización territorial del Estado, en torno a los cuales tal 
SI°na es prodiga en mostrarnos las notables v graves diferencias 

W dividían el sentimiento de ios ciudadanos v eran causa de 
•'rotundas alteraciones en la cosa pública.

La implantación de un cimiento tan sólido de convivencia, que 
¿..c <nl° cc;mo dec,ir dc fuIuro- P°r fu(lrza ha de producir 
nu-\yvlOSOS c?eclos a *° lar8O y ancho del ser nacional insuflando 
orÁn 12 y ™cvas energías en los últimos reductos de la 
de^3C^n S0CiaJ;'en una Palabra, regenerando un tejido social 
emh^ í0 CU3rd0 no decrép>to y lacerado por los sucesivos 
tranca'"t5 dc c,u£r,10s vicios y abusos asolaron nuestra vida pública

en camP° de Agramante de quienes disputaban ei
1 ¡o ot las instituciones para satisfacción de privados intereses. 

Prori?0 de -iS amb,ltos. en Que mayores efectos produce y ha 
re'ai aProbaci?n de nuestra querida Constitución es el
la n ¿ d 3 -^mm^tración Local tan necesitada de adaptación a 
ure-nra JC3 -ad ,En el dia son numerosas las pruebas de ía 
ie rcrA3 dC definir aesde el Estado el alcance de la autonomia que 
su m''3nLC a esla:’ Enlldades tan ricas en historia y en muestras de

Lame contnbución a la defensa y engrandecimiento de 
de un-' p^ro.130 expuestas a sufrir los males que puedan derivarse 

abusiva limitación de su capacidad de actuación en los 
5|-oé^ que df! Pro-comdn de ias villas, pueblos, parroquias

y olros ,ugare^ Que con distintos nombres son
I , IQos en las diferentes regiones de nuestra pama. 
tu4ndng^aVedad asunl° no admiie demora y mucho menos 
r-uex i Ror ,nO1 de la nueva configuración temtorial del Estado, las 
c-a a“^cmunidades Autónomas esperan, algunas con impacien- 
^-Ud 6 C Esiado mace las lineas maestras definitorias de estas 
l®cuhaaS para' inmediatamente, proceder al ejercicio de las

«acies que sus novísimos Estatutos les confian.
'das rtCCn?3prendeIa, facdmente que. al elaborar las presentes nor- 
^«e^ iOras dcl ^ymen local, el legislador sienta la carga de 
a lodni L13 fCiponsabdidad que le incita a extender sus reflexiones 
Sobre it "huellos ámbitos relacionados con el asunto y a indagar 
'‘‘fór v^nnsn}a .desde todas las Perspectivas posibles y en primer 
^hfnrmViendo ,a vista a la historia. \ es que las instituciones que 
’^ásd ?0 e regimen local, además dc su imponancia intrínseca, 
"^ndo? SU mmediata proximidad no ya a colectivos más o menos 
?Mraora;.Sino ? la Pmcn.ca totalidad de los ciudadanos, poseen 
AU*ar sur‘ianaL densidad histórica; cuentan con un pasado multise-
'de On,‘r^CpUi e .por S1 sol° Proporcionar valiosas enseñanzas y

. Pen C pu S0 del le&islador.
*convrÍmos ante todo en el Municipio, marco por excelencia de 
^‘den encia C,V11’ cu>a historia es en muy buena medida la del 
61 Proer 3 que. Pertenecemos- Tanto en España como en Europa ' 

y, e ehudibno social han estado asociados desde la
, recim. q a csPlendor de la \ida urbana y al consiguiente 
d °de r^ni° municipal. Y viceversa, los penodos de estancamien- 
r <¿denr ro,ces° se han caracterizado igualmente por la simultánea

a en de as comunidades ciudadanas, que en siglos va lejanos 
°nsumarse con la ruma y extinción de ios Municipios

Núm. 108

Al clausurarse el primer milenio de nuestra era. la confluencia 
de factores múltiples y de diversa índole provocó el resurgimiento 

inex*stente vida urbana. Los países de• Europa 
Púo IpaÍÍ ’ Espana enlrc e,,os- volvieron a presenciar la erupción de 
núcleos humanos compactos. Sus asentamientos dejan de ser meros 
Snrnde POblaC1Ón par^ adquirir supenor organic.dad peísonafi- 

Í4f'nida;-para forjar lentamente un régimen 
juiidico especifico. El Municipio, claro es. no equis ale sin más a la 

3 3.mat.enahdad de sus calles y edificios. El Municipio es 
la o,gamzacion jurídica peculiar del núcleo urbano y también con 
loe n,^’3; dV/ enTOrno ^°grá^o. No se olMde/en efeíto’ que 
los nacientes Municipios medievales fueron durante vanos siglos 
instrumentos esenciales de colonización de territorios ganados a los musulmanes. Con el decisivo concurso de los Munfcipios y por 
villas ^íde'aVorSP^d" ampHaS ZOn3S ' Se CrCarOn -contables 

iHas \ aldeas, organ.zandose, en suma, extensos términos v alfoces 
ha?1entt vinculados a ,as ciudades respectivas. La expresión 

^en^?bada die alcance de la expansión municipal seguramente se 
tierra 1 3S numcrosas comunidades castellanas de villa y 

Der^ ín ni^dlrdn 3 ,a.singularidad de la organización municipal.
q consist,° exactamente? Los hombres del siglo XX 

el honz^Pp c,e^nar nuestra adormecida imaginación, trascender 
h,slon-o .,nlmediato. para comprender cabalmente lo 

mpnpíl ° represe?t0 la emergencia del régimen municipal Es mmrn «aJeCOrd?r 3 amcnor exclusividad de la vida agraria 
controlada por entero por sectores señoriales cuva prepotencia se 
sen'idumhre e^tablec,m,ent0 > generalización de las relaciones de 
cuVd^pTv < E co.ntexto señorial, el renacimiento de las 
h¿dnadP?Eact=rgan.1ZaC,On cn Munic|P,os posibilita el disfrute de 

• maVm^JT v entonces inasequibles: permite redimirse en los 
' de la opresión señorial, así como adquirir un 

E. tatuto jurídico liberador de las pasadas y pesadas restricciones 
No le fa taban motivos al hombre medieval para pregonar que «el 
aire de la ciudad hace libre». Si el señorío es el arquetipo^e la 
veJrdadn|SrMnn re .Mun,c,p10 e,s el reducto de las libertades. En

- Municipios son enclaves liberadores en medio del 
dumbreSen°na de pa>eseS: so!anegos. etcétera, sometidos a servi- 

I» ™n°,JUe; naluralm.enie. el altruismo de los señores lo que motivó 
la concesión de esas libertades concretas. La iniciativa v el estimulo 
provienen de la Corona, interesada en debilitar la hegemonía y 
n?ítA r65131^ r ^cncia de las fuerzas señoriales, que se erige en 
que oto^aVs norm^J35 c,u1dades a^i que sea la monarquía la 
nal Innnm» oM singulares que cimentan el edificio munici­
pal. Innumerables y sucesivos fueron, privilegios franquicias 
rSX^Vr 0n3n C1 ré8im¿n de las poblaciones que. tras 

n conv,erten en Municipios. Como consecuencia de ese 
E hín encuentran dos Municpios con .dentico régimen 

cocxlslen tipos o modelos municipales diversos y dotados de distinto grado de desarrollo Común a los Municipios 
fa ímimagr» S‘ empero- ell contraste jurídico con el señorío rural y 
hahír nht c°'?exion con ,a monarquía, como lo es. desde luegoy 
aber obtenido generosas dosis de autogobierno consustanciales al 

Municipio propiamente dicho. Porque aun obviando os éxíso 
m erpretauvos de la histonografia liberal, no es cuestionable que 
lo ^Municipios medievales -principal y precozmente los castefla- 
nos- cohonestaron su indiscutida dependencia de la realeza con el 
goce de amplia autonomia en todos los órdenes.
tm^hdad fte' 13 part,ciPacidn imcialmente igualitaria de la 
totalidad de los vecinos en el gobierno municipal ni se mantuvo en 
toda su pureza ni fue demasiado duradera. La aceptación de los 
cntenos de estrauficacion estamental, a los que se sumaron las 

n?UCZa qUe enlre los Convecinos provocó 
<laS|C1üdaaeS a ProsPcndad comercial, no favorecía la 

rPvtuacion de la democracia municipal. La traducción jurídica de 
Us distinciones sociales de base estamental (o económica) introdu­
jo en el seno de las poblaciones un poderoso germen de desunión 
SnacuSn convulsiones y sumió a los Municipios en una
situación de cnsis permanente.
HacÍ? tendencia a la oiigarquización del gobierno municipal, la 
fíra??P°SICIOn e’jldemicos desórdenes del régimen urbano, la

C ¿ Prop6™00 del Poder central (en camino hacia el absolutis- • 
S,3/iSU^ ambuci°nes en detrimento de la autonomía 
kx'al. facilitaron la intervención de la monarquía. Entre mediados
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del siglo XIV y finales del XV la organización municipal experi­
mentó profundas mutaciones que contribuyeron a estrechar consi­
derablemente el ámbito del anterior autogobierno. Mencionemos, 
a titulo de ejemplo, sendas manifestaciones paradigmáticas del 
fenómeno que se acaba de indicar, las tempranas reformas de 
Alfonso XI en Castilla y las tardías de Femando II en Cataluña, 
distintas y distanciadas en el tiempo, pero inspiradas a la postre en 
directrices políticas análogas.

A lo largo del bajo medievo los Municipios quedaron, pues, 
literalmente atenazados de un lado -desde dentro-, por la acción 
de la nobleza y de los patriciados urbanos; de otro -desde fuera-, 
por las pretensiones intervencionisus de la propia monarquía. La 
pugna "triangular que esmalta el acaecer del Municipio hasta muy 
avanzado el Antiguo Régimen desembocará en todo caso en el 
menoscabo de los sectores ciudadanos, a pesar de haberse alineado 
habitualmente en el bando de la realeza. El desarrollo de las 
oligarquías municipales se vio fácilitado por la sustitución de las 
asambleas abiertas a lodos los vecinos (Concejos abiertos) por 
organismos reducidos (Cabildos, Conseils, Ayuntamientos) de los 
que todavía suelen formar parte, con los titulares de cargos de 
designación regia y sin confundirse con ellos, otros oficiales en 
principio rigurosamente electivos. La representati vi dad de las 
instituciones municipales es, sin embargo, decreciente. Mientras los 
oficios concebidos como resortes de protección del común de los 
vecinos pierden sustantividad, se desnaturalizan o se eclipsan, el 
fenómeno de patrimonialización de los cargos públicos que recorre 
Europa rompe el de por sí precario equilibrio y propicia el 
enquistamiento de las oligarquías locales gracias a la ocupación de 
los regimientos adquiridos por juro de heredad, transmisibles y 
«perpetuos».

Factores políticos y fiscales condujeron entre tanto a la monar­
quía a esüechar el cerco. Las vicisitudes del Estado absoluto 
repercutieron sobre los Municipios en un doble orden de cosas. La 
formación de aquel supuso, en primer término, el notorio reforza­
miento del control sobre el discurrir ciudadano, que se materializa­
rá en el despliegue de los corregidores reales por las poblaciones de 
cierta relevancia de la Corona castellana, sea cual fuere su posición 
geográfica (de Guipúzcoa a Cádiz, de La Coruña a Murcia). A los 
efectos que aquí atañen bastará con señalar que los corregidores 
eran los agentes por excelencia del poder regio y presidentes de los 
respectivos Ayuntamientos. La consolidación del Estado y los 
compromisos exteriores de los Austnas originaron, en segundo 
lugar, muy elevados costes y la consiguiente y crónica penuria de 
la Hacienda, que no reparó en medios para satisfacer sus perento­
rias exigencias. De esta suerte, a la desafortunada e inescrupulosa 
gestión económica de las oligarquías que gobiernan las ciudades, a 
la forusima carga fiscal que gravita sobre la población pechera, se 
sumaron los trastornos ocasionados a los Municipios por el 
innecesario acrecentamiento de oficios, por la proliferación de las 
exenciones de villas y lugares de los alfoces, por la imposición de 
múltiples gravámenes. Para alimentarse la Hacienda real vende sin 
lasa -oficios, villas, baldíos...-, a riesgo de empobrecer simultánea­
mente a los Municipios y de poner en peligro la integridad de sus 
patrimonios.

La historia del Municipio moderno es, con todo, sumamente 
compleja y está colmada de hechos de significación ambivalente, de 
matices aún inexplorados. Desde una óptica general es indudable 
su decadencia. No obstante, el régimen municipal prehberal tardó 
en desplomarse; conservó durante un periodo quizá más prolonga­
do de lo que a menudo se cree parte de su potencia y los rescoldos 
de su pretérita autonomía distaron de apagarse al punto. ¿Acaso los 
denostados corregidores, brazo ejecutor de los designios reales, no 
sirvieron a la vez de freno a los abusos de las minorías poderosas?

En el tramo postrero del Antiguo Régimen, la organización 
municipal que los Austnas habian recibido, conservado y exporta­
do a Aménca, fue objeto de reformas inspiradas en los principios 
uniformistas y centralizadores característicos de la Ilustración. Por 
más que resulten antagónicos de la orientación que preside esta Ley 
rehuyamos, en aras del rigor histórico, la tentación de silenciarlos 
o ' alorarlcs críticamente. No se ia aceptable la atribución al 
Despotismo Ilustrado de pretensiones democratizadoras de la vida 
local, interesa subrayar, sin embargo, tres vertientes de las reformas 
aludidas. Su gradación misma no carece de significado, por cuanto 
insinúa el orden de prioridades de los gobernantes de la época. En 
una primera etapa se acomete la unificación de los modelos 
municipales regnícolas.

Se aborda luego el saneamiento de las postradas haciendas 
locales. Y en se ensaya, en fin. la tímida aplicación de determinados 
mecanismos representativos. Salvo en lo que se refiere al primer 
aspecto, las transformaciones del longevo régimen municipal abso­
lutista no fueron demasiado profundas, a pesar de lo cual su 
ejecución tropezó con los intereses estamentales y provocó fuerte 
resistencia.

La llegada del liberalismo modificó sustancialmente los supues­
tos del régimen municipal que hasta aquí se ha descrito a grandes 

rasgos. El espíritu uniformista y centralizado, entonces al servicio 
de la renovación, se difundió por doquier. La abolición de los 
privilegios estamentales y la consagración del principio representa­
tivo tomó imposible la continuidad de los regimientos perpetuos, 
alteró por completo el procedimiento de acceso a los cargos 
municipales y prejuzgó la composición de los Ayuntamientos 
constitucionales. La concepción de la propiedad sustentada por la 
burguesía no presagiaba, precisamente, el disfrute pacifico e indefi­
nido de los bienes municipales amortizados. El propósito de 
racionalizar y dotar de homogeneidad a la actuación pública en el 
ámbito territorial condujo a la introducción de la fórmula provin­
cial y a la paralela creación de las Diputaciones.

La versión inicial del régimen local constitucional, regulada en 
Cádiz, se estableció efectivamente en el Trienio liberal. Se caracte­
rizaba por la implantación de Ayuntamientos de traza unifórme en 
todas las poblaciones que contaran al menos con 1.000 habitantes 
y por el tendido de la red provincial en tomo al binomio 
Diputación-Jefe político. Los integrantes de los Ayuntamientos son 
elegidos por sufragio indirecto. Es innegable que la articulación de 
los órganos locales con los del poder central se realizó con el 
concurso de las técnicas centralizadoras en boga, si bien la esfera de 
las competencias reservadas a los Ayuntamientos era todavía 
amplia y, por otra parte, Iq íZ> autores de la Instrucción de 1823 no 
vacilaron en dar cabida a algunas soluciones que entonces resulta­
ban prudentemente descentralizadoras.

Cuando, tras los consabidos interludios absolutistas se produce 
la definitiva instalación del sistema constitucional, el legado 
doceañista en materia de régimen local es prontamente reemplaza­
do por un nuevo modelo de cuño doctrinario que moderados y 
progresistas comparten en lo fundamental, cierto que con valíanles 
y diferencias de grado no desdeñables. El sufragio indirecto cede 
ante el directo en su modalidad censitaria. El fortalecimiento del 
Poder Ejecutivo y el coetáneo despegue de la Administración del 
Estado reduplican las posibilidades de controlar eficazmente a las 
Entidades locales, sometidas, al fin, a la férrea centralización que. 
ahora ya con miras inmovilistas, los moderados llevaron a sus 
últimas consecuencias en las Leyes municipal y provincial de 1845. 
Los progresistas propugnarán, por el contrario, la ampliación del 
censo y consiguiente extensión del sufragio, la suavización de los 
mecanismos centralizadores, el incremento de las facultades de los 
Ayuntamientos y la plena electividad de los Alcaldes. En la 
mayoría de las ocasiones, ules propuestas carecieron de eco y 
obtuvieron, en el mejor de los casos, éxitos fugaces. En el periedo 
isabelino se emprende, por lo demás, y a fuerte ritmo, ia desamorti­
zación civil, que privó a los Municipios de buena parte de su 
patrimonio. , . , .

. La aportación de la inmediata Revolución de septiembre ai 
régimen local -que se concretó en la legislación municipal y 
provincial de 1870- consistirá en la adopción de sufragio universal 
en la electividad de todos los cargos municipales, en el robustec'- 
miento de las Diputaciones provinciales y en la considerable 
atenuación del centralismo. Los gobernantes de la Restauración no 
tardaron, sin embargo, en retomar a la orienución del régimen 
local de corte moderado anterior al Sexenio. La modificación en ese 
sentido de las Leyes de 1870 tuvo lugar en diciembre de 1876. H 
Real Decreto de 2 de octubre de 1877 contiene el texto refundido 
de la última Ley municipal del siglo, a la vez que la regulación do 
régimen provincial, luego sustituida por la de la Ley de 29 de ages-0 
de 1882. . .

En verdad, el panorama que ofrecían las instituciones locáis 
finiseculares era desolador. En el plano provincial, las Diputaciones 
permanecen subordinadas por completo a los Gobernadores civiles 
en el municipal, los Ayuntamientos, escasamente representamos- 
siguen sometidos a la estrecha tutela del Estado. El poder cení:ra 
continúa investido de atribuciones sobradas para intervenir en 
designación de los Alcaldes, remover a las autoridades locales 
suspender los acuerdos municipales. Los criterios a que respond1 
la legislación local mencionada, lejos de infundir vitalidad , 
Ayuntamientos y Diputaciones, propiciaron su parálisis. La i^ 
déncia del caciquismo agravó la situación: atrapó al régimen ’oc • 
en las mallas de la inautenticidad, lo rodeó de prácticas corrupto^ 
y lo condenó a pervivir en estado agónico. Los testimonios de 
contemporáneos, unánimes a este respecto, no dejan lugar a duda.

En esa tesitura, el régimen local, constreñido por leyes cadu^ 
y asfixiado por la espesa trama caciquil, devino en proble ; 
político de grueso calibre. Al tiempo que una serie de proye0*^ 
legislativos predestinados a fracasar desfila por las Cortes, 
críticas se generalizan hasta alcanzar en la voz de los regenera»-^, 
nistas un volumen clamoroso. Entre tales proyectos merecen 
recordados el de Sánchez Toca de 1891. el de Silvela de 1 
sobre todo, el de Maura de 1907, sin duda el más ambicioso y l3 
que fue debatido con mayor ardor. Maura era consciente de 
inocuidad de las reformas parciales y de la imposibilidad de 
la degradación de la vida local sin extirpar'el caciquismo y 
invertir la orientación centralizadora que inspiraba las Ley^o 
1877 y 1882 a la sazón vigentes. El suyo fue el intento más >
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? de,reconsider.acion del régimen local en su conjunto, de 
lucha contra la corrupción y en favor de reforzamiento de los 
organismos muncipales y provinciales. El proyecto reconocía la 
diversidad local, derogaba las disposiciones desamoS^doras 
fortalecía la posición de los Alcaldes, aflojaba la tutela del Estado 
y simultáneamente pretendía extender la acción de los entes locales 
por la vía -entre otras- de la municipalización de servicios. Los 
?í?nnSÍSiPOStrn°reS f16.1?07 corrieron la misma suene.'Si hasta 
oDo^cSn Qe regimen local habia concitado fonísima
oposición, el planteamiento con caracteres agudos de la cuestión 
en8H HaP ^Ue 3 contm“ac,ón sobrevino, al abrir una nueva brecha 
en el de por si agnetado sistema político, aumentó las dificultades 
la DÍSra hPp régimen local desemboco durante

a3 m° de Rlvera en ,os Esututos municipal de 8 
José Calvo %nt2l y P^vincial de 20 de marzo de 1925. obra de 
m^fa F1SF?i2 \ int,marnen,te conectada con el ideario local 
nón de ElSlatul° participa, en efecto, de la convic-
nX aqi saneamiento de la vida local dependía, en buana 
cemraliSn^r1*: aDandono de las directrices uniformistas y 
centrahzadoras. Se presto, en consecuencia, cierta atención a los 
otmlaÍaO» rura es.y a.las Edades menores, procediéndose, por 
di h cíh aUPnrnir?giUna» de as man|fiestaciones más rigurosas 
F^Sn^b°rdmaci°n de,los Ayuntamientos a la Administración del 
Estaco y a ensanchar el ámbito de las competencias municipales 
iíro&nT? P"';5135 PPr Maura > £ aludidas- la 
derogación de la legislación desamortizadora v la municipalización 
en d/fimÍ?xéfaer?n incorporadas al Estatuto, expresión.
ph 1a a -1 a d 35 soJuclones técnicas que se habían ido gestando 
¡utóntndnnaraS precncdentes > de las doctrinas políticas de signo 
de la mnuj° Se trauceAPor ejemplo, en la introducción

rePreseniacion corporativa. Con independencia de las declara­
ciones formales en sentido contrario, régimen dictatorial, descen­
tralización y vtgonzación del régimen local se excluían mutuamen- 
e de hecho, la aplicación de aquellos preceptos de los Estatutos 

5ue S'rnbohzaban el reflujo de la centralización se dejó en suspenso 
y no llego a producirse. •
nP.ELr^ldlSJm0Kb0Squej0 que antecede sugiere algunas reflexio- 

es^ demasiado obvias por su misma elementalidad como para que 
el legislador prescinda de ellas y las olvide. La experiencia histórica 
demuestra de modo irrefutable que el florecimiento de la vida local 
presupone el disfrute de amplia autonomía nutrida por la participa­
ción autentica de los vecinos. Es igualmente indudable que los 
entes locales precisan recursos suficientes, susceptibles de satisfacer 
las necesidades y de procurar los servicios que el administrado 
equiere y reclama. Tampoco parece cuestionable, por último -que 

reamen local y régimen político han evolucionado ai unísono' 
P°r ,denUcos principios. No por otro motivo, la 

histond tardía de nuestro régimen local es la historia de una 
Prolongada, creciente y devastadora frustración. Cuando como 

. Particularmente aleccionadora a partir de 
- diados del ochocientos, se coarta la participación vecinal se 

adu era ¡2 representación se usa y abusa de la centralización, las 
mstnuciones locales languidecen hasta agotarse. No se debió al azar 
que los reiterados intentos de. reforma del régimen local de la 
Kestauracion resultaran a la postre estériles. E! advenimiento del 
estado democrático y autonómico exige consolidar de forma 
etiniuva unas instituciones locales capaces de responsabilizarse de 
us propios intereses y vivificadoras de lodo el tejido del Estado.

non. aunque si ha determinado Jos asuntos de interés de la 
Comunidad Autónoma (art. 148.1) y del Estdo (art. 149.1) Con 
esos elementos y con los datos que se desprenden -de la realidad 
misma de las cosas, es posible construir las instituciones locales 
manteniéndolas en el lugar que debe corresponderles en un Estado 
complejo como el actual; y a las Corles Generales compete 
ennquecer y concretar el diseño básico de las Entidades locales 
£°mo una de las piezas de la entera organización territorial del 
tstaao. Presupone, pues, una perspectiva territorial, es decir, global 
x no sectorial. Su desarrollo representa poner en pie una institución 
temtonal y, consecuentemente, su Estatuto subjetivo -puntos de 
referencia del nuevo ordenamiento desde y por ellos vertebrado­
) la ordenación de la capacidad potencialmente universal de dicha 
institución Todos los sectores de la realidad a que se extiende la 
acción publica se encuentran, por ello, aludidos y en mavor o 
menor medida afectados. Se está, en definitiva, ante una Lev que 
atañe a la constnicoón misma del Estado y al diseño de uno de los 
ordenamientos juridico-administrativos que en él se integran. . .

Si en sus orígenes medievales autonomía loca! es el Municipio 
urbano la ciudad que nace libre por exención del mundo señorial 
en declive y si. en el momento del surgimiento del Estado 
constitucional, esa caracterización pudo completarse identificándo­
la con un supuesto orden local de competencias, ninguna de esas 
dos ideas sirve hoy para determinar la autonomía No se trata 
a,.ora de utilizar el escalón municipal como pieza decisiva en un 
proceso histórico de emergencia de un nuevo orden político, sino 
mas bien de delimitar el espacio y el papel propios de las Entidades' 
locales en el seno de un orden constituido, pero tampoco es posible 
entender hoy los poderes públicos como estructuras monolíticas 
construidas en cascada de mayor a menor y dotadas de funciones 
relativamente estables y diferenciadas por serlo también el mundo 
al que se enfrenta.

Muy al contrario, la realidad social, cultural, tecnológica v 
económica ha roto definitivamente las situaciones singulares dé 
relam o aislamiento y hoy la sociedad se nos muestra como un todo 
continuo donde la distancia, antes factor explicativo de supuestas 
autarquías, ha sido vencida por los medios de transporte, por las 
ondas > por la dependencia de un mercado único a nivel nacional 
a su vez ya intimamente relacionado con la realidad internacional.

tsa continuidad del tejido social -hace imposible marcar unas 
fronteras nítidas a ios intereses cuya tutela respectiva se encomien­
da a ios distintos poderes que destacan asi su condición de formar 
parte de un conjunto institucional de arquitectura compleja en que 
las panes adquieren sentido en función del todo, pero articulándose 
entre si no por principios formales, sino por criterios materiales que 
tratan de adaptar las competencias a los intereses reales en juego.

La autonomía local no puede definirse de forma unidimensio­
nal desde el puro objetivismo localista o regionalista. sino que 
requiere ser situada en el marco del ordenamiento integral del 
Estado. .

La dificultad especifica de ese Objetivo radica en que éste no es 
umeo y homogéneo, sino constituido por la acción simultánea de 
los principios de unidad y autonomía de las nacionalidades v 
regiones, que encuentran su expresión organizativa en la distribu­
ción del poder entre las instituciones generales de ¡a Nación y las 
Comunidades Autónomas. Puede calificarse de feliz la conceptua- 
cion de esa fórmula como Estado compuesto, un Estado con una 
única soberanía, un solo pueblo con un destino político común, que 
-reconociendo su diversidad- constituye el sistema de resolución 
permanente de sus contradicciones, conflictos y tensiones que no 
otra cosa es el Esudo, sobre la base de una pluralidad de instancias 
autónomas y diversas, vertebradas entre si para el mantenimiento 
del valor de la unidad. Carece, pues, de verdadero sentido la 
apelación sin más a modelos preestableciqps. pues las Corporacio­
nes locales tienen en el sistema así descrito una posición propia, 
que no se define por relación a ninguna otra de las instancias 
territoriales, aurmándose -igual que éstas- en su condición, ganada 
por su peso histórico y actual, de panes competentes de la total 
estructura del Estado. .

Huelga decir que la autonomía local, para su realidad, precisa 
de una institución capaz de actuarla; institución que, por expreso 
mandato constitucional y cuando menos en el escalón básico 
municipal, ha de montarse sobre la doble nota de la representan vi­
ciad directa y la personificación. Pero, en lo que más interesa ahora 
edo significa que el régimen local tiene que ser. por de pronto, la 
norma institucional de los Entes locales. Esta comprobación 
elemental implica dos consecuencias de primera importancia En 
primer término, que esa norma desarrolla la garantía constitucional 
de la autonomía local, función ordinamental que al estarle 
reservada o, 10 que es igual, vedada a cualesquiera otras normas 
presta a su posición en el ordenamiento en su conjunto una vis 
especifica, no obstante su condición formal de Ley ordinaria. De 
otro lado, el hecho de que las Entidades locales, no obstante su 
inequívoca sustancia política, desplieguen su capacidad en la esfera 
oe lo administrativo, justifica unto esta ultima condición del 
marco definidor de su autonomía, como la identificación del mulo

II
nñ5°T0 demuesIra nuestra historia y proclama hoy la Constitu- 

n, decir régimen local es decir autonomía. La pervivencia 
nni ?13 3 5 arg0 de bempo y bajo las más diversas circunstancias 
^'meas. de esta nota carácter i zadora muestra, no obstante la 
.“yj^rmmacmn y ambigüedad del concepto. Sólo su configuración 

. s‘t^a desde unos postulados y en un contexto juridico-politico 
vrmmado. es capaz de dotarlo de un contenido preciso

nrpeemPezar. el sentido de la autonomia local no puede 
cnn^lndir de. 6X3 referencia fundamentadora de nuestro orden 
süía, C'?na en que ^P3"3- designándose a sí misma como 
soé. i y Proug°nista de su historia, se consutuve en Esudo 
de I democranco de derecho; anticipando asi la formalización 
el n eL>tO en la formula concisa de residenciar toda soberanía en 

Pueblo español. La autonomia local ha de situarse, pues, a la luz 
la p c Prtncipio y en la perspectiva de los principios nucleares que 

constitución contiene para la toul estructuración del Estado.
tfamn v°‘untad del pueblo español ha sido la de enriquecer su 
mer^ multiplicando sus centros de decisión, sin
definíua. supenor unidad de su realidad umficadora. La
sufr.L ?n de 105 Mumci.P'os y Provincias se hace de forma 
mUn no Prepja? en el texto supremo. La autonomia

$er el P^Pto rector de la. regulación de cada 
Jad , c7teno para eviur contradicciones con otras instancias 
sea ai Cn 3 determinación de sus intereses respectivos. Qué cosa 

ínteres respectivo no ha sido desarrollado por la Constitu-
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constituciona! para su establecimiento en el anicuio 149 1, aparta­
do 18, en relación con el 148.1, apartado 2.°. del texto fundamental.

Queda explicado, asi, que la determinación de ese marco es el 
resultado de la acción conjunta, según la concreta distribución de 
la potestad legislativa en la materia operada por el bloque normati­
vo integrado por la Constitución y los Estatutos de Autonomía, de 
la Ley general y la Ley territorial.

La peculiar estructura de dicho marco -decisión básica constitu­
cional en términos de garantía institucional y remisión al legislador 
ordinario de los entes locales-, no significa, sin embargo, que ese 
Estatuto deba quedar regulado agotadoramente por la Ley. Resurge 
aquí la vieja polémica entre uniformismo y diversidad en la 
organización local, en modo alguno resuelta con los intentos 
frustrados de tipificación de regimenes locales (que sólo suponen 
una estéril flexibilización del uniformismo). sólo que ahora trans­
mutada en la tensión entre los valores constitucionales de unidad 
y autonomías (de las nacionalidades y regiones y de los Entes 
locales). La resolución adecuada a esa tensión exige' desde luego la 
constricción del marco general a lo estrictamente indispensable 
para satisfacer el interés nacional, pero también desde luego, una 
especifica ponderación, según su valor constitucional relativo, de 
las exigencias reciprocas del interés autonómico y el estrictamente 
local. De esa ponderación resulta que si en lo que trasciende a la 
conformación de la organización territorial (procesos de alteración 
de Municipios y creación de nuevos entes territoriales), debe 
primar el interés autonómico, no sucede lo mismo en el plano de 
la organización interna de las Entidades locales; plano en el qu? 
procede reconocer la pnmacia del interés de la acomodación de 
aquélla a las características especificas de éstas.

Pero el régimen local, para cumplir su función de garantía de la 
autonomía e, incluso, su cometido específico en cuanto norma 
institucional de la administración local, precisa e.xtravasar lo 
puramente organizamo y de funcionamiento para penetrar en el 
campo de las competencias, las reglas de la actividad publica y el 
régimen de los medios personales y materiales. Obvio resulta decir 
que, en este campo, la regulación legal ha de tener muv presente la 
opción constitucional, expresada en el articulo 149.1. apartado 18, 
en favor de una ordenación común, configurando las inevitables 
peculiaridades de la Administración Local desde ese fondo homo­
géneo. para su integración coherente en el mismo.

, En punto al aspecto, absolutamente crucial, de las competen­
cias, la base de partida no puede ser hoy otra que la de la radical 
obsolescencia, por las razones ya- dichas anteriormente, de la 
vinculación de la autonomia a un bloque de competencias por 
naturaleza sedicentemente locales

En efecto, salvo algunas excepciones son raras las materias que 
en su integridad puedan atribuirse al exclusivo interés de las 
Corporaciones locales: lógicamente también son raras aquellas en 
las que no exista interés local en juego; de ahí que la cuestión de 
los ámbitos competenciales de los Entes locales deba tener en 
cuenta una composición equilibrada de los siguientes factores:

a) La necesidad de la garantía suficiente de la autonomia local, 
que cumple satisfacer en primer término a la ley general por 
tratarse del desarrollo de una opción constructiva constitucional, 
que, por tanto, ha de tener vigencia en todo el territorio de la 
Nación en términos de. cuando menos, un mínimo común denomi­
nador en cuanto al contenido de dicha autonomia.

b) La exigencia de la armonización de esa garantía general con 
la distribución territorial de la disposición legislativa sobre las 
distintas materias o sectores orgánicos de acción pública, pues es a 
todas luces claro que una y otra no pueden, so pena de inconstitu- 
cionalidad, anularse reciprocamente.

c) La imposibilidad material, en todo caso, de la definición 
cabal y suficiente de las competencias locales en todos y cada uno 
de los sectores de intervención potencial de la Administración 
Local desde la legislación de regimen local.

El sistema legal de concreción competencial de la autonomía 
local pretende realizar esa composición equilibrada a que se ha 
hecho alusión. Sobre el fondo del reconocimiento expreso de las 
potestades y exorbitancias que corresponden a los entes locales 
territoriales en su condición de Administración Publica, todo el 
sistema pivota sobre la plasmación del criterio material desde el 
que debe producirse la concreción legal de las competencias; 
criterio que no es otro que el derecho de las Corporaciones locales 
a intervenir, con la intensidad y el alcance máximos -desde el 
principio constitucional de la descentralización y para la realiza­
ción del derecho fundamental a la participación en los asuntos 
públicos- que permita la implicación relativa de los intereses de las 
diferentes colectividades territoriales en cualesquiera de dichos 
asuntos públicos. El mecanismo de cierre lo proporciona, de un 
lado, la imposición a la legislación sectorial -desde la especial 
posición ordinamental que a la Ley del régimen local es propia 
según ya se ha hecho notar- de la ponderación del expreso criterio, 
y de otro, la articulación de las competencias administrativas en la 
materia de que se trate de forma consecuente con la misma, así 

como la atribución a la legislación básica estatal de una función de 
aseguramiento de un mínimo competencial a la Administración 
Local.

Finalmente, la organización básica de las Corporaciones Locales 
y las relaciones de éstas con las otras dos Administraciones públicas 
territoriales, se inscriben lógicamente en las líneas maestras que 
han quedado trazadas. -. .

Por lo que hace a las relaciones interadministrativas, salta a la 
vista la radical inadecuación del mantenimiento én el nuevo y 
compuesto Estado constitucional de las técnicas y las categorías 
cristalizadas en el Estado centralista y autoritario. En particular, ese 
juicio de radical obsolescencia merece predicarse de las técnicas 
formalizadas actuadles por voluntad unilateral de una de las 
administraciones e incidentes normalmente en la validez o la 
eficacia de los actos emanados de otra, en este sentido subordinada 
a la anterior; técnicas que no son sino trasunto y consecuencia 
lógicos de la construcción piramidal y jerárquica del poder público 
administrativo, puesto que la tutela, a la que todas ellas se 
reconducen, no es sino una categoría que expresa una situación de 
fuerte dependencia casi jerárquica. El principio constitucional de 
autonomía y el administrativo de la descentralización, en que se 
fundamenta el nuevo Estado, implican las diversificaciones de los 
centros del poder público administrativo y la actuación de cada 
uno de ellos, en su ámbito propio, con plena capacidad y bajo la 
propia responsabilidad, es decir, impiden la atribución a alguno de 
ellos de facultades de control que recaigan sobre la actividad en 
general de los otros y que supongan una limitación de la capacidad 
de éstos. Cierto que ello no significa en modo alguno la invertebra- 
ción del poder público administrativo, pues simultáneamente juega 
el principio de unidad y su traducción administrativa en los de 
coordinación y eficacia. Sucede sólo que ya no es legítima la 
realización de estos valores por las vías expuestas: antes bien, ha de 
ser el resultado del juego mismo de la vida institucional desde sus 
presupuestos de representatividad democrática y gestión autónoma 
de las propias competencias (con lo que todas las instancias 
administrativas son idénticas en cuanto a capacidad en la esfera de 
sus asuntos, derivando la desigualdad únicamente de la estructura 
inherente al interés público) como fruto del esfuerzo permanente de 
integración político-social en el orden c'onstituido. De este modo, 
las técnicas de relación entre Administraciones han de tener por 
objeto más bien la definición del marco y de los procedimientos 
que faciliten el encuentro y la comunicación, incluso de carácter 
informal, para la colaboración y la coordinación interadmmistrati- 
vas. fundamentalmente voluntarios y de base negocial. Natural­
mente que el cuadro de técnicas ha de cerrarse por un sistema 
resolutorio del supuesto limite del conflicto, por fracaso de las 
mismas. La configuración de ese sistema de conflictos tiene que ser. 
a la vez. respetuosa con la esencial igualdad posicional de las 
Administraciones territoriales y aseguradora de que el planteamien­
to y la sustanciación del conflicto no alteran la especifica estructura 
constitucional de los iniereses públicos a los que sirven dichas 
Administraciones.
, Las anteriores reflexiones son un compendio de la filosofía que 
inspira la Ley. Esta, más que pretender garantizar la autonomia 
sobre la quietud de compartimentós estancos e incomunicados y. 
en definitiva, sobre un equilibrio estático propio de las cosas 
inanimadas, busca fundamentar aquélla en el equilibrio dinámico 
propio de un sistema de distribución del poder, tratando" de 

i articular los intereses del conjunto, reconociendo a cada uno lo 
suyo y estableciendo las competencias, principios, criterios y 
directrices que guien la aplicación práctica de la norma én su 
conjunto de forma abierta a la realidad y a las necesidades del 
presente.

TITLLO PRIMERO
Disposiciones gener al es

i Anicuio 1.
1. Los Municipios son Entidades básicas de la organización 

terntoi ial del Estado y cauces inmediatos de participación ciudada­
na en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con 
autonomía los intereses propios de las correspondientes colectivi­
dades.

2. La Provincia y. en su caso, la isla gozan, asimismo, de 
idéntica autonomía para la gestión de los iniereses respectivos.

Articulo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucio­

nalmente a las Entidades locales, la legislación del Estado y la de 
las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores 
de acción pública, según la distribución constitucional de compe­
tencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las islas 
su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente a* 
circulo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que 
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proceda en atención a las caracteristicas de la actividad pública de 
que se trate y a la capacidad de gestión de la Entidad local de 
conformidad con los principios de descentralización v de máxima 
pioximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos.

- . Las leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente 
deberán determinar las competencias que ellas mismas atribuyan o 
que. en todo caso, deban corresponder a los Entes locales en la 
materia que regulen.

Artículo 3.

a) 
b) 
c)

Son Entidades locales territoriales:
El Municipio.
1 .a Provincia.
La isla en los archipiélagos balear y canario.

Gozan, asimismo, de la condición de Entidades locales:
a)a) Las Entidades de ámbito territorial inferior al municipal, 

instituidas o reconocidas por las Comunidades Autónomas, conlor- 
me al articulo 45 de esta Ley. ,

b) Las comarcas u otras Entidades que agrupen varios Munici­
pios. instituidas por las Cocnunidades Autónomas de conformidad 
¿on esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.

c) Las Areas metropolitanas.
d) Las Mancomunidades de Municipios.

, I. En su calidad de Administraciones publicas de carácter 
ter-ional. \ dentro de la esfera de sus competencias, corresponden 
en todo caso a los Municipios, las Provincias y las islas-

d)

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización 
bi Las potestades tributaria v financiera
c) La potestad de programación o planificación.
0) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde v 

recuperación de oficio de sus bienes.
c) La presunción de legitimidad v la ejecutiv idad de sus actos. 
I Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.

, La inembargabilidad de sus bienes v derechos en los 
mimos previstos en las leyes: las prelacionés y preferencias v 

reconocidas a la Hacienda Pública para los 
H r 1 a d J3i c1Snía" Sm Pcr3LL,C10 de las que correspondan a las 
Haciendas del Estado y de las Comunidades Autónomas.

d'sPucsl° en el numero precedente y en el articulo 
mf^nnral nín3?hc^c,on a !as En'-ldades territoriales de ámbito 
‘-ras V d mí ¿ A asl,m,slm0- a Ias Comarcas. Areas metropoh- 
dadeVAni'rmAm^ dadCS loca!es-duendo ias leyes de las Comum- 
apíac ó concretar cuales de aquellas potestades serán de

Artículo 5.
Las Entidades locales se rigen en primer término por la presente 

Ley y además:

A) En cuanto a su régimen organizativo y de funcionamiento 
ae sus Organos: .

Por las ley^s de las Comunidades Autónomas sobre régimen 
oca, y por el Reglamento orgánico propio de cada Entidad en los 
teiminos previstos en esta Ley. •

B) En cuanto al régimen sustantivo de las funciones v los 
servicios: '

a) Por la legislación del Estado y la de las Comunidades 
■^uionomas. según la distribución constitucional de competencias.

b) Por las Ordenanzas de cada Entidad. .
nr C\ En cuanl° al régimen estatutario de sus funcionarios 
Procedimiento administrativo, contratos, concesiones y demas 
ormas de prestación de los servicios públicos, expropiación \ 

responsabilidad patrimonial: '
a) Por la legislación del Estado y. en su caso.- la de las 

comunidades Autónomas, en los términos del articulo 149 I 18 a 
uc la Constitución.

b)

D)

a)
132 de 

b) 
c)

Por las Ordenanzas de cada Entidad.

En cuanto al régimen de sus bienes:

Por la legislación básica del Estado que desarrolle el articulo 
la Constitución.
Por la legislación de las Comunidades Autónomas. 
Por las Ordenanzas propias de cada Entidad.

E) En cuanto a las Haciendas locales:
a) Por la legislación general tributaria del Estado y la regulado­

ra de las Haciendas de las Entidades locales, de las que será 
supletoria la Ley General Presupuestaria.

b) Por las leyes de las Comunidades Autónomas en el marco 
y de conformidad con la legislación a que se refiere el apartado 
anterior.
r ,Ca ^i01^ *as E)rdenanzas fiscales que dicte la correspondiente 
mimad local, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en las leves 
mencionadas en los apartados a) y b).
Artículo 6.

1. Las Entidades locales sirven con objetividad los intereses 
públicos que les están encomendados y actúan de acueido con los 
principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coor­
dinación. con sometimiento pleno a la lev y al derecho. '

2. Los Tribunales ejercen el con i rol'de legalidad de los 
acuerdos y actos de las Entidades locales.
Artículo 7.

n. u impotencias de las Entidades locales son propias o 
atribuidas por delegación.
. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias las 
islas y demas Entidades locales territoriales sólo podran ser 
determinadas por Ley.

2. Las competencias propias se ejercen en régimen de autono-
? baJ°Ja Pr°P|a responsabilidad- atendiendo siempre a la 

debida coordinación en su programación y ejecución con las demás 
Administraciones públicas.
i Las competencias atribuidas se ejercen en los términos de 
la delegación, que puede prever temeas de dirección v control de 
oportunidad que. en lodo caso, habran de respetar la potestad de 
autoorgamzacion de los servicios de la Entidad localde los servicios de la Entidad local.
Artículo 8.

Sin perjuicio de lo dispuesto ensin perjuicio de lo dispuesto en el articulo anterior, las 
Provincias y las islas podran realizar la gestión ordinaria de 
servicios propios de la Administración autonómica, dt conformi- 
ríL00^ ?S Eslaiutos de Autonomía y la legislación de las 
Comunidades Autónomas. 
Artículo 9. .

Las normas de desarrollo de esta Les que afecten a los 
Municipios. Pros incias. islas u otras Entidades locales territoriales 
no podran limitar su ámbito de aplicación a una o \arias de dichas 
Entidades con carácter singular, sin perjuicio de lo dispuesto en 
esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales. 
Artículo 10.

1. La Administración Local y las demás Administraciones 
publicas ajustaran sus relaciones reciprocas a los deberes de 
in.oimacion mutua, colaboración coordinación v respeto a los 
ámbitos competenciales respectivos.

Procederá la coordinación de las competencias de las 
Entidades locales entre sí y, especialmente, con las de las restantes 
Administraciones publicas cuando las actividades o los servicios 
locales trasciendan el interés propio de las correspondientes Entida­
des, incidan o condicionen relevantemente los de dichas Adminis­
traciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.

3. Las funciones de coordinación no afectaran en ningún caso 
a la autonomía de las Entidades locales

TITULO II
El Municipio

Artículo 11.
•; E| CíIa Enl,dad lo«l basica de la organización 

temtonal del Estado. Tiene personalidad jurídica v plena capaci­
dad para el cumplimiento de sus fines. "

2. Son elementos del Municipio el icmiono. la población v la 
organización. y ,d

CAPITULO PRIMERO 
Territorios y población

Artículo 12
1. El término municipal es el territorio en que el Avuniamien- 

to ejerce sus competencias. '
cipio T°d0S 1OS res!dcnles constituyen la población del Muni-
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Articulo 13.
1. La creación o supresión de Municipios, así como la 

alteración de términos-municipales, se regulará por la legislación de 
las Comunidades Autónomas sobre régimen local. Requerirán en 
todo caso audiencia de los Municipios interesados v dictamen del 
Consejo de Estado o del órgano consultivo superior de los Consejos 
de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si existiere. Simultá­
neamente a la petición de este dictamen se dará conocimiento a la 
Administración del Estado.

2. La creación de nuevos Municipios sólo podrá realizarse 
sobre la base de núcleos de población territonalmente diferencia­
dos y siempre que los Municipios resultantes cuenten con recursos 
suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales 
y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían 
siendo prestados.

3. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades 
Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios geográficos, sociales, 
económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a 
fomentar la fusión de Municipios con el fin de mejorar la capacidad 
de gestión de los asuntos públicos locales.

Articulo 14.
1. Los cambios de denominación de los Municipios sólo 

tendrán carácter oficial cuando, tras haber sido anotados en un 
Registro creado por la Administración del Estado para la inscrip­
ción de todas las Entidades a que se refiere la presente Ley. se 
publiquen en el «Boletín Oficial del Estado». •

2. La denominación de los Municipios podrá ser. a todos los 
efectos, en castellano, en cualquier otra lengua española oficial en 
la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Articulo 15.
1. Todo español o extranjero que viva en territorio español 

deberá estar empadronado en el Municipio en el que resida 
habilualmente.

Quien viva en varios Municipios deberá inscribirse en aquel en 
que habitara durante más tiempo al año.

Para poder obtener el alta en el Padrón de un Municipio será 
necesario presentar el certificado de baja en el Padrón del Munici­
pio en el que se hubiera residido anteriormente.

2. Los españoles que. circunstancialmente, se hallen viviendo 
en un Municipio que no sea el de su residencia habitual, podrán 
inscribirse en el como transeúntes. En este caso no será necesario 
cumplimentar lo dispuesto en el tercer párrafo de! número anterior.

Articulo 16. , .
. 1. La condición de residente se adquiere en el momento de 
realizar la inscripción en el Padrón. Los residentes se clasifican en 
vecinos y domiciliados.

2. Son vecinos los españoles mayores de edad que residan 
habilualmente en el término municipal y figuren inscritos con tal 
carácter en el Padrón.

3. Son domiciliados los españoles menores de edad y los 
extranjeros residentes habilualmente en el término municipal y que 
como tales figuren inscritos en el Padrón municipal.

4. A los efectos electorales, los españoles que residan en el 
extranjero se considerarán vecinos o domiciliados en el Municipio 
en cuyo Padrón figuraran inscritos.

Articulo 17. .
1. La relación de los residentes y transeúntes en el término 

municipal constituye el Padrón municipal, que tiene carácter de 
documento público y fehaciente para todos los efectos administrati­
vos, y en el que deberán constar, respecto de lodos los residentes, 
los datos personales precisos para las relaciones juridicas publicas, 
con inclusión de los que el Estado o las Comunidades Autónomas 
soliciten a los Ay untamientos en el ejercicio de las funciones de 
coordinación que a aquél o a éstas correspondan. En todo caso, se 
garantiza el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución.

2. La formación, mantenimiento y rectificación del Padrón 
corresponde a! Ayuntamiento, que procederá a su renovación cada 
cinco años y a su rectificación anual, de acuerdo con lo que 
establezca la legislación del Estado.

3. Los Ayuntamientos confeccionarán un Padrón especial de 
españoles residentes en el extranjero en coordinación con las 
Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas. 
Artículo 18.

1. Son derechos y deberes de los vecinos:
a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la 

legislación electoral.
b) Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo 

dispuesto en* las Leyes y, en su caso, cuando la colaboración con 

carácter voluntario de los vecinos sea interesada por los órganos de 
gobierno y administración municipal.

c) Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios públi­
cos municipales, y acceder a los aprovechamientos comunales, 
conforme a las normas aplicables.

d) Contribuir mediante las prestaciones económicas y perso­
nales legalmente previstas a la realización de las competencias 
municipales. •

e) Ser informado previa petición razonada, y.dirigir solicitu­
des a la Administración municipal en relación a todos los expedien­
tes y documentación municipal, de acuerdo con lo previsto en el 
articulo 105 de la Constitución. •

0 Pedir la consulta popular en los términos previstos en la 
Ley.

g) Exigir la prestación y. en su caso, el establecimiento del 
correspondiente servicio público, en el supuesto de constituir una 
competencia municipal propia de carácter obligatorio.

h) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las Leyes.

2. Los extranjeros domiciliados que sean mayores de edad 
tienen los derechos y deberes propios de los vecinos, salvo los de 
carácter político. No obstante, tendrán derecho de sufragio activo 
en los términos que prevea la legislación electoral general aplicable 
a las elecciones locales. .

CAPITULO II

Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la Administración municipal, salvo en 

aquellos Municipios que legalmente funcionen en régimen de 
Concejo Abierto, corresponde al Ayuntamiento, integrado por el 
Alcalde y los Concejales.

2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, 
igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es elegido por los 
Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que 
establezca la legislación electoral general.

Articulo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:
a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en 

todos los Ayuntamientos.
b) La Comisión de Gobierno existe en los Municipios con 

población de derecho superior a 5.000 habitantes y en los de 
menos, cuando asi lo disponga su Reglamento orgánico o asi lo 
acuerdo el Pleno de su Ayuntamiento.

c) El resto de los órganos, complementarios de los anteriores, 
se establece y regula por los propios Municipios en sus Reglamen­
tos orgánicos, sin otro limite que el respeto a la organización 
determinada por esta Ley.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la regla c) del número 
anterior, las Leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen 
local podrán establecer una organización municipal complementa­
ria de la prevista en este texto legal, que regirá en cada Municipio 
en todo aquello que su Reglamento orgánico no disponga lo 
contrano.

3. Todos los grupos políticos integrantes de la Corporación 
tendrán derecho a participar, mediante la presencia de Concejales 
pertenecientes a los mismos, en los órganos complementarios del 
Ayuntamiento que tengan por función el estudio, informe o 
consulta de los asuntos que hayan de ser sometidos a la decisión del 
Pleno.

Artículo 21 ■
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta, en 

todo caso, las siguientes atribuciones:
a) Dirigir el gobierno y la administración municipales.
b) Representar al Ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, de la Comisión 

de Gobierno y de cualesquiera otros órganos municipales.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras 

municipales.
e) Dictar bandos.
i) Disponer gastos, dentro de los límites de su competencia: 

ordenar pagos y rendir cuentas.
g) [desempeñar la jefatura superior de todo el personal de la 

Corporación. .
h) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal, asi como el 

nombramiento y sanción de los funcionarios que usen armas.
i) Ejercitar acciones judiciales y administrativas en caso de 

urgencia.
j) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso 

de catástrote o infortunios públicos o grave nesgo de los mismos.
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las medidas necesarias y adecudas, dando cuenta inmediata al 
Pleno.
. M Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por 
infracción de las Ordenanzas municipales, salvo en los casos en que 
tal facultad esté atribuida a otros órganos.

1) Contratar obras y servicios siempre que su cuantía no 
exceda del 5 por 100 de los recursos ordinarios de su Presupuesto 
ni de! 50 por 100 del limite general aplicable a la contratación 
directa, con arreglo al procedimiento legalmente establecido.

11) Otorgar las licencias cuando asi lo dispongan las Ordenan­
zas.

m) Las demás que expresamente le atribuvan las Le\es v 
aquellas que la legislación del Estado o de las Comunidades 
Autónomas asignen al Municipio v no atribuvan a otros Organos 
municipales. '

2. ( orresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los 
Tenientes de Alcalde. - -

3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo Igs de con\ ocar y presidir las sesiones de! Pleno \ de la 
Comisión de Gobierno y las enumeradas en los apartados a), c). g). 
i) -) j) del numero 1 de este articulo.
Articulo 22.

1 . El Pieno. integrado por todos los Concejales, es presidido 
por el Alcalde.

2 Corresponden, en todo caso, al Pleno las siguientes atribu­
ciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones 

supramunicipales; alteración del termino municipal: creación o 
supresión de Municipios y de las Entidades a que se refiere el 
articuío 45: creación de órganos desconcentrados; alteración de la 
capitalidad del Municipio y el cambio de nombre de éste o de 
aquellas Entidades y la adopción o modificación de su bandera 
ensena o escudo.

c) La aprobación de los planes y demás instrumentos de 
ordenación y gestión previstos en la legislación urbanística.

d) La aprobación del Reglamento orgánico v de las Ordenan­
zas. ‘

e) La determinación de Jos recursos propios de carácter 
inbuurio; la aprobación y modificación de los Presupuestos: la 
disposición de gastos en los asuntos de su competencia x la 
aprobación de las cuentas.

■ f) La aprobación de las formas de gestión de los sen icios y de 
los expedientes de municipalización.

g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por 
otras Administraciones públicas.

h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras 
Entidades locales y demás Administraciones publicas.

i) La aprobación de la plantilla de personal, la. relación de ' 
puestos de trabajo, las bases de las pruebas para la selección de 
Personal y para los concursos de proxisión de puestos de trabajo. - 
la fijación de la cuantía de las retribuciones complementarias de los 
funcionarios y el número y régimen del personal exentual. todo ello 
en los términos del titulo V¡I de esta Ley. así como la separación 
ael servicio de los funcionarios de la Corporación, salvo lo 
dispuesto en el articulo 99. número 4. de esta Ley. v la ratificación ' 
oel despido del personal laboral.

jJ El ejercicio de las acciones administrativas v judiciales.
k) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de 

Qominio público.
1) La enajenación del patrimonio.
H) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir 

su aprobación una mayoría especial.
m) Las demás que expresamente le confieran las Leyes.
3. Pertenece, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción 

ae censura a! Alcalce, que se nge por lo dispuesto en la legislación 
Pectoral general.

Artículo 23.
1. La Comisión de Gobierno se integra por el Alcalde x un 

numero de Concejales no superior al tercio de) número lega! de los 
ismos. nombrados y separados libremente por aquél, dando 

cuenta al Pleno. •
2. Corresponde a la Comisión de Gobierno:
a) La asistencia al Alcalde ep el ejercicio de sus atribuciones. 

d?]b Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le 
r 0 *e atribuyan las Leyes. No son delegables las atribuciones 
cserxadas al Pleno en ¡os números 2. letras a), b). c). d). e). f). e).

0. k) y 11) y 3 del articulo anterior.
n 3- Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su 

’^bramicnto y en los casos de x acame, ausencia o enfermedad.

al Alcalde, siendo libremente designados y revocados por éste de 
entre los miembros de la Comisión de Gobierno y. donde ésta no 
exista, de entre los Concejales.

4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas 
atribuciones en los miembros de la Comisión de Gobierno y. donde 
ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las 
delegaciones especiales que. para cometidos específicos, pueda 
realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecie­
ran a aquella Comisión.
Articulo 24.'

Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los 
asuntos locales y mejorar ésta, los Municipios podran establecer 
órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organiza­
ción. funciones y competencias que cada Ayuntamiento les confie­
ra. atendiendo a las características del asentamiento de la población 
en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno x 
gestión del Municipio. -

CAPITULO III

Articulo 25. Competencias

1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito 
de sus competencias, puede promover toda clase de aclis idades y 
prestar cuantos sen icios públicos contribuyan a satisfacer las 
necesidades y aspiraciones de la comunidad vecina!.

2. El Municipio ejercerá, en todo caso, competencias en los 
términos de la legislación del Estado y de las Comunidades 
Autónomas en las siguientes materias:

a) Seguridad en lugares públicos. . .
b) Ordenación del tráfico de x ehiculos v personas en las x ias 

urbanas. .
C) Protección civil, prevención y extinción de incendios.
d) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística; 

promoción y gestión de vixiendas; parques y jardines, pax imenta- 
ción de vías publicas urbanas y conservación de caminos x xias 
rurales."

e) Patrimonio histórico-ariistico.
0 Protección del medio ambiente.
g) Abastos, mataderos,, ferias, mercados y defensa de usuarios 

y consumidores.
h) Protección de la salubridad pública.
i) Participación en la gestión de la atención primaria de la 

salud.
j) Cementerios y servicios funerarios.
k) Prestación de los serx icios sociales y de promoción y 

reinserción social. .'
1) Suministro de agua y alumbrado publico; servicios de 

limpieza viaria. de recogida y tratamiento de residuos, alcantarilla­
do y tratamiento de aguas residuales. •

II ) Transporte público de viajeros..
m) Actividades o instalaciones culturales y deportivas; ocupa­

ción del tiempo libre; turismo.
n) Participar en la programación de la enseñanza y cooperar 

con la Administración educativa en la creación, construcción y 
sostenimiento de los Centros Docentes públicos, intervenir en sus 
órganos de gestión y participar en la vigilancia del cumplimiento de 
la escolaridad obligatoria.

3. , Sólo la Ley determina las competencias municipales en las 
materias enunciadas en este articulo, de conformidad con los 
principios establecidos en el articulo 2.
Articulo 26. .

1. Los Municipios por si o asociados deberán prestar, en todo 
caso, los servicios siguientes;

a) En todos los Municipios;
Alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza 

viana. abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, 
acceso a ios núcleos de población, pavimentación de las xias 
públicas y control de alimentos y bebidas.

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitan­
tes. además:

Parque público, biblioteca pública, mercado x tratamiento de 
residuos.

c) En los Municipios con población superior a 20.00U habitan­
tes. además: ,

Protección civil, prestación de servicios sociales, prevención y 
extinción de incendios, instalaciones deportixas de uso público y 
matadero. '

d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitan­
tes. además:
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Transpone colectivo urbano de viajeros y protección del medio 
ambiente. ;

2. Los Municipios podrán solicitar de la Comunidad Autóno­
ma respectiva la dispensa de la obligación de prestar los servicios 
mínimos que les correspondan según lo dispuesto en el número 
antenor cuando, por sus características peculiares resulte de 
imposible o muy difícil cumplimiento el establecimiento y presta­
ción de dichos servicios por el propio Ayuntamiento.

3. La asistencia de las Diputaciones a los Municipios, prevista 
en el articulo 36. se dirigirá preferentemente al establecimiento y 
adecuada prestación de los servicios públicos mínimos, asi como la 
garanua del desempeño en las Corporaciones municipales de las 
iunciones publicas a que se refiere el número 3 del articulo 97 de 
esta Ley. ~

Articulo 27.
1. La Administración del Estado, de las Comunidades Autó­

nomas y otras Entidades locales podrán delegar en los Municipios 
el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus intereses 
propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión 
publica y se alcance una mayor participación ciudadana. La 
disposición o el acuerdo de delegación debe determinar el alcance 
contenido, condiciones y duración de ésta, asi como el control que 
se reserve la Administración delegante y los medios personales, 
materiales y económicos que ésta transfiera.

2‘. todo caso, la Administración delegante podrá, para 
dirigir y controlar el ejercicio de los servicios delegados, emanar 
instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en cualquier 
momento, información sobre la gestión municipal, asi como enviar 
comisionados y formular los requenmientos pertinentes para la 
subsanación de las deficiencias observadas. En caso de incumpli­
miento de las directrices, denegación de las informaciones solicita­
das o inobservancia de los requerimientos formulados, la Adminis­
tración delegante podrá revocar la delegación o ejecutar por si 
misma la competencia delegada en sustitución del municipio. Los 
actos de éste podrán ser recurridos ante los órganos competentes de 
la Administración delegante.

i efi^dvidad de la delegación requerirá su aceptación por 
el Municipio interesado, y. en su caso, la previa consulta e informe 
de la Comunidad Autónoma, salvo que por Ley se imponga 
obligatoriamente, en cuyo caso habrá de ir aiíompañada necesaria­
mente de la dotación o el incremento de medios económicos para 
desempeñarlos.

4. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la 
legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas correspon­
dientes o, en su caso, la reglamentación aprobada por la Entidad 
local delegante.

Articulo 28.
Los Municipios pueden realizar actividades complementarias 

de las propias de otras Administraciones públicas y. en particular, 
as relativas a la educación, la cultura, la promoción de la mujer 
la vivienda, la sanidad y la protección del medio ambiente.

CAPÍTULO IV

Regímenes Especiales
Articulo 29.

I. Funcionan en Concejo abierto:
a) Los Municipios con menos de 100 habitantes v aquellos 

que tradicionalmente cuenten con este singular régimen'de gobier­
no v administración.

b) Aquellos otros en los que su localización geográfica, la 
mejor gestión de los intereses municipales u otras circunstancias lo 
hagan aconsejable. ■ 

2. La constitución en Concejo abierto de los Municipios a que 
se refiere el apartado b) del número anterior, requiere petición de 
la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mavoria de dos 
tercios de los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la 
Comunidad Autónoma.

3. , En el régimen del Concejo abierto, el gobierno y la 
administración municipales corresponden a un Alcalde y una 
Asamblea vecinal de la que forman parte todos los electores. 
Ajustan su funcionamiento a los usos, costumbres y tradiciones 
locales y. en su defecto, a lo establecido en esta Ley y las Leyes de 
las Comunidades Autónomas sobre régimen local.

Articulo 30.
Las Leyes sobre régimen local de las Comunidades Autónomas, 

en ct marco- de lo establecido en esta Ley, podrán establecer

regímenes especiales para Municipios pequeños o de carácter rural 
y para aquellos que reúnan otras caracteristicas que lo hagan 
aconsejable, como su carácter histórico-artistico o el predominio en 
su .ermmo de las actividades turísticas, industriales, mineras u 
otras semejantes.

. TITULO III
• La Pr ovinc ia

Articulo 31.
*■ ka ^ro1v,’nc*a es una Entidad local determinada por la 

agrupación de Municipios, con personalidad jurídica propia v plena 
capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar 
los principios de solidaridad y equilibrio intermunicipales. en el 
marco de la política económica y social, y. en particular:

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad 
del terntono provincial de los servicios de competencia municipal.

b) Participar en la coordinación de la Administración local 
con la de la Comunidad Autónoma y la del Estado.

3. El gobierno y la administración autónoma de la Provincia 
corresponden a la Diputación u otras Corporaciones de carácter 
representativo.

CAPITULO PRIMERO

Organización
Articulo 32.

La organización provincial responde a las siguientes reglas:
1" ,E’Presidente. los Vicepresidentes, la Comisión de Gobier­

no y el Pleno existen en todas las Diputaciones.
2. El resto de los órganos, complementarios de los anteriores, 

se establece y regula por las propias Diputaciones sin otro limite 
que el respeto a la organización determinada por esta Lev. No 
obstante, las Leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen 
local podrán establecer una organización provincial complementa­
ria de la prevista en este texto legal, que regirá en cada Provincia 
en todo aquello en lo que ésta no disponga lo contrario, en ejercicio 
de su potestad de autoorganización.

3. , Todos los grupos políticos integrantes de la Corporación 
tendrán derecho a participar, mediante la presencia de Diputados 
pertenecientes a los mismos, en los órganos complementarios de la 
Diputación Provincial que tengan por función el estudio, informe 
o consulta de los asuntos que hayan de ser sometidos a la decisión 
del Pleno.

Articulo 33.
I. El Pleno de la Diputación está constituido por el Presidente 

y los Diputados. -
2. Corresponde en todo caso al Pleno:
a) La organización de la Diputación.
b) La aprobación de Ordenanzas.
c) La aprobación y modificación de los presupuestos, la 

disposición de gastos dentro de los limites de su competencia v la 
aprobación provisional de las cuentas.

d) La aprobación de los planes de carácter provincial.
e) El control y la fiscalización de la gestión de los órganos de 

gobierno.
D La aprobación de la plantilla de personal, la relación de 

puestos de trabajo, las bases de las pruebas para la selección de 
personal y para los concursos de provisión de puestos de trabajó­
la fijación de la cuantia de las retribuciones complementarias de los 
funcionarios y el número y régimen del personal eventual, todo ello 
en los términos del titulo VII de esta Ley. asi como la separación 
del servicio de los funcionarios de la Corporación, salvo lo 
dispuesto en el articulo 99. número 4. de esta Lev. y la ratificación 
del despido del personal laboral.

g) La alteración de la calificación jurídica de los bienes d¿ 
dominio público.

h) La enajenación del patrimonio.
i) El planteamiento de conflictos de competencias a otras 

Entidades locales y demás Administraciones públicas.
j) EL ejercicio de acciones judiciales y administrativas.

, k) Aquellas atribuciones que deban corresponder al Pleno p°( 
exigir su aprobación una mayoría especial.

I) Las demás que expresamente le atribuyan las Leyes. -

3. Pertenece, igualmente, a! Pleno la votación sobre la moción 
de censura al Presidente, que se rige por lo dispuesto en *3 
legislación electoral general.
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Artículo 34.
1. Corresponde en todo caso a! Presidente de la Diputación:
a) Dirigir el gobierno y la administración de la Provincia
b) Representar a la Diputación.

rTnhL£OnV°Ca1r y.presidir Ias sebones del Pleno, la Comisión de 
Ljobierno j cualquier otro organo de la Diputación

^nEir- '"accionar e impulsar los servicios v obras cuva 
titulandad o ejercicio corresponde a la Diputación Provincial '

Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comuni­
dad Autónoma cu>a gestión ordinaria esté encomendada por ésta 
a la Diputación.

f) Disponer gastos, dentro de los limites de su competencia 
ordenar pagos y rendir cuentas. yuncid.

g) La jefatura superior del personal de la Corporación 
urgenciatjerCllar acc*ones ju^teiaies x administráis as en caso de

’L S°^lr3tar <^ras y sen icios siempre que su cuantía no 
ni^deí1 50 ^t1OS recursos ordinarios de su presupuesto 
d reí a ,mH5 general aPhcable a la contratación 
directa, con arreglo ai procedimiento legalmente establecido

j) Ordenar la publicación y ejecución v hacer cumplir los 
acuerdos de la Diputación. ’ ios

k ¿íaS dcmás ?ue expresamente le atribuyan las Leves.
. . L ejer. icio de aquellas otras atribuciones que la legislación 

del Estado o de las Comunidades Autónomas asigne a la Diputa 
aun > no ésten expresamente atribuidas a otros órganos "

I Ei/residcrle Puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, 
sal.o id de conxocar y presidir las sesiones del Pleno \ de la 
h) ddTúm^ro amerio'r.' CnUmCrad2S Cn ÍOS 3Pa^-a>- ' 

los VlcepSemet' aSÍmiSn,°- a! PreMd"nle d <k

Articule 35.

de Gobierno in^gra por el Presidente x un 
dn DlPutados no superior al tercio del rrumeru legal dé los 

ciema al pÍ̂ o™005 y SCp4rados ¡'húmente por aquel, dando

2. Corresponde a la Comisión de Gobierno.:
a) La sistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribuciones 

le un^UCJOneS ?ue,cl Pre5Jdenle u otro órgano provincial 
nes reír aa al.nb"yan las Leyes. No son delegables las atribucio- 
e) n «o x l i i a?0 en i0S "umeros 2- apartados a), b). c). d). P)- t). g) y k). y 3 del articulo 33.

amb a a* Presidente Puede delegar el ejercicio de determinadas 
.A % ?S miCm^^ de ia Comisión de Gobierno sin 

d aiS ^^‘ones especiales que para cometidos especifi- 
'Pueda reahzar en fax or de cualesquiera Diputados, aunque no 

Pertenecieran a aquella Comisión.
L°S V'K;ePrei‘identes sustituyen, por el orden de su nombra- 

Prorn^° ' e" ?asos dc vacanle- ausencia o enfermedad, al 
r^'O^.^^'^dohbremente designados por éste entre ios niiem- 
°ros dc la Comisión de Gobierno.

CAPITULO II 

Competencias
Artículo 36.
atril' Son competencias propias de la Diputación las que les 
^oouyan, en este concepto, las Leyes del Estado y de las Comuni- 
en Aulon°mas en los diferentes sectores de la acción pública \ 
ca todo caso: ■

a) La coordinación de los servicios municipales entre si para 
an^í?’*'3^ a Prestación integral y adecuada a que se refiere el 
Panado a) del numero 2 del articulo 31.

a Inx M asistencia y la cooperación juridica. económica v técnica 
us Municipios, especialmente los de menor capacidad económica

- Ut- gestión. .
cin-9 Preslación de servicios públicos de carácter supramuni- 

y, en su caso, supracomarcal.
d) En general, el fomento y la administración de los intereses 

acunares de la Provincia.
ani¿¡A A,los efectos de lo dispuesto en las letras a) x b) del número 

'Herior, la Diputación:
las nh^Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a 
ción h r  y senicios de competenna municipal, en cuxa eiabora- 
deher- n Participar los Municipios de la Provincia. El plan que 
crner comener una Memoria justificativa de sus objetix os v de los

^ios de distribución de los fondos, podra financiarse con

hs^suhxínHAn d a Dtputaoon, las aportaciones municipales y 
Stado con Xa qUe aCUerden la C°munidad Autónoma y el 
laeXmXl respectivos presupuestos. Sin perjuicio de
as anSriX^ recon°o|das cn los Estatutos de Autonomía y de 
Auiónom^ asumidas y ratificadas por éstos, la Comunidad 
nianíc0^ su territorio la coordinación de los diversos 
P*a . P ncia es de cuerdo con lo previsto en el articulo 59 de 
Cbld Ley.
suiemrXa«nh^ ,a.C°munidad Autónoma, en su caso, pueden 
snJnOH^A¡Anb .nes a determinados criterios y condiciones en 
su utilización o empleo.
rnnuímA ífVra d aC“SO de la Población de la Provincia al 
conjunto de los servicios mínimos de competencia municipal y la 
coaí-somím’A- cn la Prestación de éstos mediante 
cuaksquiera formulas de asistencia y cooperación con los Munici-

Aniculo 37.
ri,.1." ^Comunidades Autónomas podrán delegar competen­
cias en las Diputaciones, asi como encomendar a éstas la gestión 
ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los 
tsututos correspondientes. En este último supuesto las Diputacio­
nes actuaran con sujeción plena a las instrucciones generales \ 
particulares de las Comunidades. ' 
r-x* í1 Pslado Podra, asimismo, previa consulta e informe de la 
Comunidad Autónoma interesada, delegar en las Diputaciones 
competencias de mera ejecución cuando ei ámbito prox incial sea el 
mas idoneo para la prestación de los correspondientes servicios

hi .eJcrcul1o por las Diputaciones dc las facultades delegadas 
se acomodara a lo dispuesto en el articulo 27.
Articulo 38.

Las prex ¡sienes establecidas para la Diputación en este capitulo 
y en los restantes de la presente Ley serán de aplicación a aquellas 
mras Corporaciones de carácter representativo a las que correspon- 
aa el gobierno x la administración autónoma de la Provincia.

CAPITULO III

Regímenes especiales
Artículo 39.

e.i [orales dte Alava- GuiPúzcoa > Vizcaya conservan
su régimen peculiar en el marco del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. No obstante, las disposicio- 
supletorio PreSeme e> S $erán de aPlkación con carácier 

Artículo 40.
Las Comunidades Autónomas uniprox inciales x la foral de 

macarra asumen las competencias, medios y recursos que corres­
ponden en el régimen ordinario a las Diputaciones Provinciales Se 
exceptúa la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en los 
términos de su Estatuto propio.
Articulo 41. .

1. Los Cabildos, como órgano de gobierno, administración 
representación de cada isla, se ngen por las normas de esta Ley que 
regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones 
Provinciales, asumiendo las competencias de éstas, sin perjuicio dc 
las que les corresponden por su legislación específica.
D -. En. el Archipiélago Canario subsisten las Mancomunidades 
Provinciales Intennsulares exclusivamente como órganos de repre­
sentación y expresión de los intereses provinciales. Integran dichos 
órganos los Presidentes de los Cabildos Insulares de las'Provincias 
correspondientes, presidiéndolos el del Cabildo de la isla en que se 
halle la capital de la Provincia.

3- Los Consejos insulares de las Islas Baleares, a los que son 
de aplicación las normas de esta Ley que regulan la organización x 
tun<icnamiento de ias Diputaciones Prox inciales. asumen sus 
competencias de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley y las que les 
correspondan, de conformidad con el Estatuto de Áutonomia de 
Baleares.

TITULO IV
Ot r as Ent idades l ocal es

Articulo 42.
1. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto 

en sus respectivos Estatutos, podrán crear cn su territorio comarcas 
u otras Entidades que agrupen varios Municipios, cuyas caracteris- 
ticas determinen intereses comunes precisados de’ una gestión 
propia o demanden la prestación de sm icios de dicho ámbito.
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2. La iniciativa para la creación de una comarca podrá partir 
de los propios Municipios interesados. En cualquier caso, no podrá 
crearse la comarca si a ello se oponen expresamente las dos quintas 
partes de los Municipios que debieran agruparse en ella, siempre 
que." en este caso, tales unicipios representen al menos la mitad del 
censo electoral de!" territorio correspondiente. Cuando la comarca 
deba agrupar a Municipios de más de una Provincia, será necesario 
el informe favorable de las Diputaciones Provinciales » cuyo 
ámbito territorial pertenezcan tales Municipios. ■ '

3. Las Lejes de las Comunidades Autónomas determinarán el 
ámbito territorial de las comarcas, la composición y el funciona­
miento de sus órganos de gobierno, que serán representativos de los 
A>untamientos que agrupen, asi como las competencias y recursos 
económicos qüe. en todo caso, se les asignen.

4. La creación de las comarcas no podrá suponer la pérdida 
por los Municipios de la competencia para prestar los servicios 
enumerados en el articulo 26. ni privar a los mismos de toda 
intervención en cada una de las materias enumeradas en el 
apartado 2 del articulo 25.

Articulo 43.
i 1. Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la 
Administración del Estado y de los Ayuntamientos y Diputaciones 
afectados, podrán crear, modificar y suprimir, mediante Ley. áreas 
metropolitanas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos 
Estatutos.

2. Las áreas metropolitanas son Entidades locales integradas 
por los Municipios de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos 
núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales 
que hagan necesaria la planificación conjunta y la coordinación de 
determinados servicios y obras.

3. La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los 
órganos de gobierno y administración, en los que estarán represen­
tados todos los Municipios integrados en el área; el régimen 
económico y de funcionamiento, que garantizará la participación 
de todos los Municipios en la toma de decisiones y una justa 
distribución de las cargas entre ellos: asi como los servicios y obras 
de prestación o realización metropolitana y el procedimiento para 
su ejecución.

Articulo 44.
1. Se reconoce a los Municipios el derecho a asociarse con 

otros en Mancomunidades para la ejecución en común de obras y 
servicios determinados de su competencia.

2. Las Mancomunidades tienen personalidad y capacidad 
jurídicas para el cumplimiento de sus fines específicos y se rigen 
por sus Estatutos propios. Los Estatutos han de regular el ámbito 
territorial de la Entidad, su objeto y competencia, órganos de 
gobierno y recursos, plazo de duración y cuantos otros extremos 
sean necesarios para su funcionamiento.

En todo caso, los órganos de gobierno serán representativos de 
los Ayuntamientos mancomunados.

3. El procedimiento de aprobación de ios Estatutos de las 
Mancomunidades se determinará por la legislación de las Comuni­
dades Autónomas y se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:

a) La elaboración corresponderá a los Concejales de la totali­
dad de los Municipios promotores de la Mancomunidad, constitui­
dos en Asamblea.

b) La Diputación o Diputaciones Provinciales interesadas 
emitirán informe sobre el proyecto de Estatutos.

c) Los Plenos de lodos los Ayuntamientos aprueban los 
Estatutos.

4. Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o 
supresión de Mancomunidades.

Artículo 45.
I. Las Leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen 

local regularán las Entidades de ámbito territorial inferior al 
Municipio, para la administración descentralizada de núcleos de 
población separados, bajo su denominación tradicional de caseríos, 
parroquias, aldeas, hamos, anteiglesias, concejos, pedanias. lugares 
anejos y otros análogos, o aquella que establezcan las leyes.

2. En todo caso se respetarán las siguientes reglas:
a) La iniciativa corresponderá indistintamente a la población 

interesada o al Xy untamiento correspondiente. Este último debe ser 
oído en lodo caso.

b) La Entidad habrá de contar con un órgano unipersonal 
ejecutivo de elección directa y un órgano colegiado de control, cuyo 
número de miembros no podrá ser inferior a dos ni supenor aí 
tercio del número de Concejales que integren el respectivo Ayunta­
miento.

La designación de los miembros del órgano colegiado se hará de 
conformidad con los resultados de las elecciones para el Ayunta­

miento en la Sección o Secciones constitutivas de la circunscripción 
para la elección del órgano unipersonal. ■

No obstante, podrá establecerse el régimen de Concejo Abierto 
para las Entidades en que concurran las características previstas en 
el número 1 del artículo 29.

c) Los acuerdos sobre disposición de bienes, operaciones de 
crédito y expropiación forzosa deberán ser ratificados por el 
Ayuntamiento.

TITULO V
Disposiciones comunes a l as Ent idades l ocal es

CAPITULO PRIMERO . .

Régimen de funcionamiento
Articulo 46.

1. Los órganos colegiados de las Entidades locales funcionan 
en régimen de sesiones ordinarias de penodicidad preestablecida y 
extraordinarias, que pueden ser, además, urgentes.

2. En todo caso, el funcionamiento del Pleno de las Corpora­
ciones Locales se ajusta a las siguientes reglas:

a) El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada tres 
meses y extraordinaria, cuando asi lo decida el Presidente o lo 
solicite la cuarta parte, al menos, del número legal de los miembros 
de la Corporación. En este último caso, la celebración del mismo 
no podrá demorarse por más de dos meses desde que fuera 
solicitada.

b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con 
dos dias hábiles de antelación, salvo las extraordinarias que lo 
hayan sido con carácter urgente, cuya convocatoria con este 
carácter deberá ser ratificada por el Pleno. La documentación 
integra de los asuntos incluidos en el orden del día. que deba servir 
de base al debate y, en - su caso, votación, deberá figurar a 
disposición de los Concejales o Diputados, desde el mismo día de 
la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación.

c) El Pleno se constituye válidamente con la asistencia de un 
tercio deLnúmero legal de miembros del mismo, que nunca podrá 
ser inferior a tres. Este quorum deberá mantenerse durante toda la 
sesión.

En todo caso, se requiere la asistencia del Presidente y del 
Secretario de la Corporación o de quienes legaímente les sustituyan.

d) La adopción de acuerdos se produce mediante votación 
ordinaria, salvo que el propio Pleno acuerde, para un caso 
concreto, la votación nominal. El voto puede emitirse en sentido 
afirmativo o negativo, pudiendo los miembros de las Corporacio­
nes abstenerse de votar.

La ausencia de uno a varios Concejales o Diputados, una vez 
iniciada la deliberación de un asunto, equivale, a efectos de la 
votación correspondiente, a la abstención.

En el caso de votaciones con resultado de empate, se efectuará 
una nueva votación, y si persistiera el empate, decidirá el voto de 
calidad del Presidente.,

Articulo 47.
1. Los acuerdos de las Corporaciones locales se adoptan, como 

regla general, por mayoría simple de los miembros presentes. Existe 
mayoría simple cuando los votos afirmativos son más que los 
negativos.

2. Se requiere el voto tavorable de las dos terceras paites del 
número de hecho y. en todo caso, de la mayoría absoluta del 
numero legal de miembros de las Corporaciones para la adopción 
de acuerdos en las siguientes materias: .

a) Creación y supresión de Municipios y alteración de térmi­
nos municipales.

b) Creación, modificación y supresión de las Entidades a que 
se refiere el artículo 45 de esta Ley.

c) Aprobación de la delimitación del término municipal.
d) Alteración del nombre y de la capitalidad del-Municipio.

3. Es necesario el voto favorable de la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de la Corporación para la adopción de 
acuerdos en las siguientes materias:

a) Aprobación y modificación del Reglamento orgameo pro­
pio de la Corporación.

b) Creación, modificación o disolución de Mancomunidades 
u otras organizaciones asociativas, asi como aprobación y modih- 
cacrón de sus Estatutos.

c) Transferencia de funciones o actividades a otras Adminis­
traciones Públicas.

d) Cesión, por cualquier titulo, del aprovechamiento de bienes 
comunales.
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e) Concesión de bienes o servicios por más de cinco años 
siempre que su cuantía exceda del 10 por 100 de los recursos 
ordinarios de su presupuesto.

f) Municipalización o -provincialización de actividades en 
régimen de monopolio y aprobación de la forma concreta de 
gestión del servicio correspondiente.

g» Aprobación de operaciones financieras o de crédito y 
concesiones de quitas o esperas, cuando su impone exceda del 5 
por J 00 de los recursos ordinarios de su presupuesto. - •

h) Imposición y ordenación de los recursos propios de carác­
ter tributario.

i) Planes e instrumentos de ordenación urbanística.
j) Separación del servicio de los funcionarios de la Corpora­

tion y ratificación del despido disciplinario del personal laboral.
EnaJenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 10 por 

¡VU de los recursos ordinanes de su presupuesto
I) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demania- 

les o comunales.
Ib Cesión gratuita de bienes a otras Administraciones o 

instituciones públicas.
m) Las restantes materias determinadas por la Ley.

Artículo 48.

aP en sea Pepino el dictamen del Consejo
Presidí soficitud se cursara por conducto del 
Presidente de ja (. omumdad Autónoma \ a través del Ministerio de 
Aamimstracion Territorial.
Articulo 49. ■

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente 
procedimiento:

a) Aprobación inicial por el Pleno.
b) Información publica y audiencia a los interesados por el 

plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones 
y sugerencias.

cj Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presen­
tadas dentro del plazo y aprooación definitiva por el Pleno.
Articulo 50.

I. Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos y 
Entidades dependientes de una misma Corporación local se resoí- 
veran: ■

ai Por el P'eno. cuando se trate de conflictos que afecten a 
órganos colegiados, miembros de éstos o Entidades locales de las 
preMstas en el articulo 45.

b) Por el Alcaide o Presidente de la Corporación, en el resto 
de los supuestos. '

2. Los conflictos óe competencias planteados entre diferentes 
Entidades locales serán resuellos por la Administración de la 
comunidad Autónoma o por la Administración dél Estado, previa 
audiencia de las Comunidades Autónomas afectadas, según se trate 
oe Entidades pertenecientes a la misma o a distinta Comunidad, v 
sin pequicio de la ulterior posibilidad de impugnar la resolución 
dictada ante la jurisdicción contencioso-adminisirativa.
Artículo 51.

Los actos de las Entidades locales son inmediatamente ejecuti- 
yos. salvo en aquellos casos en que una disposición legal establezca 
lo contrario o cuando se suspenda su eficacia de acuerdo con la 
Le\."

Artículo 52.
1. Contra los actos \ acuerdos de las Entidades locales que 

Pongan fin a la \ ¡a administrativa, los interesados podrán, prev io 
recurso de reposición, en los casos en que proceda, ejercer las 
acciones que procedan ante la Jurisdicción competente.

. 2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los 
S1guientes órganos y autoridades:

a) Las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Comisiones 
ae Gobierno, salvo en los casos -excepcionales en que una Lev 
sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del 
Estado o de la Comunidad Autónoma, o cuando proceda recurso 
ante éstas en los supuestos del articulo 27.2.

b) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que 
resuelvan por delegación del Alcalde, del Presidente o de otro 
órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

c) Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando ^sí lo 
establezca una disposición legal.
Artículo 53. • "

Perjuicio de las previsiones especificas contenidas en los 
reí •CUiOS de esta Lev las Corporaciones locales podrán

'tsar sus actos y acuerdos en los términos v con el alcance que 

para la Administración del Estado, se establece en la legislación del 
Estado reguladora del procedimiento administrativo común. "
Artículo 54.

Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos 
como consecuencia del funcionamiento de los sen icios públicos o 
de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los 
términos establecidos en la legislación general sobre responsabili­
dad administrativa.

CAPITULO II

Relaciones interadministrathas .
Articulo 55.

Para la efectividad de la coordinación v la eficacia administrati­
vas. las Administraciones del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, de un lado, y las Entidades locales, de otro, deberán 
en sus relaciones reciprocas:

a) Respetar el ejercicio legitimo por las otras Administracio­
nes de sus competencias y las consecuencias que del mismo se 
derixen para las propias.

b) Ponderar, en la actuación de las competencias propias, la 
totahdad de los intereses públicos implicados v en concreto, 
aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras Administracio­
nes.

c) Facilitara las otras Administraciones la información sobre 
la propia gestión que sea relevante para el adecuado desarrollo por 
éstas de sus cometidos.

d) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia 
activas, que las otras Administraciones pudieran precisar para el 
eficaz cumplimiento de sus tareas.
Artículo 56.

i. Las Entidades locales tienen el deber de remitir a las 
Admmistraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, en 
los plazos y forma que reglamentariamente se determinen, copia o. 
en su caso, extracto comprensivo de los actos \ acuerdos de las 
mismas. Los Presidentes y. de forma inmediata, los secretarios de 
las Corporaciones serán responsables del cumplimiento de este 
deber.

2. En lodo caso, las Administraciones del Estado y de las 
Comunidades Autónomas estarán facultadas" con el fin de compro­
bar ia efectividad, en su aplicación y. respectivamente, de la 
legislación estatal y la autonómica, para recabar y obtener informa­
ción concreta sobre la actividad municipal, pudiendo solicitar 
incluso la exhibición de expedientes y la emisión de informes.

3. La Administración del Estado y la de las Comunidades 
Autónomas deberán facilita*- el acceso de los representantes legales 
de las Entidades locales a los instrumentos de planificación, 
programación y gestión de obras v servicios que les afecten 
directamente.-

Articulo 57.
La cooperación económica, técnica y administrativa entre la 

Administración Local y las Administraciones del Estado v de las 
Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en 
asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, 
bajo las formas y en los términos prev istos en las leyes, pudiendo 
tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o convenios 
administrativos que suscriban.

De cada acuerdo de cooperación formalizado por alguna de 
estas Administraciones se dará comunicación a aquellas ornas que. 
resultando interesadas, no hayan míen curdo en el mismo, a los 
efectos de mantener una reciproca y constante información.

Artículo 58.
1. Las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas 

podran crear, para la coordinación administrativa, órganos de 
colaboración de las Administraciones correspondientes con las 
Entidades locales. Estos órganos, que serán únicamente deliberan­
tes o consultivos, podrán tener ámbito autonómico o provincial v 
carácter general o sectorial. '

Para asegurar la colaboracioon entre la Administración del 
Estado y la Administración Local en materia de inversiones y de 
prestación de servicios, el Gobierno podrá crear en cada Comuni­
dad Autónoma una Comisión Territorial de Administración Local. 
Reglamentariamente, se establecerá la composición, organización y 
funcionamiento de la Comisión.
<- 5^m*n*s,rac*ón del Estado como las de las 
Comunidades Autónomas podrán participar en los respectivos 
organos.de colaboración establecidos por cada una de ellas

M.C.D. 2022



1436 16 mayo 1985 B. O. P. Zaragoza. N.° 108

En todo caso, las Administraciones que tengan atribuidas la 
formulación y aprobación de instrumentos de planificación debe­
rán otorgar a las restantes una participación que permita armonizar 
los intereses públicos afectados.

Articulo 59.
1. A fin de asegurar la coherencia de la actuación de las 

Administraciones Públicas, en los supuestos previstos en el número 
2 del articulo 10 y para el caso de que dicho fin no pueda alcanzarse 
por los procedimientos contemplados en los artículos anteriores o 
éstos resultaran manifiestamente inadecuados por razón de las 
características de la tarea pública de que se trate, las leyes del 
Estado y las de las Comunidades Autónomas, reguladoras de los 
distintos sectores de la acción pública, podrán atribuir al Gobierno 
de la Nación, o al Consejo de Gobierno, la facultad de coordinar 
la actividad de la Administración Local y, en especial, de las 
Diputaciones Provinciales en el ejercicio de sus competencias.

La coordinación se realizará mediante la definición concreta y 
en relación con una materia, servicio o competencia determinados 
de los intereses generales o comunitarios, a través de planes 
sectoriales para la fijación de los objetivos y la determinación de las 
prioridades de la acción pública en la materia correspondiente. En 
la tramitación de los mismos se observará lo dispuesto en el 
número 2 del articulo anterior.

• Las Entidades locales ejercerán sus facultades de programación, 
planificación u ordenación de los servicios o actividades de su 
competencia en el marco de las previsiones de los planes a que se 
refiere el párrafo antenor.

2. En lodo caso, la Ley deberá precisar, con el suficiente grado 
de detalle, las condiciones y los limites de la coordinación, así 
como las modalidades de control que se reserven las Cortes 
Generales o las correspondientes Asambleas legislativas.

Articulo 60. ■
Cuando una Entidad local incumpliera las obligaciones impues­

tas d’rectamente por la Ley de forma que taLincumphmiento 
afectara al ejercicio de competencias de la Administración del 
Estado o de la Comunidad Autónoma, y cuya cobertura económica 
estuviere legalmente o presupuestariamente garantizada, una u 
otra, según su respectivo ámbito competencia!, deberá recordarle su 
cumplimiento concediendo al efecto el plazo que fuere necesario. 
Si, transcurrido dicho plazo, nunca inferior a un mes. el incumpli­
miento persistiera, se procederá a adoptar las medidas necesarias 
para el cumplimiento de la obligación a costa y en sustitución de 
la Entidad local.

Artículo 61.
1. El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conoci­

miento del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma 
correspondiente o a solicitud de éste y. un todo caso, previo 
acuerdo favorable del Senado, podrá proceder, mediante Real 
Decreto, a la disolución de los órganos de las Corporaciones 
Locales en el supuesto de gestión gravemente dañosa para los 
intereses generales que suponga el incumplimiento de sus obligacio­
nes constitucionales.

■ 2. Acordada la disolución, será de aplicación la legislación 
electoral general en relación a la convocatoria de elecciones 
parciales y a la provisional administración ordinaria de la Corpora­
ción. •

Articulo 62.
En aquellos casos en que la naturaleza de la actividad de que se 

trate haga muv dificil o inconveniente una asignación diferenciada 
y distinta de facultades decisorias en la materia, las Leyes regulado­
ras de la acción pública en relación con la misma asegurarán, en 
todo caso, a las Entidades locales su participación o integiación en 
actuaciones o procedimientos conjuntamente con la Administra­
ción del Estado y/o con la de la Comenidad Autónoma correspon­
diente. atribuvéndole a una de éstas la decisión final.

En ningún caso estas técnicas podrán afectar a la potestad de 
autoorganizacion de los servicios que corresponde a la Entidad 
local.

CAPITULO HI

Impugnación de actos y acuerdos y ejercicio de acciones

Articulo 63.
I. Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del 

proceso contencioso-administrativo podrán impugnar los actos y 
acuerdos de las Entidades locales que incurran en infracción del 
ordenamiento jurídico:

a) La Administración del Estado y la de las Comunidades 
Autónomas, tn los casos y términos previstos en este capitulo.

b) Los miembros de las corporaciones que hubieran v otado en 
contra de tales actos y acuerdos.

2. Están igualmente legitimadas en todo caso las Entidades 
locales territoriales para la impugnación de las disposiciones y actos 
de las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autóno­
mas que lesionen su autonomía, tal como esta resulta garantizada 
por la Constitución y esta Ley.

3. Asimismo, las Entidades locales territoriales estarán legiti­
madas para promover, en los términos del artículo 119 de esta Ley. 
la impugnación ante el Tribunal Constitucional de leyes del Estado 
o de las Comunidades Autónomas cuando se estime que son éstas 
las que lesionan la autonomia constitucionalmente garanti­
zada. .

Articulo 64.
La Administración del Estado y la de las Comunidades Autóno­

mas pueden solicitar ampliación de la información a que se refiere 
el número 1 del articulo 56 que deberá remitirse en el plazo 
máximo de veinte dias hábiles. En tales casos se interrumpe el 
cómputo del plazo a que se refiere el número 2 del articulo 
siguiente.

Articulo 65.
1. Cuando la Administración del Estado o la de las Comuni­

dades Autónomas considere, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local 
infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando 
expresamente el presente articulo, para que anule dicho acto o 
acuerdo.

2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la norma­
tiva que se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de quince 
días hábiles a partir de la recepción de la comunicación del 
acuerdo.

3. La Administración del Estado o. en su caso, la de la 
Comunidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa bien directamente, una vez 
recibida la comunicación del mismo, q bien una vez transcurrido 
el plazo señalado en el requerimiento dirigido a la Entidad loca!, si 
se hubiera optado por hacer uso de la posibilidad contemplada en 
los dos números anteriores.

Artículo 66.
Los actos y acuerdos de, las Entidades locales que menoscaben 

competencias del Estado o de las Comunidades 'Autónomas, 
interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de dichas 
Entidades, podrán ser impugnados directamente, sin necesidad de 
previo requenmiento. ante la jurisdicción contencioso-administra- 
tiva. por la Administración del Estado o de la correspondiente 
Comunidad en el plazo señalado por el numero 2 del articulo 
antenor.

La impugnación deberá precisar la lesión o. en su caso, 
extralimitación competencia! que la motiva y las normas legales 
vulneradas en que se funda. En el caso de que. además, contuviera 
petición expresa de suspensión del acto o acuerdo impugnado, 
razonada en la integridad y efectividad del interés general o 
comunitario afectado, el Tribunal, si la estima fundada, acordará 
dicha suspensión en el primer trámite subsiguiente a ¡a presenta­
ción de la" impugnación. No obstante, a instancia de la Entidad 
local y oyendo a la Administración demandada, podrá alzar en 
cualquier momento, en todo o en parte, la suspensión decretada, en 
caso de que de ella hubiera de derivarse perjuicio al ínteres local aó 
justificado por las exigencias del interés general o comunitario 
hecho valer en la impugnación.

Articulo 67.
Si una Entidad local adoptara actos o acuerdos que atenten 

gravemente el interés genera! de España, el Delegado del Gobierno, 
previo requenmiento al Presidente de la Corporación y en el caso 
de no ser atendido, podrá suspenderlos y adoptar las medidas 
pertinentes a la protección de dicho interés, debiendo impugnarlos 
en él plazo de diez días desde la suspensión ante la jurisdicción 
con teñe ioso-ad m i ni si ra i i v a.

Articulo 68.
1. Las Entidades locales tienen la obligación de ejercer las 

acciones necesarias para la defensa de sus bienes y derechos.
2. Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus 

derechos civiles y politices podrá requerir su ejercicio a la Entidad 
interesada. Este requerimiento, del que se dará conocimiento 3 
quienes pudiesen resultar afectados fior las correspondientes accio­
nes, suspenderá el plazo para el ejercicio de las mismas por un 
término de treinta días hábiles.
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3. Si en el plazo de esos treinta dias la entidad no acordara el 
ejercicio de las acciones solicitadas, los vecinos podrán ejercitar 
dicha acción en nombre e interés de la Entidad local.
. 4l prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser 
reembclsado por la Entidad de las costas procesales \ a la 
^gíídol7aCI°n dC CuanlOS ddhos > Perjuicios se le hubieran

CAPITULO IV

_ Información y participación ciudadanas
Aru'culo 69. ■

I . Las Corporaciones locales facilitarán la más amplia infor­
mación sobre su actividad y la participación de lodos los ciudada­
nos en Ja vida local.

2 Las formas, medio y procedimientos de participación que 
as C nrporactones establezcan en ejercicio de su potestad de 

adtoorgamzacion no podrán en ningún caso menoscabar las facul- 
reglados ^‘rT^ COrreSponden a los representa.,vos

1 Las sesiones del Pleno de las Corporaciones locales son 
publicas So obstante.podrán ser secretos el debate x votación de 
a.¡u<i os asuntos que puedan afcciar al derecho fundamental de los 
ciucadanos a que se refiere el articuló 18.1 de la Constitución 
cuanoo asi se acuerde por mayoría absoluta.

.V- son publicas las sesiones de las C omisiones de Gobierno.
- Los acuerdos que adopten las Corporaciones locales se 

publican o notifican en la forma pre\ isla por la Les. Las Ordenan- 
H S »2i'y^r3- V01^3.5 dc lus Pk,nes urbanisneos. se publican en 
ti «boletín Oficial» de la proxinca y no entran en vigor hasta que 
se haya publicado completamente su texto x hava transcurrido el 
plazo pretirió en el articulo 65.2. Idéntica regla es de aplicación j 
ios presupuestos, en los términos del articulo 112. 3. de esta Le\

-v Toaos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias \ 
certificaciones acreditativas de los acuerdos dc las Corporaciones 
locales y sus antecedentes, asi como a consultar los archnos \ 
registros en los términos que disponga la legislación de desarrolló 
Qvi arnculo 105. letra b). de la Constitución. La dencgac.cn o 
limna.ior de este derecho, en todo cuanto afecte a la segundad x 
dL.e^sa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimidad dé 
-as personas, deberá verificarse mediante resolución motivada.
Aniculu '1. - •

VX- conformidad con la legislación del Estado y de la Comuni- 
''.y'7 !‘°ma. cuando ésta tenga competencia esiaiutanamente 

..JJ ; 1 3 °‘ os Acaldes, previo acuerdo por maxoria 
absu-uu. del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación 
Puuran someter a consulta popular aquellos asuntos de la compe­
tencia propy municipal y de carácter loca! que sean de especial 
•xkx dr.ci.. para los intereses de los xecinos. con excepción de los 
■ elanx-Qs a la Hacienda Local.
bik -df. '*2.

Las Corporaciones locales favorecen el desarrollo de las asocia- 
iones para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los 
temes, les facilitan la más amplia información sobre susactixida- 

«p y. dentro de sus posibilidades, el uso de los medios públicos x
3 as a>udas económicas para la realización dc sus 

diiixidades e impulsan su participación en la gestión de la 
corporación en los términos del numero 2 del artículo 69 A tales 
c-eiu.s pueden ser declaradas dc utilidad pública.

CAPITULO V
Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

■1'7/( Z¿/<) 7_<
c .a 1 ’ determinación del número de miembros de las Corpora- 

•ones locales, el procedimiento para su elección, la duración de su 
''andato y los supuestos de inclegibilidad e incompatibilidad se 
egularan en la legislación electoral.

GiifC.. L°s m,cm.bros de las Corporaciones locales gozan, "una vez 
dici omen Presión de su cargo, de los honores, prerrogatisas v 
FvJDpropios del mismo que se establezcan por la Le\ del 
cum^? ° de las Comunidades Autónomas y están obligados a! 
aque? Imienl° eslnct0 de los deberes y obligaciones inherentes a

~4
shhL miembros de las Corporaciones locales quedan en 

uacion de servicios especiales en los siguientes supuestos:

a) Cuando sean funcionarios dc la propia ( orporacion para la 
que han sido elegidos.

b) C uando sean funcionarios dc carrera dc otras Administra­
ciones públicas x desempeñen en la Corporación para la que han 
sido elegidos un cargo retribuido y de dedicación exclusiva.

En ambos supuestos, las Corporaciones afectadas abonarán las 
cotizaciones de las mutualidades obligatorias correspondientes para 
aquellos funcionarios que dejen de prestar el serx icio que motivaba 
su pertenencia a ellas, extendiéndose a las cuotas dc clases pasivas.

-. Para el personal laboral rigen idénticas reglas, de acuerdo 
con lo previsto en su legislación específica.

3. Los miembros de las Corporaciones locales que no tengan 
dedicación exclusixa en dicha condición tendrán garantizada, 
durante el periodo de su mandato, la permanencia en el centro o 
centros de trabajo públicos o privados en el que estuvieran 
prestando serx icios en el momento de la elección, sin que puedan 
ser trasladados u obligados a concursar a otras plazas xacames en 
distintos lugares.
Articufo 75.

L Los miembros de las Corporaciones locales percibirán 
retribuciones por el ejercicio de sus cargos, cuando los desempeñen 
con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el 
Régimen General de la Segundad Social, asumiendo las Corpora­
ciones el pago de las cuotas empresariales que corresponda, salxo 
lo dispuesto en el articulo anterior.

En el supuesto dc tales retribuciones, su percepción será • 
incompatible con -a dc cualquier otra retribución con cargo a los 
Presupuestos de las Administraciones Publicas x de los Entes. 
Organismos y Empresas de ellas dependientes.

2 Los miembros de las Corporaciones locales podran percibir 
indemnizaciones en la cuantía x condiciones que acuerde el Pleno 
de la Corporación.

3. Las Corporaciones locales consignarán en sus Presupuestos 
las retribuciones c indemnizaciones a que se hace refencia en los 
dos números anteriores, dentro de los limites que con carácter 
general se establecen.

4. A efectos dc lo dispuesto en el articulo 37.3.d) del Estatuto 
de los Trabajadores y en el articulo 30.2 de la Ley 30/1984. se 
entiende por tiempo indispensable para el desempeño del cargo 
electivo de una Corporación Local, el necesario para la asistencia 
a las sesiones del Pleno dc la Corporación o de las Comisiones y 
atención a las Delegaciones de que forme parte o que desempeñé 
el interesado. ■ t

5. Todos los miembros de 1as Corporaciones locales están 
obligados a formular, antes de la toma de posesión y cuando se 
produzcan variaciones a lo largo del mandato, declaración de sus 
bienes y de las actix idades privadas que les proporcionen o puedan 
proporcionar ingresos economices o afecten al ámbito de compe­
tencias de la Corporación. Tales declaraciones se inscribirán en un 
Registro dc intereses constituido en cada Corporción Local.
Articulo 76.

Sin perjuicio dc las causas de incompatibilidad establecidas por 
la Ley. los miembros de las Corporaciones locales deberán abste­
nerse de participar en la deliberación, votación, decisión y ejecu­
ción de todo asunto, cuando concurra alguna de las causas a que 
se refiere la legislación de procedimiento administrativo y contra­
tos de las Administraciones Públicas. La actuación de los 
miembros en que concurran tales motixos implicara, cuando hava 
sido determinante, la invalidez de los actos en que basan inter­
venido. '
Artículo 77.

Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen dere­
cho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de 
Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren en 
poder de ios serx icios de la Corporación v resulten precisos para el 
desarrollo de su función.
Articulo 78. .

I. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a 
responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones realizados 
en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante 
los Inbunales de Justicia competentes y se tramitarán por el 
procedimiento ordinario aplicable.

2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones 
Acales los miembros de las mismas que los hubiesen votado 
favorablemente.

3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad 
de sus miembros cuando por dolo o culpa grave, hayan causado 
daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen 
sido indemnizados por aquélla.

4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancio­
nar con multa a los miembros de las mismas, por la falta no •
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j^siificada ae a^tcncia a !as sesiones u ¡ncumphmici.to reiicrado ¡ 
de sus obligaciones, en los íérmmos que determine la Lev de la 
Comunidad Xutónoma y. supletoriamente, la del Estado. "

TITULO VI
Bienes, act ividades y ser vicios, y cont r at ación

CAPITULO PRIMERO

Bienes
Arikuiq 79.

L El patrimonio de las Entidades locales está constituido por 
.el conjunto de bienes, derechos y acciones que les pertenezcan.

_ Los bienes de las Entidades locales son de dominio pública 1 
o patrimoniales.

3. Son bienes de dominio público ios destinados a un uso o I 
servicio público. Tienen ¡a consideración de comunales aquellos 1 
cuyo aprovechamiento corresponda al común de los \ecinos.
Xrlkulu bu.

■ 1. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público 
son inalienables, inembargables e imprescriptibles v no están 
sujetos a tributo alguno. '

2. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación especifi­
ca y. en su delecto, por las normas de Derecho privado.
Iniculo -SI.

I - La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las 
Entidades locales requiere expediente en el que se acrediten su 
oportunidad y legalidad.

2. So obstante, la alteración se produce automáticamente en 
los siguientes supuestos:

a) Aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana 
y de los provectos de obras y servicios.

, b) Adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco 
años a un uso o servicio públicos.
Irtículo 82.

Las Entidades locales gozan, respecto de sus bienes, de las 
siguientes prerrogativas:

a) La de recuperar por si mismas su posesión en cualquier 
momento cuando se trate de los de dominio publico v en el plazo 
de un ano. Jos patrimoniales. " .

b) La de deslinde, que se ajustara a lo dispuesto en la 
legislación del Patrimonio del Estado y. en su caso en la legislación 
de los montes.
b i ¡culo 83

Los montes vecinales en mano común se reeulan por su 
legislación espec 111 ca.

( APITULO II

Actividades y servicios
b ticulo sv

I. Las ( orporaciones locales podran intervenir la actividad de 
los ciudadanos a través de los siguientes medios:

a) Ordenanzas y bandos.
h) .Sometimiento a previa licencia v otros actos de control 

preventiv o.
c) (Jrdcncs individuales constitutivas de mandato para la 

ejecución de un acto o la prohibición del mismo. ’
2. La activ idad de intervención se ajustará, en todo caso, a los 

principios de igualdad de trato, congruencia con los motivos v fines 
lustihcauv os y respeto a la libertad individual.
btículu ó?.-

I. Son sen ipios públicos locales cuantos tienden a la consecu­
ción de ios fines señalados como de la competencia de las 
Entidades locales.

Los serv icios públicos locales pueden gestionarse de forma 
directa o indirecta. En ningún caso podrán prestarse por gestión 
indirecta los servicios públicos que impliquen ejercicio de autori­
dad.

3. La gestión directa adojnará alguna de las siguientes formas:
a) Gestión por la propia Entidad local.
b) Organismo autónomo local.
c) Sociedad mercantil, cuyo capital social pertenezca integra­

mente a la Entidad local.

4. La gestión indirecta adoptará alguna de las siguientes 
formasi

a) Concesión.
b) Gestión interesada. • •
c) Concierto.

. d) Arrendamiento.
e) Sociedad mercantil y cooperativas Icgalmcnte constituidas 

cuyo capital social sólo parcialmente pertenezca a la Entidad local. 
Articulo 86.

I. Las Entidades locales, mediante expediente acreditativo de 
la conveniencia y oportunidad de la medida, podran ejercer la 
iniciativa pública para el ejercicio de actividades económicas 
conforme al articulo 128.2 de la Constitución.

2. Cuando el ejercicio de la actividad se haga en réeimen de 
hbre concurrencia, la aprobación definitiva corresponderá al Pleno 
de la Corporación, que determinará la forma concreta de gestión 
del servicio.

3. Se declara la reserva en favor de la Entidades locales de las 
siguientes actividades o servicios esenciales: Abastecimiento y 
depuración de aguas: recogida, tratamiento y aprovechamiento de 
residuos, suministro de gas y calefacción: mataderos, mercados v 
lonjas centrales: transporte publico de viajeros: servicios mortuo- 
nos. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, podrán establecer, mediante Lev. idénti­
ca reserva para otras actividades y servicios.

La efectiva ejecución de estás actividades en régimen de 
• monopolio requiere, además de lo dispuesto en el numero 2 de este 

articulo, la aprobación por el órgano de gobierno de la Comunidad 
Autónoma.

Artículo 87.
Las Entidades locales pueden constituir consorcios con otras 

Administraciones públicas para fines de interés común o con 
Entidades privadas sin ámbito de lucro que persigan fines de 
interés publico, concurrentes con los de las Administraciones 
públicas.

CAPITULO III

Contratación
A ráculo 88.

Sm perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5. apartado Ck la 
contratación de las Corporaciones locales se ajustará a las siguien­
tes peculiaridades:

I. La competencia para contratar de los distintos óreanos se 
regirá por lo dispuesto en la presente Lev y en la legislación de las 
Comunidades Autónomas sobre régimen local.

2. Los supuestos de incapacidad e incompatibilidad para 
contratar con las Entidades locales se determinarán por la legisla­
ción básica del Estado.

3. Por razón de la cuantía, la contratación directa sv’o pod'a 
acordarse en los contratos de obras, ser.icios y suministros . jando 
no excedan del 5 por 100 de los recursos ordinarios de! Presupues­
to. En ningún caso podrá superarse el limite establecido para la 
contraiacion directa en las normas básicas* aplicables a t- oas lav 
Administraciones Publicas.

4. Las fianzas deberán depositarse en la Caja de la Comora- 
ción contratante.

TÍTULO Vil

Per sonal al  ser vicio de l as Ent idades l oe xl f s

CAPITULO PRIMERO

Disposiciones generales
Artículo 89.

El personal al servicio de las Entidades locales estará integrado 
por funcionanos de carrera, contratados en régimen de derecho 
laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o 
asesoramiento especial.

Articulo 90.
1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, 

a través del Presupuesto, la plantilla, que deberá comprender todos 
los puestos de trabajo reservados a funcionanos. personal laboral v 
eventual. '

Las plantillas deberán responder a los principios de racionali­
dad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo con la 
ordenación general de la economia. sin que los gastos de personal 
puedan rebasar los limites que se fijen con carácter general.
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2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los 
puestos de trabajo existentes en su organización, en los términos 
previstos en la legislación básica sobre función pública.

Corresponde al Estado establecer las normas con arreglo a las 
cuales bajan de confeccionarse las relaciónesele puesto de trabajo, 
la descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones 
requeridas para su creación, asi como las normas básicas de la 
carrera- administrativa, especialmente por lo que se refiere a la 
promoción de los funcionarios a niveles y grupos superiores.

3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de perso­
nal. coordinados con los de las demás Administraciones públicas, 
según las normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en 
tal Registro determinarán las nóminas, a efectos de la debida 
justificación de todas las retribuciones.
Articulo 91.

1. Las Corporaciones locales formularán públicamente su 
ofena de empleo, ajustándose a los criterios fijados en la normativa 
básica estatal.

2. La selección de todo el personal, sea funcionano o laboral, 
debe realizarse de acuerdo con la oferta de empleo público, 
mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso- 
oposición o concurso-oposición libre en los que se garanticen, en 
todo caso, los principios constitucionales de igualdad, méritos y 
capacidad, asi como el de publicidad.

CAPITULO II
Disposiciones comunes a los funcionarios 

de carrera
Articulo 92

1. Los iuncionarios al servicio de la Administración local se 
rigen, en lo no dispuesto por esta Ley. por la legración del Estado 
Ido i it ¿C,om.un'dades Autónomas en los términos del articulo 
149.1.18. de la Constitución.

2. Son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda reserva­
do exclusivamente a personal sujeto al Estatuto funcionanal las 
que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe pública v asesora- 
miento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la ’ 
gestión economico-financiera y presupuestaria, las de conubilidad 
y tesorena y. en general, aquellas que. en desarrollo de la presente 
Ley. se reserven a los funcionarios para la mejor garantía de la 
función imParcia**dad e independencia en el ejercicio de la

3 Son funciones públicas necesarias en todas las Corporacio­
nes locales. cuya responsabilidad administrativa está resenada a 
tuncionar.os con habilitación de carácter nacional:

a) La de Secretaria, comprensiva de la fe pública v el asesora- 
miento legal preceptivo. ■

b) El control y la fiscalización interna de la gesuón económi- 
co-imanciera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería v recau- 
uacion.

4. La responsabilidad administrativa de las funciones de 
contabilidad, tesorería y recaudación podrá ser atribuida a miem- 
oros de la Corporación o funcionanos sin habilitación de carácter 
nacional, en aquellos supuestos excepcionales en que asi se deter­
mine por la legislación del Estado.

Articulo 93
1. Las retribuciones básicas de los funcionarios locales ten- 

aran la misma estructura e idéntica cuantía que las establecidas con 
carácter general para toda la función pública.

2. Las retribuciones complementanas se atendrán, asimismo, 
a la estructura y criterios de valoración objetiva de las del resto de 
ios funcionarios públicos. Su cuantía global será fijada por el Pleno 
ue la Corporación dentro.de los limites máximos y mínimos que 
se señalen por el Estado.

3. Las Corporaciones locales reflejarán anualmente en sus 
Presupuestos la cuantía de las retribuciones de sus funcionarios en 
'os términos previstos en la legislación básica sobre función 
Publica.

Articulo 94.
Inr.? JOmada de lra^aJ° de los funcionarios de la Administración 

ai sera en cómputo anual la misma que se fije para los
•uncionanos de la Administración Civil del Estado. . -

be les aplicarán las mismas normas sobre equivalencia v 
Aducción de jornada. '
Artículo 95.
cin^2 parUc*Pac*ón de'los funcionarios, a través de sus organiza- 

°nes sindicales, en la determinación de sus condiciones de 

empleo, será la establecida con carácter general para todas las 
Administraciones publicas en el Estatuto básico de la función 
pública.

Anículo 96.
El Instituto de Estudios de Administración Loca! desarrollará 

cursos de perfeccionamiento, especialización v promoción para los 
hincionanos al servicio de las Entidades locales, v colaborara en 
dichas ninciones con los Instituos o Escuelas de funcionarios de las 
Comunidades Autónomas, asi como con las instituciones de este 
tipo que acuerden constituir las propias Corporaciones.
Artículo 97.

Los anuncios de convocatorias de pruebas de acceso a la 
función pública local > de concursos para la provisión de puestos 
de trabajo deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado».

Las bases se publicaran en el «Boletin Oficial de la Provincia», 
salvo las relativas a las convocatorias de pruebas selectivas para la 
obtención de la habilitación de carácter nacional, que se publicaran 
en el «Boletín Oficial del Estado».

CAPITULO ¡11
Selección y formación de los funcionarios con habilitación de 

carácter nacional y sistema de promisión de plazas
Articulo 98.

I. La selección, formación y habilitación de los funcionarios a 
que se refiere el número 3 del artículo 92 corresponde al Instituto 
de Estudios de Admnimstración Local, conforme a las bases > 
programas aprobados reglamentariamente.

Podrá descentralizarse terniorialmente la realización de las 
pruebas de selección para el acceso a los cursos de formación en 
relación con las Corporacrones de determinado m\cl de población 
en lositérminos que establezca la Administración del Estado.

El Instituto de Estudios de Administración Local deberá enco­
mendar mediante convenio, a los Institutos o Escuelas de funcio­
narios de las Comunidades Autónomas que así lo soliciten, la 
formación, por delegación, de ios funcionarios que deben obtener 
una habilitación de carácter nacional.

2. Quienes hayan obtenido la habilitación a que se refiere el 
numero anterior ingresarán en la Función Pública Local y estarán 
legitimados para participar en los concursos de méritos convocados 
para la provisión de las plazas o puestos de trabaio reservados a 
estos funcionarios en las plantillas de cada Entidad local.

Artículo 99
1. La Administración del Estado establece las normas básicas 

de los concursos para la provisión de plazas reservadas a funciona­
rios con habilitación de carácter nacional, con inclusión de los 
méntos generales de preceptiva valoración en lodo caso, cuja 
puntuación alcanzara el 75 por 100 del total posible conforme a! 
baremo correspondiente. No rige esta limitación cuando la Corpo­
ración local interesada no establezca méritos específicos en razón 
a las características locales.
u u2; Las vacantes de Plazas correspondientes a funcionarios con 
habilitación de carácter nacional serán cubiertas mediante concur­
sos anuales. Estos concursos serán convocados simultáneamente . 
por las Administraciones de las Comunidades Autónomas. La 
Administración del Estado procederá supletoriamente a las convo­
catorias que no se realicen según lo previsto en esta Ley por las 
C omunidades Autónomas y. en todo caso, ordenará la publicación 
de todas ellas en el «Boletin Oficial del Estado».

A este efecto, las Entidades locales deberán remitir, anualmente 
a las Administraciones del Estado y a las de las Comunidades 
Autónomas relación exhaustiva de las plazas o puestos de trabajo 
reservados en sus plantillas a funcionarios con habilitación nacio­
nal que estén vacantes, asi como, en su caso y para cada tipo de 
plaza o puesto de trabajo, las bases aprobadas que deban regir los 
concursos para su promisión, incluidos ¡os correspondientes a 
haremos de méritos específicos fijados por dichas Corporaciones. 
La Administración del Estado determinará ¡a fecha de convocatoria 
anual de los concursos para todas las plazas vacantes.

En los concursos, la Administración del Estado recibirá las 
solicitudes correspondientes y las remitirá a las Entidades locales 
interesadas. ■

3. Cada Corporación local, previa evaluación de ¡os candida­
tos por un Tribunal nombrado en el seno de la Corporación en ia 
forma prevenida en las bases del concurso, formulará a ¡a Adminis­
tración del Estado la correspondiente propuesta de nombramiento 
que incluirá los nombres por el orden de caJificación obtenida.

La Administración de! Estado procederá al nombramiento del 
candidato con mejor calificación, según el orden de preferencia oue 
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hubiera previamente manifestado, cuando hubiera solicitado más 
de una plaza.

4. La toma de posesión determina la adquisición de los 
derechos y deberes funcionariales inherentes a la situación en 
activo, pasando a depender el funcionario de la correspondiente 
Corporación sin perjuicio de ja facultad disciplinaria de destitución 
del cargo y de separación definitiva del servicio que queda 
reservada en todo caso a la Administración del Estado. .

5. En todo caso, en esta última Administración se llevará un 
Registro relativo a los funcionarios locales con habilitación nacio­
nal, en el que deberán inscribirse, para su efectividad, todas las 
incidencias v. situaciones de dichos funcionarios.

CAPITULO IV

Selección de los restantes funcionarios y reglas 
sobre provisión de puestos de trabajo

Articulo 100.
1. Es de competencia de cada Corporación local la selección 

de los funcionarios no comprendidos en el numero 3 del ar­
tículo 92.

2. Corresponde, no obstante, a la Administración del Estado, 
establecer reglamentariamente:

a) Las reglas básicas y los programas mínimos a que debe 
ajustarse el procedimiento de selección y formación de tales 
funcionarios.

b) Los títulos académicos requeridos para tomar parte en las 
pruebas selectiv as. asi como los diplomas expedidos por el Instituto 
de Estudios de Administración Local o por 1os Institutos o Escuelas 
de funcionarios establecidos por las Comunidades Autónomas, 
complementarios de los títulos académicos, que puedan exigirse 
para participar en las mismas. " •

Articulo 101.
Los puestos de trabajo vacantes que deban ser cubiertos por los 

funcionarios a que se refiere el articulo anterior se proveerán por 
concurso de méritos entre funcionanos que pertenezcan a cualquie­
ra de las Administraciones públicas: no obstante, aquellos puestos 
en que asi esté establecido en la relación de puestos de trabajo 
podrán ser provistos mediante líbre designación en convocatoria 
pública, asimismo entre funcionarios.

Serán de aplicación, en lodo caso, tas normas que regulen estos 
procedimientos en todas las Administracipnes publicas.

Articulo 102. "
1. Las pruebas de selección y los concursos para la provisión 

de puestos de trabajo, a que se refiere el presente capitulo, se 
regirán por las bases que apruebe el Pleno de la Corporación.

2. En las pruebas selectivas, el Tribunal u organo similar 
elevará la correspondiente relación de aprobados a la autoridad 
competente para hacer el nombramiento. Y los concursos para la 
provisión de puestos de trabajo serán resueltos, moto adámente, 
por el Pleno de la Corporación previa propuesta del Tribunal u 
organo similar designado al efecto.

CAPITULO V

Del personal laboral y eventual

Articulo 103. .
El personal laboral sera seleccionado por la propia Corporación 

ateniéndose, en lodo caso, a lo dispuesto en el articulo 91 y con el 
máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de 
cuantos reunan los requisitos exigidos.

- Anícuh) 104
1. El numero, características y retribuciones del personal 

eventual sera determinado por el Pleno de cada Corporación, al 
comienzo de su mandato. Estas determinaciones sólo podrán 
modificarse con motivo de la aprobación de los presupuestos 
anuales.

2. El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y 
corresponde al Alcalde o al Presidente de la Entidad local corres­
pondiente. Cesan automáticamente en todo caso cuando se produz­
ca el cese o expire el mandato de la autoridad a la que preste su 
función de confianza o asesoramiento.-

3. Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen 
de sús retribuciones y su dedicación se publicarán en el «Boletín 
Oficial» de la Provincia y. en su caso, en el propio de la 
Corporación. •

TITULO VIII
Haciendas Local es 

Articulo 105.
I. De conformidad con la legislación prevista en el articulo 

quinto, se dotará a das Haciendas locales de recursos suficientes 
para el cumplimiento de los fines de las Entidades locales.

2. Las Haciendas locales se nutren, además de tributos propios 
y de las participaciones reconocidas en los del Estado y en los de 
las Comunidades Autónomas, de aquellos otros recursos que prevé 
la Ley. H p

Articulo 106.
, 1. Las Entidades locales tendrán autonomía para establecer v 

exigir tributos de acuerdo con lo previsto en la legislación del 
Estado reguladora de las Haciendas locales y en las Leyes que 
dicten las Comunidades Autónomas en los supuestos expresamente 
previstos en aquélla.

2. La potestad reglamentaria de las Entidades locales en 
materia tributaria se ejercerá a través de Ordenanzas fiscales 
reguladoras de sus tributos propios y de Ordenanzas generales de 
gestión, recaudación e inspección. Las Corporaciones locales pu­
dran emanar disposiciones interpretativas y aclaratorias de las 
mismas.

3. Es competencia de las Entidades locales la gestión, recauda­
ción e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de las 
delegaciones que puedan otorgara favor de las Entidades locales de 
ámbito superior o de las respectivas Comunidades Autónomas, v 
de las fórmulas de colaboración con otras Entidades locales, con las 
Comunidades Autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que 
establezca la legislación del Estado.

Artículo 107. .

. 1. Las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locaies 
entrarán en vigor simultáneamente con el presupuesto del ejercicio 
económico siguiente a la aprobación de aquéllas, salvo que en ellas 
mismas se prevea otra fecha.

2. Las Ordenanzas fiscales obligan en el territorio de la 
respectiva Entidad local y se aplican conforme a los principios de 
residencia efectiva y de territorialidad, según los casos.

Articulo 108.
Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos 

locales podrá formularse, ante el mismo órgano que los dicto, el 
correspondiente recurso de reposición: contra la denegación expre­
sa o tácita de dicho recurso, los interesados podrán interponer 
directamente recurso contenciosoadministrativo.

Articulo 109.
La extinción total o parcial de las deudas que el Estado, las 

( omunidades Autónomas, los Organismos autónomos, la Seguri­
dad Social y cualesquiera otras Entidades de derecho público 
tengan con las Entidades locales, o viceversa, podra acordarse por 
vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas liquidas । y exigióles.

i Artículo 110.
: 1 Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de 
¡ nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados en vía 

de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con el procedimien­
to establecido en los artículos 153 y 154 de la Lev General 

i Tributaria. '
2. En los demás casos, las Entidades locales no podrán anular 

sus propios actos declarativos de derechos, y su revisión requerirá 
la previa declaración de lesividad para el interés público y su 
impugnación en via contencioso-administrativa. con arregio a la 
Ley de dicha jurisdicción.

Articulo 111.
Los acuerdos de imposición de tributos y de aprobación y 

modificación de las Ordenanzas fiscales serán aprobados y publica­
dos de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 49 v 70'2 de esta 
Ley. "

Articulo 1.12.
•I. Las Entidades locales aprueban anualmente un presupuesto 

único que constituye la expresión cifrada; conjunta y sistemática de 
las obligaciones que. como máximo, pueden reconocer, y de los 
derechos con vencimiento o que se prevean realizar durante el 
correspondiente ejercicio económico. El presupuesto coincide con 
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e! año natural y está integrado por el de la propia Entidad y los de 
todos ¡os Organismos y Empresas locales con personalidad juridica 
propia dependientes de aquélla. .

-2. La Administración del Estado determinará con carácter 
general la estructura de los presupuestos de las Entidades locales.

3. Aprobado inicialmente el presupuesto, se expondrá al 
pubnco durante el plazo que señale la legislación del Estado 
reguladora de las Haciendas locales, con objeto de que los interesa­
dos puedan interponer reclamaciones frente al mismo. Una vez 
resueltas las que se hayan presentado, en los términos que prevea 
la L^y el presupuesto definitivamente aprobado será insertado en 
e «Bjieiin Oficial» de la Corporación, si lo tuviera, y resumido en 
el de la Provincia.

4. La aprobación.definitiva del presupuesto por el Pleno de la 
( orperación habrá de realizarse antes del 31 de diciembre del año 
anterior al dei ejercicio en que deba aplicarse.

5. Si el presupuesto no fuera aprobado antes del primer día del 
ejerc.cio económico correspondiente, quedará automáticamcnh 
pi irrogada la vigencia del anterior.
.J'i.'i uro 113.

• Contra los actos que pongan fin a las reclamaciones 
• i.t t  ufadas en relación con los acuerdos de las Corporaciones en 

ma-e-'a de presupuestos, imposición, aplicación \ efectividad de 
tributos o aprobación \ modificación de Ordcnanazas fiscales, los 
imoresados podran interponer directamente el recurso contencioso- 
aamimstrati <o.

2. L I Tribunal de C uentas deberá en lodo caso emitir informe 
cuerda la impugnación afecte o se refiera a la niseiacion presu­
puestaria.

v La interposición del recurso previsto en el párrafo primero 
y de las reclamaciones establecidas en los artículos 49. 108 y 112. 
numero 3. no Suspenderá por si sola la efectividad del acto "o 
amvrdc: impugnado.

• írz. 114.
Las Lntidades locales quedan sometidas al régimen de contabili­

dad pública. La Administración del Estado establecerá, con carácter 
general, el plan de cuentas de las Entidades locales.
-Amuí-I.. 11?.

La fiscalización externa de las cuentas y de la gestión económica 
Ce las Erfidados kxales corresponde al Tribunal de Cuentas, con c! 
alcance y condiciones que establece la Ley Orgánica que lo regula, 
y s n perjuicio de los supuestos de delegación previstos en la 
misma.

-Anicuh, 116.

Las cuentas anuales se someterán antes del 1 de junio a informe 
ae la Comisión Especial de Cuentas de la Entidad local, la cual 
est. a constituida por miembros de los distintos grupos políticos 
integrantes de la Corporación, y serán, asimismo, objeto de 
mtormación publica antes de someterse a la aprobación del-Pleno, 
a hn de que puedan formularse contra las mismas reclamaciones, 
reparos u observaciones. Todo ello sin perjuicio de que pueda 
aer^nc-arse ante el Tribunal de Cuentas la existencia de tncgulari- 
Ga^es en la gestión económica y en las cuentas aprobadas.

TITULO IX

Or ganizaciones par a l a cooper ación 
de l a Administ r ación del  Est ado con l a l ocal

■Ir;i.t.lo ir
L La Comisión Nacional de Administración local es el órgano 

> miancnte para la colaboración entre la Administración' del 
c-Siado y la Administración Local
tro a a4 Comisión es,ará formada, bajo la Presidencia del Minis- 

c ae Administración Territorial, por un número igual de repre-
*as Entidades locales y de la Administración del 

que determinará reglamentariamente el Gobierno La 
vM^nacion de ios representantes de las Entidades locales corres- 

1rnpLn4. y 0 ca5° a *a asoc*ac*ón de ámbito estatal con mayor 

a in v 4 orn's'ón se reúne pre\ la conv ocatoria de su Presidente, 
kiauva propia o a solicitud de la representación local. A sus 

non-^nCS as*sli; representantes de las Comunidades Autó- 
01014^ lacucr<*os. adoptan por consenso entre ambas representa- 
oh- '^ La voluntad de la representación de las Entidades locales se 

por mayoría absoluta de sus miembr is

Artículo 118.
1. Corresponde a la Comisión:
A) Emitir informe en los siguientes supuestos:
a) Proyectos de Ley y Reglamentos del Estado en las materias 

a que se refiere el articulo 5 de la presente Ley. en cuanto afecten 
a la Administración local.

b) Criterios para las autorizaciones de operaciones de endeu­
damiento de las Corporaciones locales.

c) Previamente y en los supuestos en que el Consejo de 
Ministros acuerde la aplicación de lo dispuesto en el articulo 61 de 
la presente Ley.

B) Efectuar propuestas y sugerencias al Gobierno en materia 
de Administración local y. en especial, sobre:

a) Atribución y delegación de competencias en favor de las 
Entidades locales.

b) Distribución de las subvenciones, créditos y transferencias 
del Estado a la Administración local.

i c) Participación de las Haciendas locales en los tributos del 
Estado.

d) Prev isiones de los Presupuestos Generales del Estado que 
afecten a las Entidades locales.

2 La Comisión, para el cumplimiento de sus funciones, puede 
requerir del Instituto de Estudios de Administración Local la 
realización de estudios y la emisión de informes.

Ariiculo 119.
La Comisión podra solicitar de los órganos constitucionalmente 

legitimados para ello la impugnación ante el Tribunal Constitucio­
nal de las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas que 
estime lesivas para la autonomía local garantizada constitucional­
mente.। Esta misma solicitud podrá realizarla la representación de las । Entidades locales en la Comisión.

I Artículo 120. . .

I i xV lnstitulo de Estudios de Administración Local, adscrito 
I a. Ministerio de Administración Territorial, es una entidad de 

derecho público, dotada de personalidad y capacidad jurídicas y 
patrimonio propios, que actúa con plena autonomía funcional para 
el cumplimiento de sus fines.

Son fines esenciales del Instituto la investigación, el estudio la 
información y la difusión sobre todas las materias que afecten a la 
Administración local, asi como la selección, formación y perfeccio­
namiento de funcionarios de las Entidades locales.

2. Son órganos de gobierno del Instituto el Director y el 
Consejo Rector. El Director asume las funciones representativas, 
ejecutivas, de programación y coordinación, asi como de dirección 
de los servicios. El Consejo Rector, al que corresponde la aproba­
ción del presupuesto, programa de actividades y Memoria anuales, 
está integrado por ei Director, que lo preside, y por ocho represen­
tantes de las Entidades locales designados por la Asociación de 
estas de ámbito estatal de mayor implantación, tres representantes 
de las Comunidades Autónomas designados por un periodo anual 
y por el orden cronológico de aprobación de los Estatutos de 
Autonomía y cinco representantes de la Administración del Estado 
designados por el Ministerio de Administración Territorial.

3. Ei Instituto, comprendido entre las Entidades a que se 
refiere el articulo 5 de la Ley de Entidades Estatales Autónomas de 
-6 de diciembre de 1958. tendrá la consideración de Organismo 
autónomo de carácter administrativo a los efectos de lo establecido 
en el articulo 4 de la Ley Genera! Presupuestaria de 4 de enero 
de 1977. •

El Reglamento de régimen interior regula su organización y 
funcionamiento, y será aprobado por el Ministerio de Administra­
ción Territorial, a propuesta del Consejo Rector.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera-1. Las competencias legislativas o de desarrollo de la 
legislación del Estado sobre régimen local asumidas, según lo 
dispuesto en sus respectivos Estatutos, por las Comunidades 
Autónomas del Prinr.pado de Asturias. Cantabria, La Rioja 
Murcia, Aragón. Castilla-La Mancha. Castilla y León. Islas Balea­
res. Extremadura y Madrid, se ejercerán, según los casos, en el 
marco de lo establecido en el articulo 13 y en el titulo IV de esta 
Ley. asi como, si procediere, en los términos y con el alcance 
previstos en los artículos 20.2. 32.2, 29 y 30 de ía misma.

2. Las funciones administrativas que la presente Ley atribuye 
a las Comunidades Autónomas se entienden transferidas a las 
mencionadas en el número anterior, que ostentarán, asimismo, 
todas aquellas otras funciones de la misma índole que les transfiera 
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la legislación estatal .que ha de dictarse conforme a lo establecido 
en la disposición final primera de la misma.

Segunda.-Las disposiciones de la presente Ley, de acuerdo con 
la Constitución y el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, se 
aplicarán en los Territorios Históricos de Alava. Guipúzcoa y 
Vizcaya, sin perjuicio de las siguientes peculiariadades:

f. De acuerdo con la disposición adicional primera de la 
Constitución y con lo dispuesto en los artículos 3, 24.2 y 37 del 
Estatuto Vasco, los Territorios Históricos de Alava. Guipúzcoa y 
Vizcaya organizarán libremente sus propias Instituciones v dicta­
ran las normas necesarias para su funcionamiento, sin que íes sean 
de aplicación las contenidas en la presente Ley en materia de 
organización provincia!.

, 2. Los Territorios Históricos de Alava. Guipúzcoa v Vizcaya 
ejercerán las competencias que les atribuyen el Estatuto Vasco y la 
legislación interna de la Comunidad Autónoma que se dicte en su 
desarrollo y aplicación, asi como las que la presente Ley asigna con 
carácter general a las Diputaciones Provinciales.

3. En el ejercicio de las competencias que el Estatuto y la 
legislación de la Comunidad Autónoma que se dicte en su 
desarrollo y aplicación les asignen, corresponde a ¡as Instituciones 
ferales de los Territorios Históricos el desarrollo normativo y 
ejecución de la legislación básica del Estado en las materias 
correspondientes, cuando asi se les atribuyan.

4. Cuando las Instituciones torales de los Territonos Histón- 
cos realicen actividades en campos cuya titularidad competencia! 
corresponde a la Administración del Estado o a ¡a Comunidad 
Autónoma, les serán de aplicación las normas de esta .Ley que 
disciplinen las relaciones de las Diputaciones Provinciales con la 
Administración del Estado y la Administración Autónoma, en su 
caso, siempre y cuando dichas actividades las ejerciten en calidad 
de Diputaciones Provinciales ordinarias, y no como Instituciones 
ferales de acuerdo con su régimen especial privativo, en cuyo caso 
solo serán de aplicación tales normas cuando desarrollen o apli­
quen la legislación básica del Estado o invadan las competencias de 
este.

5. En materia de hacienda las relaciones de los Territorios 
Históricos con la Administración del Estado se ajustarán a lo 
dispuesto en la Ley del Concierto Económico en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco.

6. Los Territorios Históricos del País Vasco continuarán 
conservando su régimen especial en materia municipal en lo que 
afecta al régimen económico-financiero en los términos de la Ley 
del Concierto Económico, sin que ello pueda significar un nivel dé 
autonomía de las Corporaciones locales vascas inferior al que 
tengan las demás Corporaciones locales, sin perjuicio de la aplica­
ción de lo dispuesto en el artículo 115 de la presente Ley y de las 
competencias que a este respecto puedan corresponder a la Comu­
nidad Autónoma.

7. De conformidad con la disposición adicional primera de la 
Constitución y los artículos 10.4 y 37 del Estatuto de Autonomía 
del País Vasco, corresponde a las Instituciones focales de los 
Territorios Históricos la facultad de convocar, exclusivamente para 
su territorio, los concursos-a que se refiere el artículo 99.2. párrafo 
primero, para las plazas vacantes en el mismo. Dichas convocato­
rias podrán publicarse además en el «Boletin Oficial» del territorio 
histórico respectivo y en el «Boletin Oficial del País Vasco».

As.mismo, de acuerdo con las disposiciones mencionadas en el 
párrafo anterior, corresponde a las Instituciones torales de los 
Temiónos Históncos la facultad prevista en el párrafo segundo del 
articulo 99.3 de nombramiento de los funcionamos a que se refiere 
el articulo 92.3.

8. El porcentaje del baremo reservado al Estado en el artícu­
lo 99.1 se establece en el 65 por 100. atribuyéndose un 10 por 100 
del total posible a la Comunidad Autónoma del País Vasco para 
que fije los méritos que correspondan al conocimiento de las 
especialidades jurídicas y económico-administrativas que se deri- 
<2n de sus derechos históricos y especialmente del Concierto 
Económico.

Dentro del 25 por 100 restante, la Corporación local interesada 
podra establecer libremente los méritos específicos que estime 
contenientes en razón a las características locales.

9. De acuerdo con lo dispuesto en el articulo 98 de la presente 
Ley. en el convenio que se establecerá entre el Instituto de Estudios 
de Administración Local (IE.AL) y el Instituto Vasco de Adminis­
tración Publica (IVAP) para la formación por este último de los 
funcionarios a que se refiere el numero 3 del articulo 92 del 
mismo texto legal, la Comunidad Autónoma del País Vasco podrá 
incluir materias o disciplinas propias de sus especificas peculiaria­
dades. con la única condición del cumplimiento de los requisitos 
mínimos de orden académico que con carácter general estén 
establecidos para las cuestiones de exigencia común en todo el 
Estado, nunca supenores a los'que rijan para el. propio Instituto de 
Estudios de Administración Local.

10. El control y la fiscalización interna de la gestión economi- 
co-financiera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería y recau­
dación- de las Diputaciones forales se organizará libremente por 
éstas en el marco del-concierto económico sin que sea de aplicación 
lo dispuesto en el artículo 92.3 de la presente Ley

Tercera.-La presente Ley regirá en Navarra en lo que no se 
oponga al régimen que para su Administración local establece el 
articulo 46 de la Ley orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. A 
estos efectos, la normativa estatal que, de acuerdo con las Leyes 
citadas en el mencionado precepto, nge en Navarra, se entenderá 
modificada por las disposiciones contenidas en la presente Ley.

De acuerdo con lo dispuesto en el número 1 del citad® artícu­
lo 46, será de aplicación a la Comunidad Foral de Navarra lo 
establecido en el número 2 de la disposición adicional primera de 
esta Ley.

Cuarta.-En el supuesto de que, en aplicación de lo previsto en 
el número 2 del artículo 42 de esta Ley, se impidiera de forma 
parcial y minoritaria la organización comarcal del conjunto del 
territorio de la Comunidad Autónoma, la Generalidad de Cataluña, 
por haber tenido aprobada en el pasado una organización comarcal 
para la totalidad de su territorio y prever su Estatuto, asimismo, 
una organización comarcal de carácter general, podrá, mediante 
Ley aprobada per mayoría absoluta de su Asamblea Legislativa, 
acordar la constitución de la comarca o las comarcas que resten 
para extender dicha organización a todo su ámbito territorial.

Quinta.-l. Las Entidades locales pueden constituir asociacio­
nes. de ámbito estatal o autonómico, para la protección y promo­
ción de sus intereses comunes, a las que se les aplicará, en defecto 
de normativa específica, la legislación del Estado en materia de 
asociacienes.

_ 2. Las asociaciones de Entidades locales se regiran por sus 
Estatutos, aprobados por los representantes de laá Entidades 
asociadas, los cuales deberán garantizar la participación de sus 
miembros en las tareas asociativas y la representatividad de sus 
órganos de gobierno.

Sexta.-l. El redimen especial del Municipio de Madrid, conte­
nido en el texto articulado aprobado por Decreto 1674/1963 de 11 
de julio, modificado por Decreto 2482/1970. de 22 de agosto, 
continuará vigente, hasta tanto se dicte la Ley prevista en e¡ 
articulo 6. de la Ley orgánica 3/1983. de 25 de febrero, del Estatuto 
de Autonomía de la Comunidad de Madrid, salvo en lo que se 
oponga, contradiga o resulte incompatible con lo establecido en la 
presente Ley. En particular, quedan expresamente derogados los 
artículos 2. . apartado c); 4.°, párrafo 2. inciso final; 11. 12. 13 y 39. 
párrafo 2, de la mencionada Ley especial, asi como todos aquellos 
que configuren un sistema de relaciones interadmimstrativas dis­
tinto al previsto en ésta Ley.

2. El régimen especial del Municipio de Barcelona, contenido 
en el texto articulado aprobado por Decreto 1166/1960. de 23 de 
mayo; el Decreto-ley 5/1974. de 24 de agosto, y el Decreto 
32.6/1974. de 28 de noviembre, de constitución y desarrollo de la 
Entidad Metropolitana de Barcelona y sus-disposiciones concor­
dantes continuaran vigentes salvo en lo que se oponga, contradiga 
o resulte incompatible con lo establecido en la presente Ley.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan derogados, en cuanto se opongan, contradigan o 
resulten incompatibles con las disposiciones de esta Ley:

a) La Ley de Régimen Local, texto articulado y refundido, 
aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955.

b) El texto articulado parcial de la Ley 41/1975, de Bases del 
Estatuto de Régimen Local, aprobado por Real Decreto 3046/19 7 7. 
de 6 de octubre. ,

c) La Ley 40/198!. de 28 de octubre, sobre Régimen Jurídico 
de las Corporaciones Locales, sin perjuicio de la vigencia transito­
ria del régimen de reclamaciones económico-administrativas en los 
términos previstos en la disposición transitoria décima.'

d) La Ley 11/1960. de 12 de mayo, por la que se crea y regula 
la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración Local.

e) Cuantas otras normas, de igual o inferior rango, incurran en 
la oposición, contradicción o incompatibilidad a que se refiere el 
párrafo inicial de esta disposición.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.-Las disposiciones que ha de refundir el Gobierno en 
uso de la autorización que le confiere la disposición final primera 
de esta Ley constituyen la legislación deLEstado transitoriamente 
aplicable en los términos de los diferentes apartados de su artícu­
lo 5, teniendo, en consecuencia, según los diversos supuestos en él 
contemplados, el carácter de normativa estatal básica o, en su caso. 
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supletoria de la que puedan ir aprobando las Comunidades 
Autónomas.

Segunda.-Hasta tanto la legislación del Estado y la de las 
Comunidades Autónomas que se dicte de conformidad con lo 
establecido en los artículos 5, apartado B), letra a); 25, apartado 2 
y 36, de esta Ley, no disponga otra cosa, los Municipios, las 
Provincias y las Islas consen arán las competencias que les atribuve 
la legislación sectorial vigente en la fecha de entrada en vigor de 
esta Ley. . 0

^Los Municipios ostentarán, además, en las materias a que se 
refiere el articulo 28 de esta Ley, cuantas competencias de ejecución 
no se encuentren conferidas por dicha legislación sectorial a otras 
Administraciones públicas.

. Terceras-Las Comisiones Permanentes municipales y las Comi­
siones de Gobierno de las Diputaciones provinciales constituidas 
con arreglo a la Ley 39/1978. de 17 de julio, de elecciones locales 
cesaran en sus funciones en el momento en que oueden designadas 
por el Presidente de la Corporación las respectivas Comisiones de 
CrODiemo, lo que habrá de hacerse en el plazo máximo de tres 
meses desde la entrada en vigor de esta Les en todos los 
Ayuntamientos y Diputaciones en que. de acuerdo con ella, la 
existencia de tal órgano resulta preceptiva.

Cuana -Los Municipios que vean afectada su organización 
actual por lo establecido en la letra a) ael numero 1 del articulo 29 
de la presente Ley, la mantendrán hasta la celebración de las 
próximas elecciones locales. •

Quinta -En el plazo de seis meses desde la entrada en v eor de 
g presente Ley. la Administración del Estado organizará el 
Registro previsto en el articulo 14. inscribiendo, en un primer 
momento, todas las Enticades locales a que se refiere esta Lev bajo 
su actual denominación. ' ‘

Sexta.-1. Dentro de los cinco meses siguientes a la entrada en 
vigor de esta Ley. el Gobierno aprobará el Reglamento de Organi­
zación y Funcionamiento de la Comisión Nacional de Administra­
ción Local.

2. Dentro del mismo plazo indicado en el número anterior, 
por el Ministro de Administración Territorial se aprobará el 
Reglamento del lnstituto.de Estudios de Administración Local.
i d .Denlro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor de 
ios Reglamentos a que se alude en los números anteriores deberán 
queaar constituidos la Comisión Nacional de Administración 
Local y el Consejo Rector del Instituto de Estudios de Administra­
ción Local de acuerdo con sus previsiones y con lo dispuesto en 
esta Ley. .

Séptima.-1. En tanto no se desarrolle lo dispuesto en esta Ley 
para les funcionarios públicos que precisen habilitación nacional, 
será de aplicación a quienes integran los actuales Cuerpos Naciona­
les de Administración Loca! el régimen estatutario vigente en todo 
aquello que sea compatible y no quede derogado por la presente 
Ley y por la legislación general del Estado en materia de Función 
rubiica. Los actuales miembros de los Cuerpos Nacionales de 
Secretarios. lnterxentorcs y Depositarios tendrán a lodos los 
efectos la habilitación de carácter nacional regulada en esta Lev.

2 Se autoriza al Gobierno para que. a iniciativa de! Ministro 
ce Administración Territorial y a propuesu del Ministro de la 
Presidencia, declare a extinguir determinados Cuerpos cuando lo 
exija el proceso general de racionalización o el debido cumplimien­
to de la presente Ley, estableciendo los cnterios. requisitos v 
condiciones para que los funcionarios de estos Cuerpos se integren 
eo otros. .

3. Los funcionarios del actual Cuerpo Nacional de Directores 
oe Bandas de Música Civiles, que queda suprimido en virtud de lo 
mspuesto en esta Ley, pasarán a formar parte de la plantilla de la 
espectiva Corporación como funcionarios propios de la misma, 

con respeto integro de sus derechos y situación juridica surgidos ai 
amparo de la legislación anterior, incluido el de traslado a otras 
corporaciones locales, para lo cual gozarán de preferencia absoluta 
en los concursos que éstas convoquen para cubn¡ plazas de esa 
naturaleza.
lora?^aVa -L P°drán celebrarse por las Administraciones 
jodies contratos de colaboración temporal en régimen de derecho 
urnm’strativo. ni renovarse los existentes.

vi»nr E? el piazo de. seis meses" a partir dc la fecha de entrada en 
a renhS i L$>'-jas. Administraciones locales procederán 
mom, la c,asllflcacion dc ,as funciones desempeñadas hasta ese 

mentó por el personal contratado admmistrajivo.
los ra clasificac,ón determinará los puestos a desempeñar, según 
tempond P°r ftjncionanos Públicos o por personal laboral fijo o
Pre^.? C1?da clasificación podrán derivarse las modificaciones 
^■vcisas en la plantilla
tad^ Todo el personal que haya prestado servicios como contra- 

o administrativo de colaboración temporal o como funcionario 
crhem i 60 lnlerino P*^^ participar en las pruebas de acceso para 
“Pnr las correspondientes plazas.

, En todo caso, estas convocatorias de acceso deberán respetar los 
cnterios de;mérito y capacidad, mediante las pruebas selectivas que 
reglamentariamente se determinen, en las que.se valorarán los 
servicios efectivos prestados por este personal

4^ Mientras existan en vigor contratos administrativos y 
nombramientos de funcionarios de empleo en cualquier Adminis­
tración Pública, éstos quedarán en suspenso durante el tiempo en 
que quienes los ocupan desempeñan en una Corporación local un 
cargo electivo retribuido y de dedicación exclusiva. Durañte los 
treinta dias siguientes al cese en estas condiciones, éstos tendrán 
derecho a reintegrarse en el puesto de-trabajo que ocupaban hasta 
la suspensión, siempre que continuaran dándose las condiciones 
legales para el restablecimiento pleno de las correspondientes 
relaciones.

Asimismo, conservarán los derechos adquiridos hasta el mo­
mento de la suspensión y se les reconocerán, a título personal, los 
que pudieran haber adquirido durante la misma por aplicación de 
disposiciones de carácter general.

Novena.-En el plazo máximo de un año desde la entrada en 
vigor de la presente Ley el Gobierno dispondrá, mediante Real 
Decreto, la disolución de la Mancomunidad de Diputaciones de 
Régimen Común, estableciendo lo necesario para la liquidación del 
patrimonio, obligaciones y personal de la misma.

Décima -1. A los acuerdos de aprobación de presupuestos y 
de Ordenanzas fiscales de imposición y ordenación de tributos 
locales, asi como a los actos de aplicación y efectividad de dichas 
Ordenanzas, aprobados o dictados por las’Corporaciones locales 
denlro del plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley. 
les sera de aplicación el régimen de reclamaciones económico- 
administrativas actualmente vigente.

2. Asimismo continuarán en todo caso tramitándose en via 
económico-administrativa las reclamaciones interpuestas ante los 
Tribunales Económico-Administrativos Provinciales y los recursos 
de alzada presentados ante el Tribunal Económico-Administrativo 
Centrai. con anterioridad a la fecha señalada en el número anierior 
y que para entonces se hallen pendientes de resolución.

' DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se autoriza al Gobierno de la Nación para refundir en 
el plazo de un año. y en un solo texto, las disposiciones legales 
vigentes de acuerdo con lo dispuesto en la disposición derogatoria. 
La refundición comprenderá también la regularización. aclaración 
y armonización de dichas disposiciones.

El Gobierno, en idéntico plazo, procederá a actualizar y 
acomodar a lo dispuesto en la misma todas las normas reglamenta­
rias que continúen vigentes y, en particular, los siguientes Regla­
mentos: .

" a) Él Reglamento de Población y Demarcación Territorial de 
las Entidades Locales, aprobado por Decreto de 17 de mayo de 
1952. con las modificaciones de que haya sido objeto por disposi­
ciones posteriores. . "

b) El Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régi­
men Jurídico de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto 
de !7'jje mayo de 1952. con las modificaciones de que ha va sido 
objeto per disposiciones posteriores.
' c) El Reglamento de Funcionarios de Administración Local, 

aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1952. con las modificacio­
nes de que haya sido objeto por disposiciones posteriores.

d) El Reglamento de Contratación de las Corporaciones Loca­
les. aprobado por Decreto de 9 de enero de 1953. con las 
modificaciones de que haya sido objeto por disposiciones posterio­
res.

e) EJ Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aproba­
do por Decreto de 27 de mayo de 1955. con las modificaciones de 
que haya sido objeto por disposiciones postenores.

f) El Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, 
aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955. con las modificabio- 
nes de que haya sido objeto por disposiciones posteriores.

Segunda.-1. Los funcionarios públicos de la Administración 
local tendrán la misma protección social, en extensión e intensidad, 
que la que se dispense a los funcionarios públicos de la Administra­
ción del Estado y estará integrada en el Sistema de Seguridad 
Social.

2. La aportación de los funcionarios de la Administración 
local para la financiación de su Seguridad Social será la misma que 
se establezca para los funcionarios públicos de la Administración 
del Estado, cuando eea idéntica la acción protectora.

3. La gestión de la Seguridad Social de Jos funcionarios de la 
Administración Local correrá a cargo de la MUNPAL. persona 
jurídica de derecho público dolada de plena capacidad juridica y 
patrimonio propio para el cumplimiento de sus fines, adscrita 
oegánjeamente al Ministerio de Administración Territorial, al que 
corresponde su superior dirección y tutela.
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La MUNPXL gozará de los miamos beneficios de p-■'broza, 
franquicia postal y telegráfica y exenciones tributarias, reconocidos 
a las Entidades gestoras de la Seguridad Social, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley General de Segundad Social, siendo en lo 
demás de aplicación la Ley 11/1960. en lo que no se oponga a la 
presente Ley, y sus normas dé desarrollo.

Tercera.-El personal de las Policias Municipales y de los 
Cuerpos de Bomberos gozará de un Estatuto especifico, aprobado 
reglamentanamente. teniendo en cuenta respecto de los pnmcros la 
Ley de Fuerzas y Cuerpos de-Segundad del Estado.

Cuarta.-1. Quedan expresamente derogados los artículos 344 
a 360. ambos inclusive, de la Ley de Régimen Local, de 24 de junio 
de 1955. sobre el Servicio Nacional de Inspección y Asesoramiento 
de las Corporaciones Locales.

2. El Gobierno regulará en el plazo de tres meses, a contar 
desde la entrada en vigor de la presente Ley. las peculiandades del 
régimen orgánico y funcional del personal antenormente adscnlo a 
dicho Servicio, que se regirá por la legislación de funcionarios 
civiles del Estado.

3. Para el debido cumplimiento de las funciones que le 
competen a la Administración del Estado, en relación con las 
Entidades locales, el Gobierno podrá adscribir a sus servicios 
funcionarios de las Corporaciones Locales.

Quinta.-A partir de la entrada en vigor de esta Ley. los 
Municipios cabeza de partido judicial en que no exista estableci­
miento penitenciario alguno asumirán, en régimen de competencia 
delegada, la ejecución del servicio de deposito de detenidos a 
disposición judicial, correspondiendo la custodia de dichos deteni­
dos a la Policía Municipal en funciones de Policía Judicial.

La Administración competente en materia penitenciaria pondrá 
a disposición de los Municipios a que se refiere el párrafo anterior 
los medios económicos suficientes para el mantenimiento del 
refendo servicio en los términos previstos por la legislación 
sectona! correspondiente.

Por tanto.
Mando a todos los españoles, particulares v autoridades que 

guarden y hagan guardar esta Ley. ■

Palma de Mallorca a 2 de abril dé 1985.

JTAN CARLOSR
El Presiente JO Guhierno.

FELIPE UOXZMEZ MVROi FZ

O<7 "Boleün Oficial dd l.suulo"md>L XO. de fecha 3 de abril de 19X5.)

SECCION QUINTA
Núm. 25.803

Cámara Oficial 
de la Propiedad Urbana 

de Zaragoza
En cumplimiento de lo establecido en el 

Reglamento general de Elecciones de los 
miembros de las Juntas de Gobierno de las 
Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana, 
aprobado por Orden de 12 de febrero de 
1979, la Junta de Gobierno de la Cámara 
de Zaragoza, en sesión del día 29 de marzo 
de 1985, acordó iniciar el procedimiento 
electoral para la renovación de cuatro voca­
les de la misma, en representación de cada 
uno de los grupos a que se refiere el articu­
lo I.9 de la mencionada Orden.

Confeccionado el censo de propietarios 
conforme a los datos que resultan del padrón 
del catastro, según determina el artículo 4.e 
de la citada disposición, y en cumplimiento 
de su artículo 5.9, dicho censo queda 
expuesto durante quince días, a partir de la 
fecha de publicación de este anuncio en el 
“Boletín Oficial" de la provincia, a efectos 
de comprobación de su correcta inclusión 
por los propietarios.

Durante este plazo y otros quince días más 
se admitirán reclamaciones sobre inclusión, 
exclusión o clasificación de los asociados 
en los grupos correspondientes, que serán 
resueltas por la Junta de Gobierno en el 
término de cinco días.

Zaragoza. 3 de mayo de 1985. — El Pre­
sidente.

Núm. 25.800

Instituto de Mediación, 
Arbitraje y Conciliación
Oficina de Depósito de Estatutos 
de Organizaciones Profesionales 

de Zaragoza

En cumplimiento del artículo 4.9 del Real 
Decreto 873 de 1977. de 22 de abril, y a los 
electos previstos en el mismo, se hace 
público que en esta oficina, y a las 10.00 
horas del día 7 del mes de mayo de 1985, 
han sido depositados los Estatutos del Sin­
dicato de Banca, Ahorro y Seguros de la 
Federación Local de Zaragoza de la Con­

federación Nacional del Trabajo (CNT), 
cuyos ámbitos territorial y profesional son:

Territorial: Provincia de Zaragoza.
Profesional: Todos los trabajadores de 

banca, ahorro y seguros del mencionado 
Sindicato.

Los firmantes del acta de constitución 
son los siguientes: Doña Concepción Pradilla 
Gomollón, don Manuel Mariscal Pérez, 
don Javier del Cerro López y don Jesús 
Prado Arrieta.

Zaragoza. 7 de mayo de 1985. — El 
encargado de la Oficina.

Núm. 25.804

Delegación de Cría Caballar 
de Zaragoza, Huesca y Teruel

TERCERA REGION PECUARIA

Relación nominal de los propietarios 
autorizados para establecer paradas par­
ticulares de sementales equinos en el pre­
sente año. en las localidades que a conti­
nuación se indican y con los sementales que 
numéricamente se expresan, significándose 
también las fechas de apertura y cierre de 
las mismas:

Localidades, propietarios, sementales 
y fechas de apertura y cierre

Casetas. Don Benito Conde Gómez. Tres. 
15 de febrero y 15 de julio.

Centro Ecuestre “Ruiseñores”, de Zara­
goza. Don Félix M. Bara Machín. Uno. 
15 de febrero y 15 de julio.

Zaragoza, 3 de mayo de 1985. El 
Coronel delegado, Ignacio Azcón Val- 
derrábano.

Núm. 25.307

Dirección Provincial de Trabajo 
y Seguridad Social

CONVENIOS COLECTIVOS

Sector Garajes, Aparcamientos y Estaciones 
de Lavado y Engrase y Autoestaciones

■ Resolución de la Dirección Provincial de Tabajo 
y Seguridad Social por la que se acuerda la 
publicación del Convenio colectivo de trabajo 
del sector indicado.
Visto el texto del Convenio colectivo de tra­

bajo del sector Garajes. Aparcamientos y Esta­
ciones de Lavado y Engrase y Autoestaciones. 

recibido en esta Dirección Provincial con fecha 
16 de abril de 1985. suscrito el día 13 de marzo de 
1985. de una parte por la Asociación Empresa­
rial de Garajes. Aparcamientos y Estaciones de 
Lavado y Engrase y Autoestaciones. y de otra 
por Comisiones Obreras, y de conformidad con 
lo establecido en el articulo 90-2 y 3 del Estatuto 
de los Trabajadores.

Esta Dirección Provincial de Trabajo y Segu­
ridad Social acuerda:

Primero. Ordenar su inscripción en el Regis­
tro de Convenios colectivos de esta Dirección 
Provincial, con notificación a la comisión 
negociadora.

Segundo. Remitir texto del mismo al Insti­
tuto de Mediación. Arbitraje y Conciliación.

Tercero. Disponer su publicación en el “Bole- 
tin Oficial" de la provincia.

Zaragoza. 2 de mayo de 1985. — El Director 
provincial de Trabajo y Seguridad Social. Jóse- 
Luis Martínez Laseca.

TEXTO DEL CONVENIO
Preámbulo

Los integrantes de la comisión negociadora 
del Convenio de Garajes. Aparcamientos y Esta­
ciones de Lavado y Engrase y Autoestaciones. 
compuesta, de una parte, por la Asociación 
empresarial del sector, y de otra por los represen­
tantes de la central sindical Comisiones Obreras, 
se reconocen representatividad y legitimación 
suficiente para la negociación del presente 
Convenio.

Articulo l.° Las disposiciones del presente 
Convenio colectivo obligan a todas las empresas 
establecidas en la provincia de Zaragoza y a las 
que. residiendo en otro lugar, tengan estableci­
mientos dentro de Zaragoza o su provincia, en 
cuanto al personal adscrito a ellas.

Art. 2.° El presente Convenio obliga a todas 
las empresas del sector que se rigen por la Orde­
nanza Laboral de Transportes por Carretera, 
aprobada por Orden ministerial de 20 de marzo 
de 1971 y9de julio de I974(“B. O. E." núm. 73). 
y adheridas a la Asociación de Empresarios de 
Garajes. Aparcamientos y Estaciones de Lavado 
y Engrase y Autoestaciones.

Las empresas que. incluidas en la citada Orde­
nanza. hayan establecido un Convenio colectivo 
sindical de ámbito de empresa o de grupo de 
empresas con sus trabajadores, y tengan estable­
cidos pluses. primas, aumentos voluntarios o 
cualquier otra percepción, vendrán obligadas a 
que el importe total que paguen por todos los 
conceptos no sea inferior al del presente Convenio.

ámbito personal
Art. 3.° El presente Convenio alcanza a la 

totalidad del personal ocupado en las empresas 
afectadas por él y a todo el que ingrese durante la 
vigencia del mismo, sin más excepciones que las 
establecidas en las leyes vigentes.
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Ambito temporal

Art. 4.° A) Entrada en vigor. — El pre­
sente Convenio entrará en vigor el día siguiente 
al de la publicación en el “Boletín Oficial" de la 
provincia.

B) Efectos económicos. — El presente Con­
venio surtirá efectos económicos a partir del dia 
Ide enero de 1985.

, C) Duración. — La duración de este Conve­
nio se fija en un año. o sea desde el 1.° de enero 
hasta el 31 de diciembre del corriente año. cual­
quiera que sea la fecha de su publicación en el 
“Boletín Oficial" de la provincia.

Denuncia
Art. 5.9 A los efectos de su denuncia, el 

plazo de preaviso habrá de hacerse con una ante­
lación mínima de un mes respecto a la fecha de 
terminación de su vigencia, presentándose el 
acuerdo adoptado ante el organismo que en su 
momento sea competente.

Denunciado el Convenio en tiempo y forma y 
vencido el término de vigencia, seguirá aplicán­
dose este provisionalmente, hasta que se.acor­
dase el que viniere a sustituirle o se dictamine 
resolución administrativa correspondiente que 
tenga fuerza de obligar.

Comisión paritaria
Art. 6.9 La comisión paritaria de este Con­

venio será un órgano de interpretación, arbitraje 
> vigilancia del Convenio: estará integrada por 
seis vocales, tres por la representación empresa­
rial y tres por la de los trabajadores. Podrán 
nombrarse asesores por ambas partes, si bien los 
mismos no tendrán derecho a voto.

a) En materia de interpretación del Conve­
nio. la comisión paritaria deberá adoptar sus 
acuerdos o resoluciones por mayoria. proce­
diendo a elevarlos a la autoridad laboral, a fin de 
que proceda a su sanción en cuanto aquella le 
compete la interpretación de carácter general.

A falta de unanimidad de la comisión paritaria 
sera válido el informe acordado por las partes, 
elevándolo a la autoridad laboral a fin de que 
dicte resolución sobre los puntos del Convenio 
sometidos a interpretación, de conformidad con 
lo dispuesto en el articulo 18 de la Lev vigente de 
Convenios, modificado por el Real Decreto-ley 
de 4 de marzo de 1977.

b) En materia de arbitraje voluntario, la 
comisión paritaria podrá reconocer todas aque­
llas cuestiones derivadas del presente Convenio 
que las partes, de común acuerdo, quieran some- 
•er a su consideración.

F n estos casos el procedimiento será idéntico 
ul hiado para los casos de interpretación del 
Convenio.

. c) En los supuestos de v igilancia del Conve­
nio en cuanto a su cumplimiento, la comisión 
paritaria podrá denunciar a la autoridad laboral 
'as incidencias que puedan producirse sobre este 
Particular, procediendo a adoptar sus acuerdos 
Por mayoría de votos.

la actuación de la comisión paritaria se 
entiende sin perjuicio del ejercicio de las acciones 
Mué puedan utilizarse por las partes ante las 
ntrisdicciones administrativa y contenciosa, salvo 
en los casos de arbitraje en que la comisión pari- 
l;iria haya decidido por unanimidad la resolu- 
L|on de los problemas planteados.

La comisión se compondrá de un presidente, 
que podrá ser el del Convenio, y de un secretario, 
une levantará acta de las reuniones. El presidente 
uctuará como mediador, teniendo voz. pero no 
voto. 1

La comisión, en primera convocatoria, no 
Podra actuar sin la presencia de todos los voca- 
es- previamente convocados, y en segunda con- 
Watoria. al dia siguiente hábil, salvo que otra 

vosa determinara la presidencia, actuará con los 
MUe asistan, sean titulares o suplentes, teniendo 
oto exclusivamente un número paritario de 

'ocales presentes
a comisión se reunirá a instancia de cual- 

M 'era de las partes, poniéndose de acuerdo éstas . 
on el presidente sobre el lugar, día v hora en que

era celebrarse la reunión.
las °S voca*cs y suplentes serán designados entre 

respectivas representaciones actuantes en el 
Presente acuerdo.

Compensación, absorción r garantías 
"ad personam"

Art. 7.° Las condiciones pactadas son com­
pensables en su totalidad con las que anterior­
mente rigieran por pacto o concedidas unilate­
ralmente por las empresas (mejoras voluntarias 
de sueldos, salarios, primas o pluses. gratifica­
ciones. beneficios u otros conceptos retributivos 
equivalentes o análogos), imperativo legal, juris­
prudencial. contencioso-administrativo individual, 
usos y costumbres locales, o en razón de cual­
quier causa.

Art. 8.° Absorción. — Habida cuenta de la 
naturaleza del Convenio, las disposiciones lega­
les que se dicten en el futuro que impliquen 
variación económica en todos o en algunos con­
ceptos retributivos serán absorbidas por los 
aumentos acordados, por lo que únicamente 
tendrán eficacia práctica si. globalmente consi­
deradas y sumadas a las vigentes con anteriori­
dad al Convenio, superan el nivel total de éste. 
En caso contrario se considerarán absorbidas 
por las mejoras pactadas en este Convenio.

Art. 9.9 Garantías “ad personam". — Se 
respetarán las situaciones personales que. con 
carácter global, excedan del Convenio, mante­
niéndose estrictamente “ad personam".

Régimen del trabajo i organización del trabajo
Art 10. Son facultades de la empresa, y a las 

que deberá ajustarse, las siguientes:
l.° la determinación y exigencias de los 

rendimientos normales. .
2.9 La adjudicación del número de elemen­

tos o de la tarea necesaria correspondiente al 
rendimiento exigióle.

3.9 La fijación de las normas de trabajo que 
garanticen la bondad y seguridad del serv icio, así 
como el establecimiento de sanciones para el 
caso de incumplimiento. Ambos extremos se 
determinarán en escritos debidamente autoriza­
dos. publicados por la empresa y de los que se 
dará previo conocimiento a los interesados.

4.9 Exigir la máxima atención, vigilancia y 
limpieza de los locales, instalaciones, útiles, 
maquinaria, etc.

5.9 La movilidad y redistribución del perso­
nal de la empresa, con arreglo a las necesidades 
de la organización del servicio.

En todo caso se respetará la categoría profe­
sional y se concederá el necesario periodo de 
adaptación.

6.9 La implantación de un sistema de remu­
neración con incentivos será de mutuo acuerdo 
entre la empresa y los trabajadores de la misma.

7.9 La adaptación de normas de actividades 
de trabajo y rendimiento a unas nuevas condi­
ciones de trabaio que resulten del cambio de sis­
tema. método, operario, utillaje, maquinaria, 
etc., son igualmente facultades de las empresas, 
que deberán ajustarse al procedimiento normal 
para estos casos.

Art. II. Los trabajadores sujetos al presente 
Convenio se obligan a la terminación de los tra­
bajos que tengan encomendados y que hayan 
sido iniciados con anterioridad a la terminación 
de la jornada normal, aun cuando se sobrepase 
dicha jornada normal de trabajo diaria, abonán­
dose como horas extraordinarias los periodos de 
exceso.

En caso de habitualidad. la comisión paritaria 
interpretará el alcance de este acuerdo.

Horas extraordinarias
Art. 12. Con la finalidad de favorecer la 

creación de puestos de trabajo, se procurará 
reducir al mínimo indispensable las horas 
extraordinarias, si bien se tendrá en cuenta lo 
especificado en el articulo 11 de este Convenio.

El valor de las horas extraordinarias se fijará 
en cada empresa por representación patronal y la 
de los trabajadores, de acuerdo con lo que esta­
blece la Ley vigente.

Rendimiento e incentivos
Art. 13. El rendimiento que corresponde a la 

actividad normal es el mínimo exigible y la 
empresa podrá determinarlo y exigirlo en cual­
quier momento y sin que el no hacerlo por parte

de ésta pueda interpretarse como dejación de 
este derecho.

Art. 14. La remuneración del rendimiento 
mínimo exigible queda determinada por el sala­
rio base de Convenio y plus de calidad y cantidad.

Art. 15. Para establecer incentivos debe par­
tirse del rendimiento mínimo exigible que 
corresponda al salario del Convenio.

Art. 16. Los rendimientos podrán ser colec­
tivos (sección, cadena, grupo, etc.) e individua­
les. según determine la empresa.

Art. 17. Las empresas podrán implantar un 
sistema de valoración del trabajo estableciendo 
primas e incentivos, independientemente del que 
corresponda al rendimiento mínimo normal.

Art. 18. Una vez establecido un sistema 
incentivo, las empresas podrán revisarlo cuando 
las cantidades de trabajo o actividad óptima 
superen el 40 por 100 de las señaladas como 
mínimos exigióles.

Art. 19. Los incentivos, cuando se hubieran 
establecido, podrán ser suprimidos con carácter 
general, por secciones o por operarios, cuando 
las finalidades perseguidas por el sistema sean 
inalcanzables por la disminución de las finalida­
des de la empresa o por efectuarse ensayos en 
nuevas tareas, o procederse a la reparación o 
reforma de las instalaciones. En tal supuesto, los 
trabajadores percibirán las retribuciones corres­
pondientes al rendimiento mínimo exigible. más 
los aumentos que por antigüedad correspondan.

Jornada de trabajo
Art. 20. La jornada será de cuarenta horas 

semanales de trabajo efectivo y no se considerará 
como tal el tiempo invertido en "el bocadillo" en 
tornada partida. No obstante, se respetarán los 
usos establecidos en cada empresa para el tiempo 
del bocadillo.

Cuando la jornada sea de carácter continuado 
tendrá la misma duración, o sea cuarenta horas 
semanales de trabajo efectivo, computándose 
como tal. en las que superen cinco horas diarias, 
un descanso de diez minutos.

En cualquier caso, la jornada tendrá la rebaja 
proporcional en aquellas semanas que concurran 
fiestas de las recogidas en el calendario laboral.

Descansos
Art. 21. Las empresas podrán computar quin­

cenalmente el descanso semanal del trabajador, 
facilitándole en una semana un dia de descanso y 
en la siguiente dos días consecutivos, o viceversa, 
no siendo necesariamente en festivo. Se estable­
cerán turnos rotativos a fin de que todo el perso­
nal disfrute de descansos en días festivos.

Vacaciones
Art. 22. Las vacaciones estipuladas en el 

presente Convenio quedan fijadas como sigue:
a) Todo el personal al servicio de las empre­

sas acogidas a este Convenio tendrá derecho al 
disfrute de treinta días naturales de vacaciones 
retribuidas en función del salario real, es decir, 
salario base, más antigüedad, más plus de cali­
dad o cantidad.

ó) A efectos de disfrute de vacaciones, las 
empresas establecerán los correspondientes tur­
nos. La inclusión en cada turno se hará por elec­
ción del trabajador, ateniéndose al sistema de 
antigüedad. Los trabajadores, por mayoría, 
podrán proponer en cada empresa otro sistema 
de inclusión en los turnos que no responda a 
criterios de antigüedad.

c) En esta materia se respetará lo dispuesto 
en la Ordenanza laboral y Estatuto de los 
Trabajadores.

Licencias
Art. 23. En las licencias legalmente estable­

cidas se percibirá el salario base, más antigüe­
dad. más plus de Convenio. La licencia en los 
casos de matrimonio será de quince días naturales.

Retribuciones
Arl 24 Las retribuciones pactadas en el 

presente Convenio son las que figuran en la tabla 
salarial adjunta.
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Plus de Convenio
Art. 25. Se establece un plus de calidad o 

cantidad en la cuantía que se fija en la tabla 
salarial, que se devengará por día efectivamente 
trabajado, domingos y festivos inclusive.

Las empresas no podrán reducir o suprimir la 
percepción de este plus sino como consecuencia 
de imposición de sanción, confirmada su proce­
dencia por sentencia o conciliación ante la 
Magistratura de Trabajo o ante el Instituto de 
Mediación. Arbitraje y Conciliación, con inde­
pendencia de la que. por falta, conforme a la Ley 
corresponda.

Antigüedad
Art. 26. A los dos años de sen-icio. 5 9?: a 

los cuatro años de servicio. 10^: a los nueve 
años de servicio; 20 %: a los trece años de servi­
cio. 24 *%; a los dieciséis años de servicio. 30 : a 
los dieciocho años de servicio. 35 9?; a los veinte 
años de servicio. 40 ; a los veinticinco años de 
sen-icio. 50 %. a los treinta años de servicio. 60 .

Pagas extraordinarias
Art. 27. Se establecen las siguientes gratifi­

caciones extraordinarias:
a) Julio, que se pagará hasta el 15 de julio.
b) Navidad, que se pagará hasta el 20 de 

diciembre.
c) Beneficios, que se pagará hasta el dia 5 de 

marzo.
Estas retribuciones extraordinarias serán satis­

fechas a razón de treinta días de salario base, 
más antigüedad.

Las empresas podrán abonar la gratificación 
de beneficios, bien por su importe anual, hasta la 
fecha límite citada anteriormente, o bien prorra­
teando el importe mensualmente, de común 
acuerdo con los trabajadores.

Festividades navideñas
Art. 28. Todo el personal incluido en este 

Convenio colectivo que trabaje en jornada media 
o total desde las 22.00 horas del día 24 de 
diciembre, o desde las 22.00 horas del día 31 de 
diciembre, hasta las 6.00 horas del siguiente dia. 
percibirá, con carácter extraordinario, la canti­
dad de 2.545 pesetas por cada uno de estos días.

Fiestas de Semana Santa
Art. 29. Las fiestas de Semana Santa serán 

aquellas que fije el calendario laboral.
Jubilación

Art. 30. Se establece una gratificación ex­
traordinaria por jubilación para todo el personal 
que. llevando un mínimo de diez años ininte­
rrumpidos en la empresa, se jubile por edad, en 
la cuantía siguiente:

215.000 pesetas si la jubilación se produce a 
los 60 años.

171.000 pesetas si la jubilación se produce a 
los 61 años.

134.500 pesetas si la jubilación se produce a 
los 62 años.

86.000 pesetas si la jubilación se produce a los 
63 años.

58.000 pesetas si la jubilación se produce a los 
64 años.

22.000 pesetas si la jubilación se produce a los 
65 años.

Para alcanzar estas gratificaciones' será nece­
sario causar baja en la empresa dentro de los 
treinta días siguientes a cumplir las edades 
indicadas.

La jubilación a los 65 años será obligatoria.
Prendas de trabajo

Art. 31. Los trabajadores tendrán derecho a 
que. anualmente, se les entregue la ropa de tra­
bajo establecida en la Ordenanza laboral y 
demás disposiciones vigentes en vigor.

Reconocimiento médico
Art. 32. Las empresas efectuarán a todos sus 

trabajadores, y con carácter gratuito, un recono­
cimiento médico anual en los organismos y enti­
dades colaboradoras de la Seguridad Social, o en 
los institutos dependientes del Ministerio de 
Trabajo.

Art. 33. Las empresas afectadas por este 
Convenio colectivo quedan obligadas a concer­
tar. en el plazo de los tres meses siguientes a la 
firma del mismo, una póliza de seguros que 
cubra los riesgos de trabajadores a su servicio, y 
que a continuación se indican:

a) Incapacidad permanente absoluta para 
todo trabajador remunerado y gran invalidez.

derivadas de accidente de trabajo, con un capital 
asegurado de 750.000 pesetas por trabajador.

b) Muerte derivada de accidente de trabajo, 
con un capital asegurado de 500.000 pesetas por 
trabajador.
, Las empresas que. voluntariamente, tengan 
implantado algún tipo de seguro colectivo de 
vida estarán obligadas a sustituirlo por el pac­
tado en este Convenio, tan pronto haya vencido 
la póliza.

Jubilación especial a los 64 años
Art. 34. De acuerdo con el Decreto-ley 14 de 

1981. de 20 de agosto, sobre la jubilación espe­
cial a los 64 años.

Cuando un trabajador cumpla 64 años y. por 
tanto, se jubile, se contratará un trabajador 
joven demandante de primer empleo o a cual­
quier trabajador en paro, siendo su contrato de 
la misma naturaleza que el trabajador jubilado 
tenia en el momento de su jubilación.

Dadas las especiales características del sector 
será menester el acuerdo previo de empresa y 
trabajador.

Garantios sindicales
Art. 35. Las empresas garantizarán el cum­

plimiento absoluto de las disposiciones en vigor 
en materia sindical, a la vez que los acuerdos 
que. a nivel nacional y con carácter de generali­
dad. sean adoptados entre las centrales sindicales 
y las organizaciones empresariales más represen­
tativas. serán automáticamente asumidos por las 
empresas y trabajadores a quienes afecte el pre­
sente Convenio.

Art. 36. En todo aquello en lo que no se 
hubiese pactado en Convenio y que afecte a las 
relaciones laborales y económicas entre produc­
tores y empresas se estará a lo dispuesto en la 
Ordenanza laboral de Transportes por Carretera 
y demás disposiciones legales en vigor, como 
asimismo los acuerdos habidos entre los sindica­
tos mayoritarios y la COE.

El valor de las horas extraordinarias será 
fijado en cada empresa, por la representación de 
los trabajadores y la patronal, de acuerdo con el 
articulo 12 de este Convenio y las disposiciones 
vigentes en la materia.

TABLA SALARIAL

Categoría

Percepción anual (198?)
Salario base Plus Total

Percepción mensual
Categoría Salario base Pilis Total

Jefe de negociado ........ ..................... 809.430 87.900 897.330 Jefe de negtKiado ........................ . .. 53.962 7.325 61.287
Encargado ................... ..................... 809.430 87.900 897.330 Encargado .................................... ... 53.962 7.325 61.287
Oficial I.1 administrativo ................... 731.100 87.900 819.000 Oficial 1.a administrativo ............. . . . 48.740 7.325 56.065
Administrativo ............ ..................... 689.325 87.900 777.225 Administrativo ............................ . . . 45.955 7.325 53.280
Engrasador, lavacoches ..................... 654.745 89.425 744.170 Engrasador, lavacoches (día) .. . . . . . 1.439 245 1.684
Taquillera y cobrador . ..................... 654.745 89.425 744.170 Taquillera v cobrador (dia) ......... . .. 1.439 245 1.684
Guarda de noche ........ ..................... 654.745 89.425 744.170 Guarda de noche (día) ................. . .. 1.439 245 1.684
Mozo de garaje ............ ..................... 617.890 89.425 707.315 Mozo de garaje (dia) ................... .. . 1.358 245 1.603
Operario de 17 años .. . ..................... 345.800 25.550 371.350 Operario de 17 años (dia) ........... ... 760 70 830
Operario de 16 años .. . ..................... 217.945 13.140 231.085 Operario de 16 años (día) ........... ... 479 36 515

Núm. 25.087

Magistratura de Trabajo 
número 1

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número 1 de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 3.164 de 1981, 
seguido contra Francisco Signos Sanahuja, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Un camión marca “Ebro”, matrícula 
Z-3273-A. Valorado en 400.000 pesetas.

Un camión marca “Ebro”, matrícula 
Z-3276-A. Valorado en 400.000 pesetas.

Total, 800.000 pesetas.

Tales bienes se hallan depositados bajo la 
custodia de don José-Martín San Rafael 
Prieto, domiciliado en Latassa, 35, princi­
pal, donde pueden ser examinados libre­
mente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 

provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.088
Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 

de Trabajo de la número 1 de Zaragoza y 
su provincia; .
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 13.542 de 1982,
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seguido contra Antonio Rincón Tabuenca, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se exprésan:

Una máquina enfriadora de agua, pre­
sión de timbre 22 Kgc. por centímetro 
cúbico, número 598605, sin marca visible, 
con su motor eléctrico acoplado. Valorada 
en 85.000 pesetas.

Una máquina amasadora, de 90 kilos de 
capacidad, sin marca ni número visible, con 
su motor eléctrico acoplado de 1,5 CV. 
Valorada en 150.000 pesetas.

Una pesadora automática, marca “Prat”, 
tipo “Ati”, número 30674. Valorada en 
90.000 pesetas.

Una máquina iñidora, eléctrica, número 
A-40038, sin marca visible. Valorada en 
70.000 pesetas.

Una cinta de fermentación, de 0,50 CV, 
modelo CS-I-B, número 6624. Valorada en 
180.000 pesetas.

Una máquina formadora de barras, 
marca “Ferré-Matheu, S. A." de 0,50 CV. 
sin número visible. Valorada en 300.000 
pesetas.

Tres armarios de fermentación. Valora­
dos en 150.000 pesetas.

Un horno giratorio, con mechero de I CV, 
marca “Ferré-Matheu, S. A.”, sin número 
visible. Valorado en 400.000 pesetas.

Total, 1.425.000 pesetas.
Tales bienes se hallan depositados bajo la 

custodia de don Antonio Rincón Tabuenca, 
domiciliado en avenida San José, 40, pri­
mero A. donde pueden ser examinados 
libremente.

, La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor. 
<|ue deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. - El 
Secretario.

Núm. 25.090
Don Benjamín Blasco Segura. Magistrado 

de Prabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi- 

tniento de apremio número 5.605 de 1982. 
seguido contra José Vera Meléndez. por 

ebitos de Seguridad Social, he acordado 
a venta en pública subasta de los bienes 

Mué a continuación se expresan:
“u/ n te*ev*sor en blanco y negro, marca 

erner”. de 26 pulgadas. Valorado en 
24 000 pesetas.

Dicho bien se halla depositado bajo la 
5Usl°dia de doña Felisa Murillo Aznar, 

omici1iada en San Juan de la Cruz, 4. de 
^ragoza, donde puede ser examinado 

"brernente.
- subasta se celebrará en la sala audien- 
a de esta Magistratura de Trabajo el pró- 
tuo día I4 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 29 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.092

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 3.305 de 1980, 
seguido contra Elena Rubio García, por 
débitos de Seguridad Social, he acordado 
la venta en pública subasta de los bienes 
que a continuación se expresan:

Cinco tornos para tornear madera, sin 
marca ni número visible, con sus motores 
eléctricos acoplados y todos sus accesorios. 
Valorados en 400.000 pesetas.

Un torno automático, para tornear ma­
dera. marca “Hempel”, tipo CHS-9, sin 
número visible, para torneado de hasta 900 
milímetros, con dos soportes hidráulicos 
traseros a 380 vatios, con dos motores eléc­
tricos acoplados y todos sus accesorios. 
Valorado en 300.000 pesetas.

Una máquina lijadora de torneados de 
madera, marca “Hempel”, tipo PD-12, de 
1.200 milímetros de largo a lijar, sin 
número visible, con cinco lijas, con movi­
miento de oscilación independiente, a 380 
vatios, con dos motores eléctricos acopla­
dos y todos sus accesorios. Valorada en 
350.000 pesetas.

Una máquina fresadora vertical, para 
trabajar la madera, marca “Hulleri”, tipo 
344, sin número visible, con su motor eléc­
trico acoplado, de 4,50 HP, y convertidor 
de frecuencias, con todos sus accesorios. 
Valorada en 250.000 pesetas.

Total, 1.300.000 pesetas.
Tales bienes se hallan depositados bajo la 

custodia de don José-Valentín Sanz Rubio, 
domiciliado en María Moliner, 79, princi­
pal derecha, donde pueden ser examinados 
libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor

puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 29 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.093

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 8.481 de 1982, 
seguido contra José Ríos García, por débi­
tos de Seguridad Social, he acordado la 
venta en pública subasta de los bienes que a 
continuación se expresan:

Un aparato acondicionador de aire, 
marca “Westinghouse”, de 5.500 calorías. 
Valorado en 55.000 pesetas.

Dicho bien se halla depositado bajo la 
custodia de don José Ríos García, domici­
liado en Juana de Ibarbouru, 4-6, donde 
puede ser examinado libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositaren el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 29 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.094

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 2.232 de 1980, 
seguido contra Francisco Rubira Gimeno, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Una máquina de coser, marca “Alfa”, 
modelo 105, con motor número 3371. 
Valorada en 25.000 pesetas.

Una máquina de coser, marca “Alfa”, 
modelo 105, con motor número 3859. 
Valorada en 25.000 pesetas.

Una máquina de coser, marca “Alfa”, 
modelo 1005-5, con motor número 3874. 
Valorada en 35.000 pesetas.

Una máquina de coser, marca “Singer”, 
modelo 31-K-15, con motor número 2833. 
Valorada en 35.000 pesetas.

Una máquina de coser, marca “Singer”, 
modelo 31-K-15,con motor número 412219. 
Valorada en 35.000 pesetas.

Total, 155.000 pesetas.
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Tales bienes se hallan depositados bajo la 
custodia de don Francisco Rubira Gimeno. 
domiciliado en Cortes de Aragón, 55, 
segundo, de Zaragoza, donde pueden ser 
examinados libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 29 de abril de 1985. 
El Magistrado. Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.095

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 1.829 de 1983, 
seguido contra José-Luis Velilla Ichaso, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Un televisor en color, marca “Inter”, de 
22 pulgadas. Valorado en 38.000 pesetas.

Un video marca “Sony”, modelo C-7. 
Valorado en 65.000 pesetas.

Tales bienes se hallan depositados bajo la 
custodia de don José-Luis Velilla Ichaso, 
domiciliado en Gimeno Vizarra, 30, bajo, 
de Zaragoza, donde pueden ser examina­
dos libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositaren el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 29 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. El 
Secretario.

Núm. 25.096

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número 1 de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 9.856 de 1983, 
seguido contra J. Mariano Gálvez Bernad, 
por débitos de Segundad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Un coche marca “Simca”. modelo 1.200 
especial, matrícula Z-I055-F. Valorado en 
200.000 pesetas.

Dicho vehículo se halla depositado bajo 
la custodia de don José-Mariano Gálvez 
Bernad. domiciliado en Pascuala Perié, 10. 
6.° 2.s, donde pueden ser examinados 
libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Dado en Zaragoza a 19 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.097

Don Benjamín Blasco Segura. Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 6.130 de 1983, 
seguido contra Fernando Valle Sánchez, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Un furgón marca “Ebro”, matricula 
Z-100798. Valorado en 200.000 pesetas.

Una furgoneta marca “Renault”, mod. 4-L. 
matricula Z-8420-O. Valorada en 200.000 
pesetas.

Una hormigonera eléctrica, de 1,5 metros 
cúbicos, con motor de 3.5 CV. Valorada en 
30.000 pesetas.

Una grúa-pluma de planta, de unos 500 
kilos de carga. Valorada en 80.000 pesetas.

Una máquina de escribir, normal, marca 
“Hispano Olivetti", de color rojo. Valorada 
en 8.000 pesetas.

Una caja registradora, eléctrica. Valo­
rada en 8.000 pesetas.

Una máquina de taladrar, marca “Casal". 
Valorada en 8.000 pesetas.

Total, 534.000 pesetas.
Tales bienes se hallan depositados bajo la 

custodia de don Fernando Valle Sánchez, 
domiciliado en avenida de Navarra. 4, 
noveno C, donde pueden ser examinados 
libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 

tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial" de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.098

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 2.795 de 1981, 
seguido contra Rogelia Valero Agudo, por 
débitos de Seguridad Social, he acordado 
la venta en pública subasta de los bienes 
que a continuación se expresan:

Una balanza marca “Plaza", de 3 kilos de 
pesada. Valorada en 1.000 pesetas.

Dos mostradores frigoríficos, marca “Re­
cesa". para pastelería, e instalados como 
exposición en el local. Valorados en 180.000 
pesetas.

Tales bienes se hallan depositados bajo la 
custodia de doña Rogelia Valero Agudo, 
domiciliada en Mariano Barbasán, 12, 
donde pueden ser examinados libremente.

La subasta se celebrará en la sala audien-j 
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 
El Magistrado. Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.099

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y . 
su provincia;
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 10.875 de 1981. 
seguido contra Domingo Utrillas Maicas, 
por débitos de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los bie­
nes que a continuación se expresan:

Un automóvil marca “Seat", modelo 
131-1600, con serie y número de bastidor 
JD-014453, matrícula VI-1775-C. Valorado 
en 225.000 pesetas. .

Dicho vehículo se halla depositado bajo 
la custodia de don Domingo Utrillas Mai­
cas, domiciliado en plaza Diego Velázquez. 
número 3, de Zaragoza, donde puede ser 
examinado libremente.
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, La subasta se celebrará en la sala audien­

cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
dos licitaciones, y se hará adjudicación 
provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
tasación y deposite en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. Caso de no 
haber postor en las expresadas condiciones 
mínimas en la primera licitación se abrirá a 
continuación la segunda licitación, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 por 100 
del importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.
, Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial” de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 18 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. - El 
Secretario.

Núm. 25.166

Don Benjamín Blasco Segura, Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia; ’
Hace saber; Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 3.509 de 1981, 
seguido contra Juan Val Fernández, por 
débitos de Seguridad Social, he acordado 
la venta en pública subasta de los bienes 
que a continuación se expresan:

Un automóvil marca “Seat”, modelo 124 
ranchera, matrícula M-72I4-B; en 100.000 
pesetas.

Una máquina de cortar azulejos, grande. 
Valorada en 25.000 pesetas.

Un banco de fontanero. Valorado en 
4.000 pesetas.

Una terraja. Valorada en 1.000 pesetas.
Un pico, una palay punteros. Valorados 

en 1.000 pesetas.
Diversas herramientas pequeñas (niveles, 

mazos, picoletas, etc.). Valoradas en 2.000 
Pesetas.

Total, 133.000 pesetas.

Tales bienes se hallan depositados bajo la 
custodia de don Juan Val Fernández- 
Luengo, domiciliado en Joaquín Sorolla. 7. 
segundo A, donde pueden ser examinados 
hbremente.

. La subasta se celebrará en la sala audien- 
C|a de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

La subasta tiene el carácter de única, con 
d°s licitaciones, y se hará adjudicación 
Provisional de los bienes subastados al 
mejor postor que cubra el 50 por 100 de la 
asación y deposite en el acto el 20 por 100 
el importe de la adjudicación. Caso de no 
aber postor en las expresadas condiciones 

mínimas en la primera licitación se abrirá a 
ontmuación la segunda licitación, sin suje- 
''rn a tipo, y en ella se hará adjudicación 

Qi°XJSIOna* de I°s bienes al mejor postor. 
H e deberá depositar en el acto el 20 por 100 
D 'mporte de la adjudicación. El deudor 
la/ 6 en C* acl° **berar los bienes o presen- 

Persona que mejore la postura hecha.
Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 

Seer Benjamín Blasco. El 
Cl-retario.

Núm. 23.638

Don Benjamín Blasco Segura. Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza y 
su provincia;
Hace saber: Que en autos 3.349 de 1985, 

que se tramitan en esta Magistratura, en 
reclamación de cantidad, a instancia de don 
José-Mariano Gil Alonso, contra don 
Antonio Ortego España (“Electricidad 
Lupal”), con fecha 26 de marzo de 1985 se 
ha dictado la sentencia cuya parte disposi­
tiva. copiada literalmente, dice así:
, «Fallo: Que con estimación de la demanda 
interpuesta por don José-Mariano Gil 
Alonso, contra don Antonio Ortego España 
("Electricidad Lupal"), en reclamación por 
cantidad, debo declarar y declaro que ésta 
adeuda al actor, y por los conceptos que se 
reclaman, por lo que debo condenar y con­
deno a la referida empresa al pago de la 
siguiente cantidad: 467.886 pesetas, más el 
10 % en concepto de interés por demora.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que sirva de notificación a la 
empresa de don Antonio Ortego España 
(“Electricidad Lupal”), en ignorado para­
dero. insértese el presente edicto en el 
“Boletín Oficial" de la provincia.

Dado en Zaragoza a 25 de abril de 1985. 
El Magistrado, Benjamín Blasco. - El 
Secretario.

Núm. 24.163

Don Benjamín Blasco Segura. Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza 
y su provincia:
Hace saber: Que en méritos del procedi­

miento de apremio número 429 de 1982, 
seguido contra José Ramos Briones. por 
débito de Seguridad Social, he acordado la 
venta en pública subasta de los inmuebles 
que a continuación se expresan:

Local número 19. en planta baja, con 
acceso directo desde calle Monasterio de 
Siresa. que forma parte de una casa en calle 
Monasterio de Guadalupe, número I. Es 
una decimonovena parte del total de la finca, 
formando el aparcamiento número 19, y 
tiene una cuota de participación de I i ,55 %. 
Valorado en 6.000.000 de pesetas.

La subasta se celebrará en la sala de 
audiencia de esta Magistratura de Trabajo 
el próximo día 14 de junio, a las diez horas 
de su mañana.

Se advierte a los posibles licitadores:
L° Que para intervenir en la subasta 

será preciso depositar en la Caja de Depósi­
tos, o en la Mesa de la Magistratura, el 10 % 
del importe de la tasación.

2 .° Que la subasta tiene el carácter de 
única, con dos licitaciones, y que se hará 
adjudicación provisional de los bienes 
subastados al mejor postor que cubra el 
50 % de la tasación y deposite en el acto el 
20 % del importe de la adjudicación. Caso 
de no haber postor en las expresadas condi­
ciones mínimas en la primera licitación se 
abrirá a continuación la segunda, sin suje­
ción a tipo, y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 % del 
importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.

3 .° Que se han suplido los títulos de 
propiedad de la Tinca sacada a subasta por 
la correspondiente certificación del Regis­
tro de la Propiedad, debiendo entenderse 
que todo licitador acepta como bastante la

titulación de la finca, y que las cargas o 
gravámenes anteriores y preferentes, si los 
hubiere, continuarán subsistentes, acep­
tándolos el rematante, el cual quedará 
subrogado en la responsabilidad derivada 
de los mismos, sin destinarse a su extinción 
el precio del remate.

Y hallándose la empresa apremiada en 
ignorado paradero, insértese en el “Boletín 
Oficial" de la provincia para que sirva de 
notificación a la misma.

Dado en Zaragoza a 16 de abril de 1985. 
El Magistrado. Benjamín Blasco. — El 
Secretario.

Núm. 25.314

Cédula de citación

En cumplimiento de lo ordenado por el 
limo, señor Magistrado de Trabajo de la 
número I en autos seguidos bajo el número 
1.678 de 1985. instados por Justo Moral 
Miñana. contra la empresa “Zapatillera El 
Jalón". S. L., en reclamación de despido, y 
encontrándose la empresa demandada en 
ignorado paradero, se le cita para que 
comparezca en la sala audiencia de esta 
Magistratura (sita en la plaza del Pilar, 
número 2. de esta capital), al objeto de asis­
tir al acto de juicio que tendrá lugar el pró­
ximo día 3 de junio, a las 11.10 horas, 
advirtiéndole que si no comparece le parará 
el perjuicio a que haya lugar en derecho.

Y para que sirva deleitación a la empresa 
demandada “Zapatillera El Jalón". S. L.. 
insértese la presente cédula en el “Boletín 
Oficial" de la provincia.

Zaragoza a 4 de mayo de 1985. — El 
Secretario.

Núm. 25.091

Don Benjamín Blasco Segura. Magistrado 
de Trabajo de la número I de Zaragoza 
y su provincia:
Hace saber: Que en mérito del procedi­

miento de apremio número 670 de 1982. 
seguido contra Tomás Sobrevida Lomas, 
por débito de Seguridad Social, he acor­
dado la venta en pública subasta de los 
inmuebles que a continuación se expresan:

Mitad indivisa de un piso en la cuarta 
planta alzada de un edificio sito en la calle 
Lugo, numero 19. cuarto derecha, de esta 
ciudad. Inscrito en el Registro de la Propie­
dad número I. al tomo 3.148. folio 156. 
libro 37. sección 4.a. finca número 2.709. 
Valorado en 2.400.000 pesetas.

, La subasta se celebrará en la sala audien­
cia de esta Magistratura de Trabajo el pró­
ximo día 14 de junio, a las 10.00 horas.

Se advierte a los posibles licitadores:
I.° Que para intervenir en la subasta será 

preciso depositar en la Caja de Depósitos, o 
en la Mesa de la Magistratura, el 10 del 
importe de la tasación.
, 2.- Que la subasta tiene el carácter de 
única, con dos licitaciones, y que se hará 
adjudicación provisional de los bienes 
subastados al mejor postor que cubra el 
50 de la tasación y deposite en el acto el 
20 % del importe de la adjudicación. Caso 
de no haber postor en las expresadas condi­
ciones mínimas en la primera licitación se 
abrirá a continuación la segunda, sin suje­
ción a tipo. y en ella se hará adjudicación 
provisional de los bienes al mejor postor, 
que deberá depositar en el acto el 20 del 
importe de la adjudicación. El deudor 
puede en el acto liberar los bienes o presen­
tar persona que mejore la postura hecha.
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3.8 Que se han suplido los títulos de 
propiedad de la finca sacada a subasta por 
la correspondiente certificación del Registro 
de la Propiedad, debiendo entenderse que 
todo licitador acepta como bastante la titu­
lación de la finca, y que las cargas o gravá­
menes anteriores y preferentes, si los hubiere, 
continuarán subsistentes, aceptándolos el 
rematante, el cual quedará subrogado en la 
responsabilidad derivada de los mismos, 
sin destinarse a su extinción el precio del 
remate.

Zaragoza. 29 de abril de 1985. — El 
Magistrado. Benjamín Blasco. — El Secre­
tario.

Núm. 17.487

Magistratura de Trabajo 
número 2

«Sentencia número 205 de 1985. — 
Autos número 20.359 de 1984. — En la 
ciudad de Zaragoza a 23 de marzo de 1985. 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo de la 
número 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
por cantidad, promovido por don Antonio 
Herber Sebastián, representado por don 
Enrique Sos Noguez, Letrado con poder, 
contra don Luis Pascual Serrano, que no 
compareció, y Fondo de Garantía Salarial, 
representado por el Letrado don Angel- 
María Gutiérrez. Rubio...

Fallo: Que con estimación de la demanda 
interpuesta por don Antonio Herber Sebas­
tián, contra la empresa de Luis Pascual 
Serrano, en reclamación por cantidad, 
debo declarar y declaro que ésta adeuda al 
actor y por los conceptos que se reclaman, 
por lo que debo condenar y condeno a la 
referida empresa al pago de 230.591 pesetas 
a don Antonio Herber Sebastián, más el 
10 % en concepto de interés por mora. Y 
absolver al Fondo de Garantía Salarial, 
carente de legitimación pasiva.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa de Luis Pascual Serrano, se 
inserta el presente edicto en el “Boletín Ofi­
cial” de la provincia.

Dado en Zaragoza a 26 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.590

«Sentencia número 181 de 1985. — 
Autos número 21.689 de 1984. — En la 
ciudad de Zaragoza a 11 de marzo de 1985. 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo de la 
número 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
por cantidad por crisis, promovido por 
Angeles Muñoz Marco y veinticuatro más, 
que se reseñarán en el fallo de esta resolu­
ción, contra “Calzados La Almunia”, S. L....

Fallo: Que estimando la demanda inter­
puesta por Angeles Muñoz Marco y veinti­
cuatro más, contra “Calzados La Almu­
nia”, S. L., debo condenar y condeno a la 
empresa a abonar a los actores las siguien­
tes cantidades:

A Angeles Muñoz Marco, 189.913 pesetas. 
A Maria-Catalina Grima Monzón, 185.222. 
A Inmaculada Grima Monzón, 187.672. 
A María-Pilar Galán Marín. 91.263.
A Maria-Dolores Vela Calahorra. 74.735. 
A María-Luisa Pineda Tejada. 199.409. 
A Consuelo Germán Pérez. 441.386.

A Mónica-Concepción Val González, 
205.579.

A Rosaura Pineda Tejada, 193.482.
A Jesús Urbano Gil, 486.016.
A Juan-Angel Galán Marín, 449.360. 
A José-Carlos Ibáñez Berlanga, 313.197. 
A Rafael Becerril Tejedor, 441.721. 
A Juan-Pablo Gaspar Martínez, 372.828. 
A Fidel Horno Gregorio, 425.691.
A Enrique Morfioli Serrano, 65.423. 
A Félix-Pedro González Forcén, 518.461. 
A Fernando Barcelona Gaspar, 33.254. 
A Manuel Gómez Berdejo, 33.393. 
A Pedro-Luis Sierra Marín, 237.012. 
A Aurelio-Pedro Germán Pérez, 83.286. 
A Pedro Horno Herrero, 268.559. 
A Alberto García Gaspar, 340.014.
A Ramón-Angel García Gaspar, 49.309.
A Antonio Gimeno Abad, 261.257 pesetas.
Así por esta mi sentencia lo pronuncio, ■ 

mando y firmo.»
Y para que conste y sirva de notificación 

a la empresa “Calzados La Almunia”, 
S. L., se inserta el presente edicto en el 
“Boletín Oficial” de la provincia.

Dado en Zaragoza a 27 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.594

«Acta. — En la ciudad de Zaragoza a 18 
de marzo de 1985. — Siendo la hora seña­
lada en las presentes actuaciones para la 
celebración de los actos de conciliación y 
juicio, en su caso, se constituye en audien­
cia pública el limo, señor Magistrado de 
Trabajo número 2 de Zaragoza y su pro­
vincia, don Federico García-Monge y 
Redondo, con asistencia del Secretario que 
refrenda...

Fallo: Que debo de condenar y condeno 
a la parte demandada “Iniciativas Agríco­
las”. S. A. (“Inavisa”). a que abone al 
actor Félix Diez Casas la suma de 128.373 
pesetas, más el 10 % de dicha suma en con­
cepto de mora, sirviendo la firma de la pre­
sente acta de notificación en forma.

Con ello se dio por terminado este acto, 
quedando notificadas las partes y firman 
después de su señoría y conmigo, de que 
doy fe.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Iniciativas Agrícolas". S. A. 
(“Inavisa"), se inserta el presente edicto en 
el “Boletín Oficial” de la provincia. .

Dado en Zaragoza a 27 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.595

«Acta. — En la ciudad de Zaragoza a 18 
de marzo de 1985. — Siendo la hora seña­
lada en las presentes actuaciones para la 
celebración de los actos de conciliación y 
juicio, en su caso, se constituye en audien­
cia pública el limo, señor Magistrado de 
Trabajo de la número 2 de Zaragoza y su 
provincia, don Federico García-Monge y 
Redondo, con asistencia del Secretario que 
refrenda.

Llamadas las partes, comparecen los 
actores don César Artigas Bello y don Basi­
lio Artigas Bello, asistidos por el Letrado 
don Mariano Marco de León, y el Fondo 
de Garantía Salarial, representado por el 
Letrado don Jesús Sanz Fuertes, no com­
pareciendo la parte demandada, a pesar de 
estar citada en legal forma, por lo que su 
señoría acordó proseguir las actuaciones 
con su incomparecencia, celebrándose el 
acto de juicio al no ser posible el intento de 
conciliación...

Fallo: Que debo de condenar y condeno 
a la parte demandada “Ladrillos Alvarez”, 
S. L., a que abone a la actora: A don César 
Artigas Bello la suma de 165.792 pesetas, y 
a don Basilio Artigas Bello, la suma de 
100.338 pesetas, más el 10 % de dicha suma 
en concepto de mora, sirviendo la firma de 
la presente acta de notificación en forma.

Con ello se dio por terminado este acto, 
quedando notificadas las partes y firman 
después de su señoría y conmigo, de que 
doy fe.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Ladrillos Alvarez", S. L.. se 
inserta el presente edicto en el “Boletín Ofi­
cial” de la provincia.

Dado en Zaragoza a 27 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.606

«Sentencia número 208 de 1985. — 
Autos número 22.729 de 1984. — En la 
ciudad de Zaragoza a 25 de marzo de 1985. 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo de la 
número 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
por cantidad, promovido por don Ignacio 
de Diego Chóliz, representado por el 
Letrado don Modesto Gracia Arque, con 
poder, contra “Industrias Mai”, S. A., que 
no compareció, y el Fondo de Garantía 
Salarial, representado por el Letrado don 
Jesús Sanz Fuertes...

Fallo: Que con estimación de la demanda 
interpuesta por don Ignacio de Diego Chó­
liz, contra la empresa “Industrias Mai”. 
S. A., en reclamación por cantidad, debo 
declarar y declaro que ésta adeuda al actor, 
y por los conceptos que se reclaman, por lo 
que debo condenar y condeno a la referida 
empresa al pago de 361.224 pesetas a don 
Ignacio de Diego Chóliz, más el 10 % en 
concepto de interés por mora. Y absolver al 
Fondo de Garantía Salarial por estar 
carente de legitimación pasiva en este 
proceso.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Industrias Mai”, S. A., se 
inserta el presente edicto en el “Boletín Ofi­
cial” de la provincia.

Dado en Zaragoza a 27 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.684

«Sentencia número 204 de 1985. — 
Autos número 22.547-49 de 1984. — En la 
ciudad de Zaragoza a 23 de marzo de 1985. 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo de la 
número 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
por cantidad, promovido por don José 
Folch Bayar. don Francisco Carcelero Cor­
tés y don Francisco Ballano Andrés, asisti­
dos por doña María-Luisa Simón Torralba, 
y el último representado por la misma 
Letrada con poder, contra “Construcciones 
y Demoliciones de los Monegros", S. L-, 
que no compareció, y el Fondo de Garantía 
Salarial, representado por don Angel- 
María Gutiérrez Rubio...

Fallo: Que con estimación de la demanda 
interpuesta por don José Folch Bayar, don 
Francisco Carcelero Cortés y don Fran­
cisco Ballano Andrés, contra la empresa 
“Construcciones y Demoliciones de los 

- Monegros”, S. L., en reclamación por can­
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tidad, debo declarar y declaro que ésta 
adeuda a los actores, y por los conceptos 
que se reclaman, por lo que debo condenar 
y condeno a la referida empresa al pago de 
las siguientes cantidades: A don José Folch 
Bayar, 237.920 pesetas; a don Francisco 
Carcelero Cortés, 196.092, y a don Fran­
cisco Ballano Andrés, 285.047 pesetas, más 
el 10 % en concepto de interés por mora. 
Y absolver al Fondo de Garantía Salarial 
por estar carente de legitimación pasiva.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Construcciones y Demolicio­
nes de los Monegros”, S. L., se inserta el 
presente edicto en el “Boletín Oficial" de la 
provincia.

Dado en Zaragoza a 28 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 18.685

«Sentencia número 210 de 1985. — 
Autos número 22.926-56 de 1984. — En la 
ciudad de Zaragoza a 25 de marzo de 1985. 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo de la 
número 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
por cantidad, promovido por don Jorge 
Trasobares Forniés y treinta más, que se 
relacionarán en el fallo de esta resolución, 
representados por el Letrado don Ignacio 
Honé Palomar, con poder, contra “Calza­
dos Caldi", S. A., que no compareció, y el 
Fondo de Garantía Salarial, representado 
Por don Jesús Sanz Fuertes...

Fallo: Que con estimación de la demanda 
interpuesta por don Jorge Trasobares For- 
niés y treinta más, contra la empresa “Cal­
zados Caldi", S. A., en reclamación por 
cantidad, debo declarar y declaro que ésta 
adeuda a los actores, y por los conceptos 
que se reclaman, por lo que debo condenar 
Y condeno a la referida empresa al pago de 
•as siguientes cantidades:

A Jorge Trasobares Forniés, 149.369 
Pesetas.

A Pedro Gascón Guerrero, 163.031. 
A Vicente Forcén Zapata, 174.460.
A Benedicto Zapata García, 151.065. 
A José I. Arévalo Marín. 149.369.
A Pilar Gil Redondo. 143.996.
A María del Carmen Sánchez Jerez, 

143.996.
A 
A 
A 
A 
A 
A 
A

Miguel A. Gregorio Marquina. 149.369.
Andrés Pinilla Gracia. 149.369.
Angel Benedí Roig, 163.031. 
Luis V. Gomollón Gascón, 149.369. 
Fernando Villalba Blasco, 149.369. 
Pilar Inés Espiago, 143.996.
Felisa Galán Marquina, 143.996.

A Maria-Gabriela Vicente Gaspar, 143.996. 
A Begoña Embid Becerril, 143.996. 
A Julio Vela Sebastián, 151.065.
A Javier Romero Rodríguez, 163.031.

A^ana del Carmen García Lafuente, 
•43.996.

A Montserrat Colomera Ibáñez, 143.996. 
A Rosa Marín García, 143.996.
A Vicente Marín Tobajas, 151.065.
A Mariano Diez Roi, 219.734.
A Mariano Diez Asensio, 219.734. .
A panc!sco J- Gascón Asensio, 110.645.
A Anc*.sco Gómez Vicente. 163.031.
2 Antonio Asensio Vicente, 163.031.
2 Pedro Marín Roig, 163.031.
2 tmesto Miñana Blasco. 161.287.
2 Vicente Vicente Tobajas. 161.287.
ta rernando Diez Asensio, 219.734 pe-

Cantidades que se verán incrementadas 
por el 10 % de interés por mora.

. Se absuelve al Fondo de Garantía Sala­
rial por estar carente de legitimación 
pasiva.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Calzados Caldi", S. A., se 
inserta el presente edicto en el “Boletín Ofi­
cial" de la provincia.

Dado en Zaragoza a 28 de marzo de 
1985. — El Secretario.

Núm. 19.751
•«Sentencia número 232 de 1985. — 

Autos 1.689-93 de 1985. — En la ciudad de 
Zaragoza a 28 de marzo de 1985. — El 
limo, señor don Federico García-Monge y 
Redondo. Magistrado de Trabajo de la 
numero 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el precedente juicio verbal, 
promovido por rescisión de contrato, por 
María-Cruz Gastesi Puerta. María-Pilar 
Martínez Ursua. María-Inés Ursúa. María- 
Inés Garricho Medrano. María-Carmen 
Marco del Ricón y Alfonso-Manuel Calvo 
Calvo, contra Isabel Catalán Garnica y 
Fondo de Garantía Salarial, y...

Fallo: que estimando la demanda inter­
puesta por María-Cruz Gastesi Puerta y 
cuatro más, contra Isabel Catalán Cárnica 
y Fondo de Garantía Salarial, declaro 
extinguido el contrato que media entre 
ambas partes y condeno a la empresa a 
estar y pasar por dicho pronunciamiento y 
a hacer pago a los accionantes en concepto 
de indemnización de las sumas siguientes:

1. A Maria-Cruz Gastesi Puerta, 28.575 
pesetas.

2. A Pilar Martínez Usua, 28.575.
3. A María-Inés Garricho Medrano. 

28.575.
4. A María-Carmen Marco del Ricón, 

28.575.
5. A Alfonso-Manuel Calvo, 28.575.
Y absolver al Fondo de Garantía Salarial 

por estar carente de legitimación pasiva en 
este proceso.

Notifíquese a las partes, enterándolas 
que contra la presente resolución, y con­
forme a lo dispuesto en el texto articulado 
de Procedimiento Laboral de 13 de junio de 
1980, contra la sentencia en estos autos 
pronunciada y dentro del término de cinco 
días a contar de su notificación, podrán 
anunciar la interposición de recurso de 
suplicación ante el Tribunal Central de 
Trabajo, manifestándose el Letrado que ha 
de formalizar el mismo.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa de Isabel Catalán Garnica se 
inserta el presente edicto en el “Boletín Ofi­
cial" de la provincia.

Dado en Zaragoza a 2 de abril de 1985. 
El Secretario.

Núm. 19.752

«Sentencia número 224 de 1985. — 
Expedientes 3.726-7 de 1985. - En la ciu­
dad de Zaragoza a 28 de marzo de 1985. — 
El limo, señor don Federico García-Monge 
y Redondo, Magistrado de Trabajo nú­
mero 2 de Zaragoza y su provincia, 
habiendo visto el presente juicio verbal por 
despido, promovido por Angel Bailarín 
Sobrevida y Daría Aldana Lorente, contra 
“Abiel", S. L., que no compareció, y el

Fondo de Garantía Salarial, representado 
por el Letrado Juan A. Ortega Jiménez, y...

Fallo: Que estimando las demandas for­
muladas por los señores Bailarín y Aldana, 
contra ‘Abiel”, S. L., y Fondo de Garantía 
Salarial, debo declarar y declaro haber 
lugar a las mismas, declarando el despido 
improcedente, condenándose a la empresa 
a que, o bien readmita a los actores en sus 
puestos de trabajo y en las mismas condi­
ciones que con anterioridad al despido, o 
les indemnice en las siguientes cantidades: 
A Angel Bailarín Sobrevida, 114.017 pese­
tas, y a Darío Aldana Lorente, 153.151 
pesetas. Se absuelve al Fondo de Garantía 
Salarial por carecer de legitimación pasiva 
para este proceso, cuyo derecho de opción 
deberá ejercitar dentro de los cinco días 
siguientes a la notificación de la presente 
sentencia, entendiéndose que si no ejercita 
tal derecho de opción se entenderá por la 
readmisión, asi como los salarios de trami­
tación a cargo del demandado desde el 2 de 
lebrero de 1985 a la fecha de la notificación 
de esta sentencia, a razón de: al señor 
Bailarín, 2.908 pesetas diarias, y al señor 
Aldana, 2.708 pesetas diarias, a ambos con 
el límite legal de sesenta días computados 
desde la presentación de la demanda.

Notifíquese a las partes, enterándolas 
que, conforme a lo dipuesto en el texto 
refundido de Procedimiento Laboral vigente, 
contra la sentencia en estos autos pronun­
ciada y dentro del término de diez días, 
podrán interponer recurso de casación y 
ante el Tribunal Supremo de Justicia en la 
forma que prevé el artículo 169 del texto 
articulado de Procedimiento Laboral de 13 
de junio de 1980.

Así por esta mi sentencia lo pronuncio, 
mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación 
a la empresa “Abiel", S. L., se inserta el 
presente edicto en el “Boletín Oficial" de la 
provincia.

Dado en Zaragoza a 2 de abril de 1985. — 
El Secretario.

SECCION SEXTA

Núm. 25.777

A N E N T O

Ha sido aprobado definitivamente por el 
Ayuntamiento el presupuesto' municipal 
ordinario para 1985, por el importe de 
10.130.000 pesetas, con el siguiente desarro­
llo a nivel de capítulos:

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos. 541.000 pesetas.
2. Impuestos indirectos. 91.000.
3. Tasas y otros ingresos. 8.590.000.
4. Transferencias corrientes, 290.000.
5. Ingresos patrimoniales, 118.000.
B) Operaciones de capital:
9. Variación de pasivos financieros. 

500.000.
Total ingresos. 10.130.000 pesetas.

Gastos
A) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones del personal. 247.140 

pesetas.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios, 356.360.
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4. Transferencias corrientes, 26.500.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales, 9.500.000.
Tota! gastos, 10.130.000 pesetas.
Anento a 6 de mayo de 1985. — El 

Alcalde.
Núm. 25.773

CALATO R A O
Ha sido aprobado definitivamente por 

este Ayuntamiento el presupuesto munici­
pal ordinario para 1985, por un importe de 
43.275.000 pesetas, nivelado en ingresos y 
gastos, con el siguiente desarrollo a nivel de 
capítulos:

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos, 10.624.000.
2. Impuestos indirectos, 2.370.000.
3. Tasas y otros ingresos, 13.129.000.
4. Transferencias corrientes, 11.808.000.
5. Ingresos patrimoniales, 5.234.000.
B) Operaciones de capital:
6. Enajenación de inversiones reales, 

100.000.
8. Variación de activos financieros, 

10.000.
Total, 43.275.000 pesetas.

Gastos
a) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones del personal, pese­

tas 18.001.264.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios, 16.860.000.
3. Intereses, 544.528.
4. Transferencias corrientes. 1.347.750.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales, 4.800.000.
8. Variación de activos financieros, 

10.000.
9. Variación de pasivos financieros, 

1.711.458.
Total. 43.275.000 pesetas.
Calatorao, 6 de mayo de 1985. — El 

Alcalde.
Núm. 25.776

L E C H O N
Ha sido aprobado definitivamente por el 

Ayuntamiento el presupuesto municipal 
ordinario para 1985^ por el importe de 
3.610.000 pesetas, con el siguiente desarro­
llo a nivel de capítulos:

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos, 754.300 pesetas.
2. Impuestos indirectos. 95.000.
3. Tasas y otros ingresos. 1.699.500.
4. Transferencias corrientes. 850.000.
5. Ingresos patrimoniales, 211.200. 

Total ingresos, 3.610.000 pesetas.
Gastos

A) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones del personal, 450.099 

pesetas.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios, 556.701.
3. Intereses. 300.000.
4. Transferencias corrientes. 43.200.
B) Operaciones de capital:
9. Variación de pasivos financieros, 

2.260.000.
Total gastos, 3.610.000 pesetas.
Lechón a 4 de mayo de 1985. — El 

Alcalde.

Núm. 25.862

MARIA DE HUERVA

Aprobado definitivamente por este Ayun­
tamiento el presupuesto municipal ordina­
rio para 1985, sin reclamación alguna con­
tra el mismo, por un importe de 35.198.275 
pesetas, nivelado en ingresos y gastos, con 
el siguiente desarrollo a nivel de capítulos:

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
I. Impuestos directos, 4.618.800 pesetas.
2. Impuestos indirectos, 873.780.
3. Tasas y otros ingresos, 3.463.700.
4. Transferencias corrientes, 4.058.598.
5. Ingresos patrimoniales, 548.850.
B) Operaciones de capital:
6. Enajenación de inversiones reales. 

21.634.547.
Total, 35.198.275 pesetas.

Gastos
A) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones personal, 3.468.282 

pesetas.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios. 8.398.000.
4. Transferencias corrientes. 841.210.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales. 21.290.783.
9. Variación de pasivos financieros. 

1.200.000.
Total. 35.198.275 pesetas.
María de Huerva a 29 de abril de 1985. 

El Alcalde.

Núm. 25.774

NOMBREVILLA
Ha sido aprobado definitivamente por el 

Ayuntamiento el presupuesto municipal 
ordinario para 1985 por el importe de 
6.352.000 pesetas, con el siguiente desarro­
llo a nivel de capítulos.

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos. 260.000 pesetas.
2. Impuestos indirectos, 25.000.
3. Tasas y otros ingresos, 5.457.000.
4. Transferencias corrientes. 355.000.
5. Ingresos patrimoniales, 255.000.
Total ingresos, 6.352.000 pesetas.

Gastos
A) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones del personal. 300.144.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios. 288.566.
4. Transferencias corrientes, 28.000.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales, 5.635.290.
9. Variación de pasivos financieros. 

100.000.
Total gastos, 6.352.000 pesetas.
Nombrevilia a 4 de mayo de 1985. — El 

Alcalde. Enrique Lafuente.

Núm. 25.863

NOVILLAS

Por don Angel Irún Irún se ha solicitado 
licencia para instalar un bar. con emplaza­
miento en calle Los Huertos, sin número.

Lo que se hace público, en cumplimiento 
de lo preceptuado en el artículo 30 del 
Reglamento de Actividades Molestas, Insa­
lubres, Nocivas y Peligrosas de 30 de 
noviembre de 1961, a fin de que quienes se 
consideren afectados de algún modo por la 
actividad de referencia puedan formular 
por escrito, que presentarán en la Secreta­
ría de! Ayuntamiento, las observaciones 
pertinentes durante el plazo de diez días 
hábiles.

Novillas a 8 de mayo de 1985. — El 
Alcalde.

Núm. 25.775

RETASCON

Ha sido aprobado definitivamente por el 
Ayuntamiento el presupuesto municipal 
ordinario para 1985 por el importe de 
3.384.000 pesetas, con el siguiente desarro­
llo a nivel de capítulos:

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos, 540.000.
2. Impuestos indirectos, 130.000.
3. Tasas y otros ingresos, 1.413.000.
4. Transferencias corrientes, 650.000.
5. Ingresos patrimoniales, 651.000. 
Total ingresos, 3.384.000 pesetas.

Gastos
A) Operaciones corrientes: 
1. Remuneraciones del personal. 694.952.
2. Compra de bienes corrientes y de 

servicios. 877.000.
4. Transferencias corrientes. 62.048.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales. I.55O.OOO.
9. Variación de pasivos financieros. 

200.000.
Total gastos. 3.384.000 pesetas.
Retascón. 4 de mayo de 1985. — El 

Alcalde.

Núm. 25.789

T E R R E R
Concurso explotación piscina pública

Por acuerdo adoptado en sesión plenaria 
de fecha 30 de abril último, se abre el 
período de presentación de proposiciones 
durante quince días hábiles, contados a 
partir de la publicación de este anuncio en 
el “Boletín Oficial” de la provincia, para la 
adjudicación, mediante concurso, de Ia 
explotación de la piscina municipal.

Las proposiciones para este concurso $e 
presentarán en la Secretaría del Ayunta­
miento. en sobre cerrado, con la referencia 
“proposición para el concurso convocad^ 
por el Ayuntamiento de Terrer para Ia 
adjudicación de la concesión del servicio d< 
piscinas públicas municipales”.

El sobre deberá contener toda la docu­
mentación a que se refiere el pliego de con­
diciones económico-administrativas. api"e' 
bado en fecha 29 de febrero de 1984. y cuy0 
resumen fue publicado en los “Boietin°? 
Oficiales" de la provincia números 69 y o4- । 
de 24 de marzo y 17 de marzo respe1' 
tivamente.

Terrer a 6 de mayo de 1985. — 
Alcalde. Angel T. Martínez Moral.
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Núm. 25.770

VALPALMAS
La Corporación municipal, en sesión 

extraordinaria del día 2 de mayo de 1985, 
acordó la aprobación definitiva del presu­
puesto municipal ordinario del año en curso

Ingresos
A) Operaciones corrientes:
1. Impuestos directos, 1.447.716.
2. Impuestos indirectos, 181.000.
3. Tasas y otros ingresos, 2.748.483.
4. Transferencias corrientes. 1.061.477. 
5. Ingresos patrimoniales, 1.170.486.
B) Operaciones de capital: 
7. Transferencias capital. 1.284.983. 
Total ingresos. 7.894.145 pesetas.

Gastos
A) Operaciones corrientes:
1. Remuneraciones de personal. 2.786.770.
2. Compra de bienes corrientes y servi­

cios. 2.065.325.
4. Transferencias corrientes. 58.242.
B) Operaciones de capital:
6. Inversiones reales. 2.669.966.
9. Variación de pasivos financieros, 

313.842.
Total, 7.894.145 pesetas.
Valpalmas. 4 de mayo de 1985. — El 

Alcalde. Ismael Gallego.

SECCION SEPTIMA

ADMINISTRACION 
DE JUSTICIA

Núm. 21.889

AUDIENCIA TERRITORIAL
Don José-Maria Peláez Sáinz, Secretario de 

Sala de la Excma. Audiencia Territorial 
de Zaragoza;
Certifica: Que por la Sala de lo Civil de 

esta Territorial, y en la apelación de los 
autos a que luego se hará mención, se dictó 
a sentencia cuyos encabezamiento y parte 

u,spositiva son del tenor literal siguiente:
«Sentencia número 171. — limos, seño­

res: Presidente, don Constancio Diez For-
Magistrados, don Joaquín Cereceda 

arquínez y don Javier Casamayor Pérez. 
J1 *a Inmortal Ciudad de Zaragoza a 9 de 
ni de 1985. — Visto por la Sala de lo 

lvil de esta Audiencia Territorial el 
curso de apelación de los autos del pro­
so de mayor cuantía número 130 de 1981, 

cia°dedenteS de* Juz8ado de primera instan- 
a de Jaca, en el que es apelante el actor 

d n Anton>o Martínez Doñate, profesor, y 
p'U'iciliado en Hellin. representado por el 
II Ocurador don Manuel Sancho Caste- 
| ,.no y dirigido por el Letrado don José- 
d ? D'rralba Marco, y apelada, la deman- 
Se03 H*sPania> Compañía General de 
ren UI0S‘,’ domiciliada en Barcelona, 
rePresen,lada por el Procurador don Flo- 
Le^'a ^asanova Zabay y dirigida por el 
sien] ° d°n Antonio Teixeira Gracianeta, 
inst- ° demandado incomparecido en ambas 
Ani nClaS y en ^bcldía don Eduardo- 
dom"111" ^ar°do Pausa, representante, y 
tenc^1''111*0 en Zaragoza, ejercitándose pre­

sión reclamando cantidad, y...
ape¡d Que estimando el recurso de 
de ddClOn interpuesto por la representación

n Antonio Martínez Doñate y revo­

cando la sentencia dictada en 24 de julio de 
1982 por el señor Juez de primera instancia 
de Jaca en los aludidos autos, debemos 
condenar y condenamos a los demandados 
don Eduardo-Antonio Tarodo Pausa y a la 
sociedad “Hispania, Compañía General de 
Seguros”, S. A., a satisfacer solidariamente 
al actor, como representante legal de su hija 
menor, la cantidad de 5.000.000 de pesetas 
por la incapacidad total, estado de sub­
normalidad y daños morales de aquélla, sin 
costas en ambas instancias.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
notificará al demandado en rebeldía en la 
forma establecida en los artículos 769 y 770 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
que se unirá testimonio al rollo y proceso 
original, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. — Constancio Diez. — Joaquín 
Cereceda. — Javier Casamayor.» (Rubri­
cados.)

Asi resulta de su original, a que me 
remito. Y para que conste y remitir al 
‘Boletín Oficiar- de la provincia para su 

publicación al objeto de que sirva de notifi­
cación en forma al demandado incompare­
cido en apelación don Eduardo-Antonio 
Tarodo Pausa, extiendo y firmo la presente 
certificación, con el visto bueno del ilustrí- 
simo señor Presidente de la Sala, en la 
Inmortal Ciudad de Zaragoza a quince de 
abril de mil novecientos ochenta y cinco. — 
El Secretario, José-Maria Peláez. — Visto 
bueno: El Presidente de Sala, Constancio 
Diez.

Núm. 21.890

AUDIENCIA TERRITORIAL
Don José-Maria Peláez Sáinz, Secretario 

de Sala de la Excma. Audiencia Territorial 
de Zaragoza;
Certifica: Que por la Sala de lo Civil de 

esta Audiencia Territorial, y en la apelación 
de los autos a que luego se hará mención, se 
dictó la sentencia cuyos encabezamiento y 
parte dispositiva son del tenor literal 
siguiente:

«Sentencia número 131. — limos, seño­
res: Presidente, don José de Luna Gue­
rrero. Magistrados, don Constancio Diez 
Forniés, don Joaquín Cereceda Marquínez 
y don Javier Casamayor Pérez. — En la 
Inmortal Ciudad de Zaragoza a 18 de 
marzo de 1985. — Visto por la Sala de lo 
Civil de esta Audiencia Territorial el 
recurso de apelación de los autos del pro­
ceso incidental número 1.690 de 1983, pro­
cedentes del Juzgado de primera instancia 
número 2 de Zaragoza, en el que es ape­
lante el demandado don José-Maria Casa- 
mayor Baranda, industrial, y domiciliado en 
esta capital, representado por la Procura­
dora doña Ana F. Vallés Valera y dirigido 
por el Letrado don Antonio Orús Casa- 
mián. y apelado, el actor don Joaquín 
Tremps Morer. pensionista, y domiciliado 
en esta ciudad, representado por la Procu­
radora doña Inmaculada Isiegas Cerner y 
dirigido por el Letrado don Javier Muná- 
rriz Bermudo, siendo también demandada, 
incomparecida en ambas instancias y en 
rebeldía, “Embalajes La Cartuja", S. A., 
domiciliada en esta población, ejercitán­
dose pretensión de resolución de contrato 
de arrendamiento de local, y...

Fallamos: Que desestimando el recurso 
de apelación interpuesto por la representa­
ción de don José-Maria Casamayor Baranda, 
debemos confirmar y confirmamos la sen­
tencia dictada en 25 de febrero de 1984 por

el señor Juez de primera instancia del 
número 2 de Zaragoza en los aludidos 
autos, con costas de la segunda instancia al 
apelante.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
notificará a la demandada en rebeldía en la 
forma prevista por los artículos 769 y 770 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la 
que se unirá testimonio al rollo y proceso 
original, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. — José de Luna. — Constancio 
Diez. — Joaquín Cereceda. — Javier 
Casamayor.» (Rubricados.)

Así resulta de su original, a que me 
remito. Y par que conste y remitir al “Bole­
tín Oficial" de la provincia para su publica­
ción al objeto de que sirva de notificación 
en forma a la demandada incomparecida en 
apelación “Embalajes La Cartuja’'. S. A., 
extiendo y firmo la presente certificación, 
con el visto bueno del limo, señor Presi­
dente de la Sala, en la Inmortal Ciudad de 
Zaragoza a once de abril de mil novecientos 
ochenta y cinco. — El Secretario, José- 
Maria Peláez. — Visto bueno: El Presi­
dente de Sala, José de Luna.

Núm. 24.136

AUDIENCIA TERRITORIAL
Cédula de citación

La Sala de lo Civil de esta Excelentísima 
Audiencia Territorial, en la apelación de 
autos de menor cuantía instados ante el 
Juzgado de primera instancia número 1 de 
esta ciudad por don José-Antonio Gutié­
rrez Gimeno. contra don Benjamín Moya 
Herranz. en resolución de esta fecha he 
acordado citar a don Benjamín Moya 
Herranz. en ignorado paradero, para que 
en plazo de quince días comparezca ante 
esta Sala para notificarle tasación de costas 
y requerirle al pago de las mismas, que han 
sido causadas en el recurso de apelación 
indicado.

Y para que sirva de citación al referido 
señor Moya Herranz. expido la presente en 
Zaragoza a veinticinco de abril de mil 
novecientos ochenta y cinco. — El Secreta­
rio de Sala.

Núm. 24.420

AUDIENCIA TERRITORIAL

Don José-Maria Peláez Sáinz. Secretario de 
Sala de la Excma. Audiencia Territorial 
de Zaragoza;
Certifica: Que por la Sala de lo Civil de 

esta Audiencia Territorial, y en la apelación 
de los autos a que luego se hará mención, se 
dictó la sentencia cuyos encabezamiento y 
parte dispostiva son del tenor literal si­
guiente:

«Sentencia número 182. — limos, seño­
res: Presidente, don José de Luna Gue­
rrero. Magistrados. don Constancio Diez 
Forniés. don Joaquín Cereceda Maquínez y 
don Javier Casamayor Pérez. — En Zara­
goza a 22 de abril de 1985. — Vistos por la 
Sala de lo Civil de esta Audiencia Territo­
rial los presentes autos de juicio declarativo 
ordinario de mayor cuantía, procedentes 
del Juzgado de primera instancia número 2 
de Zaragoza, seguido entre partes: de la 
una. y como demandante. Comunidad de 
propietarios de la casa número I de la calle 
Felisa Galé, de Zaragoza, representada por 
el Procurador don Fernando Peiré Aguirre 
y asistida del Letrado don Dionisio Este­
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ban Porras, y de la otra, y como demanda­
dos. los cónyuges don Joaquín del Val 
Esteban, licenciado en Derecho, y doña 
Pilar Faro Ruiz, sin profesión especial, 
ambos mayores de edad y vecinos de Zara­
goza. representado por el Procurador don 
José-Antonio Faro Moreno, sustituido en 
esta segunda instancia, por jubilación, por 
su compañero don Fernando Alfaro Gracia 
y asistidos del Letrado don Juan-Antonio 
Áragüés Naudín; don José-Luis Rivero 
Solano, mayor de edad, casado, arquitecto 
y vecino de Zaragoza, representado por el 
Procurador don Marcial-José Bibián Fie­
rro y asistido del Letrado don Antonio Tei- 
xeira Gracianeta: don José Pérez Gil. 
mayor de edad, casado, aparejador y 
vecino de Zaragoza, representado por el 
Procurador don Manuel Sancho Castellano 
y asistido de la Letrada doña María- 
Angeles Fanlo. e “Inmobiliaria Santa Isa­
bel”. S. A., domiciliada en Zaragoza, que 
no ha comparecido en este recurso: autos 
que penden ante esta Sala para resolver el 
recurso de apelación interpuesto por la 
actora contra la sentencia que en primera 
instancia y en las actuaciones de las que el 
actual rollo dimana dictó el Juzgado de su 
procedencia; sobre indemnización por 
ruina...

Fallamos: Que estimando en parte el 
recurso de apelación interpuesto por la 
Comunidad de propietarios de la casa 
número I de la calle Felisa Calé, de esta 
ciudad, y con revocación parcial de la sen­
tencia dictada por el limo, señor Magis­
trado-Juez de primera instancia del núme­
ro 2 de Zaragoza, y estimando en parte la 
demanda, debemos condenar y condena­
mos a don Joaquín del Val Esteban, don 
José-Luis Rivero Solano y don José Pérez 
Gil a que solidariamente indemnicen a la 
mencionada Comunidad en cuantos gastos, 
daños y perjuicios resulten del derrumba­
miento y reconstrucción del muro de 
corrimiento Oeste del edificio perteneciente 
a la Comunidad actora. lo que se fijará en 
ejecución de sentencia. Y debo absolver y 
absuelvo de la demanda a doña Pilar Faro 
Ruiz y a “Inmobiliaria Santa Isabel". S. A. 
No se hace condena en las costas de ambas 
instancias.

Asi por esta nuestra sentencia lo pronun­
ciamos. mandamos y firmamos. — José de 
Luna. — Constancio Diez. — Joaquín 
Cereceda. — Javier Casamayor.» (Rubri­
cados.)

Así resulta de su original, a que me 
remito. Y para que conste y remitir al 
“Boletín Oficial" de la provincia para su 
publicación, al objeto de que sirva de noti­
ficación en forma a la demandada incom­
parecida en apelación, “Inmobiliaria Santa 
Isabel". S. A., extiendo y firmo la presente 
certificación, con el visto bueno del ilustrí- 
simo señor Presidente de la Sala, en la 
Inmortal Ciudad de Zaragoza a veintinueve 
de abril de mil novecientos ochenta y cinco. 
El Secretario. José-María Peláez. — 
Visto bueno: El Presidente de Sala. José de 
Luna.

Juzgados 
de Primera Instancia

Núm. 25.100
JUZGADO NUM. 1

El Juez de primera instancia del número 1 
de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos número 184 de 

1985. a instancia de la actora Caja de Aho­
rros de la Inmaculada de Aragón, represen­

tada por el Procurador señor Magro, y 
siendo demandados don Fernando Belsué 
Olóriz y su esposa, doña María-Soledad 
Guillorme Sanz. solid., con domicilio en 
Zaragoza (Pablo Iglesias. 21, 8.° B), se ha 
acordado librar el presente y su publicación 
por término de ocho días, anunciándose la 
venta pública de los bienes embargados 
como de la propiedad de éste, que con su 
valor de tasación se expresarán, en las 
siguientes condiciones:

1 1 Para tomar parte deberán consig­
narse previamente el 20 % de dichos pre­
cios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, 
en sobre cerrado, depositado en la Mesa del 
Juzgado con anterioridad a iniciarse la 
licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4.a Los bienes no se hallan depositados.
5.a Tendrá lugar en este Juzgado, a las 

diez horas de las siguientes fechas:
Primera subasta, el 5 de junio próximo; 

en ella no se admitirán posturas inferiores a 
las dos terceras partes de dichos avalúos. 
De no cubrirse lo reclamado y quedar 
desierta en todo o en parte, segunda, 
subasta el 20 de junio siguiente: en ésta las 
posturas no serán inferiores a la mitad de 
los avalúos. De darse las mismas circuns­
tancias. tercera subasta el 4 de julio pró­
ximo inmediato, y será sin sujeción a tipo.

Son dichos bienes:
I. Un televisor en color, marca “Emer­

son". de 26 pulgadas: tasado en 50.000 
pesetas.

2. Un coche marca “Seat", modelo 124, 
matrícula Z-5612-F. en color blanco; tasado 
en 100.000 pesetas.

3. Un frigorífico de dos puertas, marca 
“Zanussi”; tasado en 15.000 pesetas.

Dado en Zaragoza a treinta de abril de 
mil novecientos ochenta y cinco. — El 
Juez. — El Secretario.

Núm. 24.604

JUZGADO NUM. 1
El limo, señor don Vicente García-Rcdeja 

y Fernández, Juez de primera instancia 
del número 1 de Zaragoza;
Hace saber: Que el día TI de junio de 

1985, a las diez horas de su mañana, tendrá 
lugar en este Juzgado la venta en pública y 
segunda subasta, para la que servirá de tipo 
el 75 °7( de tasación, de la finca hipotecada 
que se describe a continuación, acordada 
en procedimiento del artículo 131 de la Ley 
Hipotecaria, tramitado con el número 
1.659 de 1984. a instancia de “Pygasa. Pien­
sos y Ganados”, S. A., representada por el 
Procurador señor Peiré, contra “Granja 
Avícola El Romeral", S. A. ■

Finca destinada a granja avícola, deno­
minada “El Romeral", sita en término 
municipal de La Almunia, partida de “El 
Romeral", con una extensión superficial 
total de 32.400 metros cuadrados. La parte 
edificada consta de seis naves de una sola 
planta, tres de ellas con una superficie de 
unos 1.500.12 metros cuadrados cada una, 
dos de 1.953 metros cuadrados también 
cada una y la última de 2.709 metros cua­
drados, y de un edificio de dos plantas, des­
tinado a vivienda del guarda, con una 
superficie de planta baja de unos 72 metros 
cuadrados. En total, lo edificado en planta 
baja asciende a 11.223 metros cuadrados. 
El resto hasta la cabida total corresponde al 
terreno anexo a dichas edificaciones. Lin­
deros de toda la finca: Norte, Antonio y

Pedro Lorén Latorre y Manuel Tello Gar­
cía; Sur, Manuel Tello García, Dolores 
Ardid, Andrés Agudo y Pedro Lorén Lato­
rre; Este, carretera de Alpartir y Manuel 
Tello García, y Oeste, Pedro Lorén Lato­
rre. En el Catastro, parcelas 100, 101, 105, 
106 y 108 del polígono 44. Inscrita al folio 
35 vuelto del tomo 1.574, libro 134 de La 
Almunia, finca número 8.589, inscripción 
cuarta. Valorada a efectos de subasta en 
300.000.000 de pesetas.

La hipoteca se extiende a cuanto deter­
minan los artículos 110 y 111 de la Ley 
Hipotecaria y a las edificaciones construi­
das en la finca por la parte hipotecante o 
deudora.

Se advierte a los licitadores: Que para 
tomar parte en la subasta deberán consig­
nar previamente el 10 % del precio que 
sirve de tipo para esta segunda subasta y 
que no se admitirán posturas inferiores al 
mismo; que los autos y certificación a que 
se refiere la regla cuarta están de manifiesto 
en Secretaría, y que las cargas o gravámenes 
anteriores y los preferentes, si los hubiere, 
al crédito de la actora quedarán subsisten­
tes y sin cancelar, entendiéndose que el 
rematante los acepta y queda subrogado en 
la responsabilidad de los mismos, sin desti­
narse a su extinción el precio del remate, el 
que podrá hacerse en calidad de ceder a 
tercero.

Dado en Zaragoza a veintinueve de abril 
de mil novecientos ochenta y cinco. - El 
Juez, Vicente García-Rodeja. — El Secre­
tario.

Núm. 25.105

JUZGADO NUM. 1
El Juez de primera instancia del número I 

de Zaragoza:
Hace saber: Que en autos número 178 de 

1985, a instancia de Antonio Puyal Lalana. 
representado por el Procurador señor Gar­
cía Anadón, y siendo demandados Armando 
Comín Pardillos y Teresa Vidiella. con 
domicilio en Zaragoza (calle Cereros. 8. 3.8 
izquierda), se ha acordado librar el presente 
y su publicación por término de ocho días, 
anunciándose la venta pública de los bienes 
embargados como de la propiedad de éstos, 
que con su valor de tasación se expresarán, 
en las siguientes condiciones:

1 .a Para tomar parte deberá consig­
narse previamente el 20 % de dichos pre­
cios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, 
en sobre cerrado, depositado en la Mesa del 
Juzgado con anterioridad a iniciarse la 
licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .a Los bienes se encuentran deposita­

dos en la persona de Antonio Tirado Bos- 
quet.

5 .a Tendrá lugar en este Juzgado, a la5 
10.00 horas de las siguientes fechas:

Primera subasta, el 5 de junio próximo- 
en ella no se admitirán posturas inferiores a 
las dos terceras partes de dichos avalúos 
De no cubrirse lo reclamado y quedar 
desierta en todo o en parte, segunda 
subasta el 20 de junio siguiente; en ésta la- 
posturas no serán inferiores a la mitad de 
los avalúos. De darse las mismas circuns­
tancias. tercera subasta el 4 de julio pr0' 
ximo inmediato, y será sin sujeción a tipo-

Son dichos bienes:
Un coche marca “Dodge Dart". con pla' 

ca de matrícula M-477.488; tasado e” 
30.000 pesetas.
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Un frigorífico marca “Aspes”, con una 
puerta; en 8.000.

Una librería estantería, de madera, color 
granate, de tres cuerpos, de unos 2.60 
metros aproximadamente: en 20.000.

Un sofá de tres plazas, color beige. tapi­
zado en tela; en 15.000.

Un taquillón laqueado en blanco, de cuatro 
cajones y dos puertas; en 6.000.

Una mesa tipo libro, de madera, color 
granate, en buen estado: en 5.000 pesetas.

Dado en Zaragoza a veintinueve de abril 
de mil novecientos ochenta y cinco. — El 
Juez. — El Secretario.

Núm. 25.573

JUZGADO NUM. 1

El Juez de primera instancia del número I 
de los de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos número 1.233 

de 1984. a instancia del actor Antonio 
Murillo Resano, representado por la Pro,- 
curadora señora Bonilla, y siendo deman­
dado Rafael Baldrés Bordonaba, con domi­
cilio en Zaragoza (calle Estébanes, 18). se 
ha acorado librar el presente y su publica­
ción por término de veinte días, anuncián­
dose la venta pública de los bienes embar­
gados como de la propiedad de éste, que 
con su valor de tasación se expresarán, en 
las siguientes condiciones:

1 .a Para tomar parte deberá consig­
narse previamente el 20 por 100 de dichos 
precios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, 
en sobre cerrado, depositado en la Mesa del 
Juzgado con anterioridad a iniciarse la 
licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .a De los bienes se bombró depositario 

a don Antonio Tirado Bosquet. sin que 
conste que se haya hecho cargo de ellos.

5 .a Tendrá lugar en este Juzgado, a las 
diez horas de las siguientes fechas:

Primera subasta, el 13 de junio próximo; 
en ella no se admitirán posturas inferiores a 
las dos terceras partes de dichos avalúos. 
De no cubrirse lo reclamado y quedar 
desierta en todo o en parte, segunda 
subasta el 11 de julio siguiente; en ésta las 
posturas no serán inferiores a la mitad de 
los avalúos. De darse las mismas circuns­
tancias. tercera subasta el 12 de septiembre 
próximo inmediato, y será sin sujeción a 
tipo.

Son dichos bienes:
Una caja registradora, marca “Gold”, 

modelo 802; tasada en 30.000 pesetas.
Una caja registradora, marca “Sharp"; 

en 20.000.
Un aparato de aire acondicionado, marca 

“Air Well”; en 70.000.
Nueve cassettes de la casa “Bélter”. 

número de referencia 91882; en 990.
Doce cassettes marca “Polydor", número 

de referencia 3150292; en 1.320.
Quince cassettes de la casa “Cardisc”, 

número de referencia C-2035; en 1.650.
Doce cassettes de la casa “Alympo", 

número de referencia C-652; en 1.320.
Veintisiete cassettes de la casa “Decca”. 

modelo SKC. número de referencia 30514; 
en 2.970.

Doscientos discos long-play, de diferen­
tes casas discográficas, cantantes, etc.: en 
30.000.

Cuarenta cassettes de la casa “Decca", 
Modelo SKC, número de referencia 5019; 
en 4.400.

Un equipo de música, estereofónico, 
compuesto de tres platos y tres bailes, 
marca “Roselson”; en 45.000.

Los derechos de propiedad o traspaso 
que le corresponden al demandado sobre el 
local comercial destinado a tienda de venta 
de discos y cassettes, denominado “Discos 
Val", sito en esta ciudad (calle Estébanes, 
número 18); tasados en 500.000 pesetas.

Se advierte a los licitadores, por lo que se 
refiere al derecho de traspaso, que el adqui- 
rente contraerá la obligación de permane­
cer en el local durante el tiempo de un año y 
destinarlo durante el mismo a negocio de la 
misma clase que viene ejerciendo el arren­
datario demandado.

Dado en Zaragoza a treinta de abril de 
mil novecientos ochenta y cinco. - El 
Juez. — El Secretario.

Núm. 25.576

JUZGADO NUM. 4

El Juez de primera instancia del número 4 
de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos número 1.362 

de 1984-B. a instancia de “Balay". S. A., 
representada por el Procurador señor Rey 
Urbez. y siendo demandada “Egokia”. 
S. L.. con domicilio en Hernani (polígono 
“Enciago”. pabellón número 7), se ha 
acordado librar el presente y su publicación 
por término de veinte días, anunciándose la 
venta pública de los bienes embargados 
como de la propiedad de éste, que con su 
valor de tasación se expresarán, en las 
siguientes condiciones:

I .' Para tomar parte deberá consig­
narse previamente el 20 % de dichos pre­
cios de tasación.

2 .' Se admitirán posturas por escrito, 
en sobre cerrado, depositado en la Mesa del 
Juzgado con anterioridad a iniciarse la 
licitación.

3 .' Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .' Tendrá lugar en este Juzgado, a las 

10.00 horas de las siguientes fechas:
Primera subasta, el 12 de junio próximo: 

en ella no se admitirán posturas inferiores a 
las dos terceras partes de dichos avalúos. 
De no cubrirse lo reclamado y quedar 
desierta en todo o en parte, segunda 
subasta el 8 de julio siguiente; en ésta las 
posturas no serán inferiores a la mitad de 
los avalúos. De darse las mismas circuns­
tancias. tercera subasta el 3 de septiembre 
próximo inmediato, y será sin sujeción 
a tipo.

Son dichos bienes:
I. Un furgón marca “Avia", modelo 

2.600. matricula SS-5453-S: en 400.000 
pesetas.

2. Una máquina de escribir eléctrica, 
marca “Hispano-Olivetti”. modelo “Lexi­
cón 82": en 18.000.

3. Dos despachos, compuestos de una 
mesa metálica y un escritorio de madera 
con tres sillas y un sillón cada despacho: en 
60.000.

4. Dos radiadores eléctricos, marca 
“Garza": en 5.000.

5. Una calculadora con rodillo, marca 
"Olivetti", modelo “Logos 49": en 8.000.

6. Un compresor marca “Samu". de 15 
atmósferas; en 50.000.

Total. 541.000 pesetas.
Dado en Zaragoza a dos de mayo de mil 

novecientos ochenta y cinco. — El Juez. — 
El Secretario.

Núm. 25.583

JUZGADO NUM. 4

Don Santiago Pérez Legasa, Juez de pri­
mera instancia del número 4 de los de 
esta capital;
Hace saber: Que en este Juzgado y al 

número 1.482 de 1983 se sigue expediente 
de dominio, instado por el Procurador don 
Miguel Campo Santolaria, en nombre y 
representación de don Lorenzo Román 
Aldea, mayor de edad, vigilante y de esta 
vecindad, para la inscripción en el Registro 
de la Propiedad de la siguiente finca:

Terreno en el paraje del “Coto", del tér­
mino de Casetas, de esta ciudad, parte de la 
parcela 50. Ocupa una superficie de unos 
2.080 metros cuadrados. Linda: Norte, 
Pablo Margalejo; Este, resto de la finca, 
que se adjudica a don Juan-Antonio 
Román Aldea; Sur, Mamés Román y 
Casimiro Román, y Oeste, porción segre­
gada, que se adjudica a don Francisco 
Román Aldea.

Y en virtud de lo acordado en proveído 
de esta fecha, se cita a doña Aurora y doña 
Pilar Izaguirre, que se hallan en paradero 
desconocido, para que dentro del plazo de 
diez días, siguientes a la publicación de este 
edicto, puedan comparecer en este Juzgado 
y alegar lo que a su derecho convenga, pre­
viniéndoles que en otro caso les parará el 
perjuicio a que hubiere lugar en derecho.

Dado en Zaragoza a tres de mayo de mil 
novecientos ochenta y cinco. — El Juez. 
Santiago Pérez. — El Secretario.

Núm. 25.111

JUZGADO NUM. 5

Cédula de emplazamiento

En cumplimiento de providencia dictada 
con esta fecha por el limo, señor Magis­
trado-Juez de primera instancia del nú­
mero 5 de los de Zaragoza en autos núme­
ro 150 de 1985-A. promovidos por la 
Procuradora señora Sierra Parroque, desig­
nada en turno de oficio, en nombre de doña 
Mana del Pilar Cavero Cortés, que litiga de 
momento con beneficio de justicia gratuita, 
contra el esposo de ésta, don Rudolpho 
Garza Chacón, mayor de edad, en la actua­
lidad en ignorado paradero, sobre divorcio, 
por la presente se emplaza a dicho deman­
dado para que en el plazo de veinte días 
comparezca en forma en dichos autos en 
este Juzgado (calle Costa. 8. 3.° izquierda) 
y conteste a la demanda, bajo apercibi­
miento de que si no lo verifica le parará el 
perjuicio a que hubiere lugar en derecho, 
siguiéndose el juicio en su rebeldía.

Dado en Zaragoza a dos de mayo de mil 
novecientos ochenta y cinco. — El Secre­
tario.

Núm. 25.584

T A R A Z O N A
Doña Nerea Juste Diez de Pinds, Juez del ' 

Juzgado de primera instancia de Tarazona 
(Zaragoza); '
Hace saber: Que en este Juzgado y bajo 

el número 31 de 1985, se tramita expediente 
sobre declaración de herederos “ab intes- 
tato", a instancias de don Pedro García 
Enériz, mayor de edad, casado, jubilado, y 
de esta vecindad (Visconti, 34), en reclama­
ción, como único heredero, de la herencia 
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del causante don Emilio García Enériz, 
mayor de edad, soltero, sin ascendientes, 
natural y vecino que fue de esta ciudad, y 
que falleció sin otorgar testamento.

En su virtud, por el presente se anuncia 
la muerte sin testar de don Emilio García 
Enériz y se convoca a cuantas personas se 
crean con derecho a su herencia a fin de que 
comparezcan ante este Juzgado (sito en 
avenida de Navarra. I, primero) dentro del 
término de treinta días a usar de su 
derecho.

Dado en Tarazona a veintidós de abril de 
mil novecientos ochenta y cinco. — La 
Juez, Nerea Juste. — El Secretario.

Juzgados de Distrito
Núm. 25.113

JUZGADO NUM. 4

Cédula de citación

En providencia dictada en el día de la 
fecha, en el juicio verbal de faltas número 
42 de 1985. se ha acordado citar en el 
“Boletín Oficial” de la provincia a Rafael 
Patón Conde, de ignorado paradero y que 
antes lo tuvo en calle San Antonio. 62. 2.° 
interior, para que comparezca ante este 
Juzgado (sito en la plaza del Pilar. 2. 4.a 
planta) el día 11 de junio próximo y hora de 
las 10.20. al objeto de celebrar juicio verbal 
de faltas, por amenazas, debiendo compa­
recer con los medios de prueba de que 
intente valerse.

Zaragoza a treinta de abril de mil nove­
cientos ochenta y cinco. — El Secretario.

Núm. 24.364

JUZGADO NUM. 5

El Juez de distrito del Juzgado número 5 
de Zaragoza;
Hace saber: Que en autos de juicio de 

cognición número 324 de 1984. a instancia 
de la actora “Cervantes”. S. A., represen­
tada por el Procurador señor García Ana­
dón. contra “Muebles y Decoración Zara­
goza”. S. A., con domicilio en Utebo. se ha 
acordado librar el presente y su publicación 
por término de ocho días, anunciándose la 
venta pública de los bienes embargados 
como de la propiedad de éste, que con su 
valor de tasación se expresarán, en las 
siguientes condiciones:

1 .a Para tomar parte deberá consig­
narse previamente el 20 % de dichos pre­
cios de tasación.

2 .a Se admitirán posturas por escrito, 
en sobre cerrado, depositado en la Mesa del 
Juzgado con anterioridad a iniciarse la 
licitación.

3 .a Dicho remate podrá cederse a tercero.
4 .a Tendrá lugar en este Juzgado, a las 

11.00 horas de las siguientes fechas:

Primera subasta, el 11 de junio de 1985; 
en ella no se admitirán posturas inferiores a 
las dos terceras partes de dichos avalúos. 
De no cubrirse lo reclamado y quedar 
desierta en todo o en parte, segunda 
subasta el 28 de junio siguiente; en ésta las 
posturas no serán inferiores a la mitad de 
los avalúos. De darse las mismas circuns­
tancias. tercera subasta el 16 de julio pró­
ximo inmediato, y será sin sujeción a tipo.

Son dichos bienes:
Un ordenador marca “Philips”, modelo 

320: tasado en 250.000 pesetas.
Dado en Zaragoza a veintiséis de abril de 

mil novecientos ochenta y cinco. — El 
Juez. — El Secretario.

Núm. 25.339

JUZGADO NUM. 6
Cédula de citación

En providencia dictada en el día de la 
fecha, enjuicio verbal de faltas número 410 
de 1985, se ha acordado citar en el “Boletín 
Oficial" de la provincia a Enrique Ambite 
Martín, de ignorado paradero, para que 
comparezca ante este Juzgado de distrito 
(sito en la plaza del Pilar, 2, 4.a planta) el 
día 3 de junio, y hora de las diez, al objeto 
de celebrar juicio verbal de faltas por daños 
en imprudencia, debiendo comparecer con 
los medios de prueba de que intente valerse. 

Zaragoza a seis de mayo de mil novecien­
tos ochenta y cinco. - El Secretario.

Núm. 25.340

JUZGADO NUM. 6

Cédula de citación

En providencia dictada en el día de la 
fecha en juicio verbal de faltas número 1.224 
de 1984 se ha acordado citar en el “Boletín 
Oficial” de la provincia a don José-Miguel 
Moreno Mur. de ignorado paradero, para 
que comparezca ante este Juzgado de dis­
trito (sito en la plaza del Pilar. 2, 4.a planta) 
el día 12 de junio, y hora de las diez, al 
objeto de celebrar juicio verbal de faltas 
por daños en imprudencia, debiendo com­
parecer con los medios de prueba de que 
intente valerse.

Zaragoza a seis de mayo de mil novecien­
tos ochenta y cinco. - El Secretario.

Núm. 25.118

JUZGADO NUM. 8

Citación por edicto

En virtud de lo acordado en providencia 
de esta fecha, dictada en autos de juicio de 
faltas número 243 de 1985. seguidos por 
daños en accidente de tráfico ocurrido el 
día 28 de enero de 1985, contra Segundo

Sanz Lamas, por el presente se cita al 
mismo, sin domicilio conocido en España, 
al objeto de que comparezca ante el Juz­
gado de distrito número 8 de Zaragoza el 
día 3 del próximo mes de junio y hora de las 
11.00, a fin de asistir a la celebración del 
correspondiente juicio oral, al que deberá 
concurrir con los medios de prueba de que 
intente valerse y bajo los apercibimientos 
legales.

Y para que conste, de orden del señor 
Juez, expido el presente en Zaragoza a 
veintinueve de abril de mil novecientos 
ochenta y cinco. — El Secretario.

Núm. 25.199

JUZGADO NUM. 1. — ALGECIRAS

En el juicio de faltas número 1.102 de 1984. 
tramitado en este Juzgado por estafa, contra 
Félix Erruz Recaj. de ignorado paradero, y 
como perjudicado el hotel "Al-Mar". se ha 
dictado sentencia, con fecha 16 de abril de 
1985. cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallo: Que debo condenar y condeno a 
Félix Erruz Recaj. como responsable cri­
minal. en concepto de autor, de una falta 
contra la propiedad anteriormente defi­
nida. a la pena de 5 días de arresto menor, 
abono de las costas procesales e indemniza­
ción a favor de Luis Martín Martín en la 
cantidad de 21.910 pesetas, cantidad que 
devengará el interés legalmente previsto en 
el articulo 921 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.»

Y para que sirva de notificación en forma 
al referido condenado Félix Erruz Recaj. 
que en la actualidad se encuentra en igno­
rado paradero, expido la presente en Alge- 
ciras a diecisiete de abril de mil novecientos 
ochenta y cinco. — El Secretario.

PARTE NO OFICIAL
Núm. 25.137

BANCO ZARAGOZANO. S. A.

Habiendo sufrido extravío el resguardo 
de cuenta a plazo número 15.150-0. expe­
dido por la oficina principal de Zaragoza, y 
la libreta de ahorro número 6510/2. expe­
dida por la sucursal de Alagón. se hace 
público para conocimiento de quienes se 
crean con derecho a ello, previniendo que 
de no recibir reclamación de terceros en un 
plazo de quince días, a contar desde la 
publicación del presente anuncio, se anula­
rán los referidos resguardo y libreta y se 
procederá a la expedición de los correspon­
dientes duplicados, quedando el Banco 
relevado de toda responsabilidad ulterior 
que pudiera derivarse.

Zaragoza. 2 de mayo de 1985. — El 
Secretario general. Julián Martínez Lasierra.

PRECIO DE INSERCIONES Y SUSCRIPCIONES A ESTE BOLETIN
PRECIOS DE SUSCRIPCIONINSERCIONES

Se solicitarán del Excmo. Sr. Gobernador Civil.

Serán de pago todas las inserciones obligatorias o voluntarias que no 
estén exceptuadas por disposición legal.

PRECIO: En la “Parte oficia!", 50 pesetas por línea o fracción de 
columna normal. En la “Parte no oficial”, 58 pesetas ídem ídem.

Por un año ................................................................ 4.368 pesetas
Especia! Ayuntamientos, por año .............................. 2.900 ’’

V'enta de ejemplares sueltos
Número del año corriente: 25 pesetas.
Número del año anterior: 40 pesetas.
Número con dos.años de antigüedad en adelante: 60 pesetas.

Todos los pagos se efectuarán en la Administración, y de ésta se solicitarán las suscripciones
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